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RESUMEN  

Dentro de las diversas instituciones del proceso civil se encuentra la adecuación de la vía 

procedimental, la cual ha generado debate respecto a su capacidad de generar vulneraciones a las 

garantías procesales y la aparente imposibilidad de cuestionarla. Ante tal situación, se consideró 

que la nulidad procesal posee las características necesarias para cuestionar la falta de motivación. 

La importancia de la investigación radicó en generar las bases teóricas esenciales para estructurar 

una técnica procesal poco profundizada, pero vital para controlar la discrecionalidad judicial ante 

la manifiesta vulneración de los principios procesales y el derecho a la debida motivación. Para 

dirigir la investigación, se plasmó como objetivo general, demostrar que la aplicación de la nulidad 

procesal en las resoluciones de adecuación de la vía procedimental, por la complejidad del caso, 

es pertinente porque resguarda el principio de celeridad procesal, las garantías del debido proceso 

y los principios inherentes a la conservación del acto procesal, en la Corte Superior de Justicia de 

Arequipa, 2018. Se diseñó un marco metodológico basado en una investigación del tipo empírico, 

considerando la revisión de las resoluciones que disponen la adecuación de la vía procedimental, 

con contenido de investigación aplicada y plantearse las principales soluciones. Finalmente, la 

relevancia de la nulidad procesal para cuestionar las decisiones de adecuación se debatió, 

encontrando que es factible dirigir un recurso de nulidad siempre y cuando la motivación sea 

deficiente y no concurran la máxima del 'pas nullité sans grief' ni el principio de subsanación. 

Palabras Clave: Procesos de cognición - Nulidad del acto procesal – Inimpugnabilidad – 

Recurribilidad - Adecuación de la vía procedimental 
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ABSTRACT 

Among the various institutions of the civil process is the adequacy of the procedural route, 

which has generated debate regarding its capacity to generate violations of procedural guarantees 

and the apparent impossibility of questioning it. Given this situation, it was considered that 

procedural nullity has the necessary characteristics to question the lack of motivation. The 

importance of the investigation lay in generating the essential theoretical bases to structure a 

procedural technique that is not very in-depth, but vital to control judicial discretion in the face of 

the manifest violation of procedural principles and the right to due motivation. In order to direct 

the investigation, the general objective was to demonstrate that the application of procedural nullity 

in resolutions of adaptation of the procedural route, due to the complexity of the case, safeguards 

the principle of procedural speed, the guarantees of due process and the principles inherent to the 

preservation of the procedural act, in the Superior Court of Justice of Arequipa, 2018. A 

methodological framework was designed based on empirical research, considering the review of 

the resolutions that provide for the adaptation of the procedural route, with applied research content 

and to propose the main solutions. Finally, the relevance of procedural nullity to challenge 

adequacy decisions was debated, finding that it is feasible to direct an appeal for nullity as long as 

the motivation is deficient and the maxim of 'pas nullité sans grief' and the principle of correction 

are not present. 

Key Words: Cognition processes - Nullity of the procedural act - Impugnability - Appealability 

- Adequacy of the procedural route 
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CAPÍTULO I: PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

1. Planteamiento Del Problema 

Dentro de las diferentes vías procedimentales inherentes al proceso civil, se encuentran los 

denominados “procesos de cognición” en los que, según Vázquez (2003), “El juez ha de tomar su 

resolución fundándose en las normas jurídicas aplicables al caso, ameritado el conocer y dar la 

razón a alguna de las partes en litigio” (p.183). De estas vías procedimentales depende la línea de 

desarrollo principal del proceso, puesto que constituyen la plataforma con reglas procesales 

específicas, aplicables según el caso concreto. Entre estas vías se encuentran el proceso de 

conocimiento propiamente dicho, el proceso abreviado y el proceso sumarísimo. 

Es crucial entender que la elección de alguna de estas vías no solo implica plazos 

considerablemente más extensos o cortos, sino que también supone un despliegue de garantías que 

varían en función de la complejidad del caso, siendo menor en procesos de reducida complejidad. 

La decisión del juez que declara la adecuación a alguna de las vías antes mencionadas es 

inimpugnable, por lo que no cabe recurso destinado a cuestionarla, lo que, en forma preliminar, 

generaría un agravio en aquellas situaciones donde las garantías son insuficientes; por ejemplo, se 

podría encausar en vía sumarísima un proceso de reivindicación solicitado en vía de conocimiento, 

privando a la contra parte del derecho de actuar prueba no inmediata. Sin embargo, según Jordán 

Manrique (2005), la posibilidad de recurrir “se limita en pos de la celeridad procesal y de un 

proceso justo sin dilaciones indebidas, donde puede considerarse que la impugnación es sinónimo 

de dilación” (p.72). Bajo tal concepción, se infiere que existe una prevalencia en la celeridad frente 

al desarrollo de las garantías procesales mínimas, lo que, dependiendo del caso en concreto, sería 

susceptible de generar un agravio procesal. 

Ante tal problemática, aparece la nulidad procesal, considerada por un sector minoritario 

como alternativa idónea para apartar el acto viciado sin importar la inimpugnabilidad de este, pues 

no ataca la impugnación sino la recurribilidad, pudiendo salvaguardar la vulneración de dichas 

garantías, tal y como lo menciona Arrarte (1995) donde precisa que “la nulidad procesal debe 

autolimitarse a supuestos muy específicos en los que la afectación al derecho de defensa es patente 
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e inevitable, salvaguardando el derecho al debido proceso” (pp.131-134). Este extremo es 

cuestionado por la doctrina mayoritaria que considera a la nulidad procesal como remedio-

apelación y, por ende, imposible de cuestionar un acto inimpugnable e incluso como un derivado 

de la teoría del acto jurídico como ejemplifica Gorigoitía (2017) donde “se aprecia que para la 

caracterización del acto inexistente se emplea una concepción estructural de los actos jurídicos 

tomada del derecho privado, en la que se distinguen requisitos esenciales de aquellos de validez” 

(p.274). Por tal motivo es que no pudo pasarse por alto la incidencia de la nulidad procesal para 

cuestionar la adecuación de la vía procedimental, lo que promovió que se investigara si la nulidad 

procesal puede prestarse para cuestionar la adecuación procedimental o no.  

2. Preguntas De La Investigación 

2.1.Pregunta General 

¿Por qué la aplicación de la nulidad procesal en las resoluciones de adecuación de la vía 

procedimental, por la complejidad del caso, es pertinente al resguardar el principio de celeridad 

procesal, las garantías del debido proceso y los principios inherentes a la conservación del acto 

procesal, en la Corte Superior de Justicia de Arequipa, 2018? 

2.2.Preguntas Específicas 

● ¿Cuál es la naturaleza jurídica de la nulidad procesal? 

● ¿Cuáles son los supuestos de aplicación de la nulidad procesal en los procesos de cognición 

civil? 

● ¿Cuáles son las condiciones fundamentales para que la adecuación de la vía procedimental 

cumpla los estándares constitucionales de la debida motivación? 

● ¿Cuántas resoluciones de adecuación de la vía procedimental se encuentran acorde a los 

estándares constitucionales de la debida motivación? 

● ¿Cuál es la naturaleza jurídica de la institución procesal de la inimpugnabilidad? 
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3. Hipótesis 

2.1.Hipótesis General 

Porque la aplicación de la nulidad procesal en las resoluciones de adecuación de la vía 

procedimental, por la complejidad del caso, es pertinente porque resguarda el principio de 

celeridad procesal, las garantías del debido proceso y los principios inherentes a la conservación 

del acto procesal, siempre y cuando se corrobore que tales principios y garantías han sido 

vulnerados por una indebida motivación de las resoluciones judiciales, la contravención al 

principio de subsanación y la máxima pas nullité sans grief, en la Corte Superior de Justicia de 

Arequipa, 2018. 

2.2.Hipótesis Específicas 

• La naturaleza jurídica de la nulidad procesal es dinámica, encontrando sustento en la doctrina 

nacional, al no figurar, de forma excluyente, como un remedio, recurso, pretensión o efecto, 

sino que se encuentra como un tipo procesal autónomo que garantiza el debido proceso, según 

la sistematicidad de las normas procesales que obran en el Código Procesal Civil. 

• Los supuestos de aplicación de la nulidad procesal en los procesos de cognición civil, según 

su desarrollo teórico que obra en los artículos 171 al 178 del Código Procesal Civil, así como 

en la doctrina nacional, son aquellos que se vinculan a la inobservancia de los requisitos de 

validez del acto procesal. 

• Las condiciones fundamentales para que la resolución de adecuación de la vía procedimental 

se alinee a las exigencias constitucionales mínimas de la debida motivación es que debe contar 

con una subsunción mínima del hecho, que se expresen los criterios lógicos que le juez ha 

elegido para disponer la adecuación y que no existan defectos en la lógica interna de las 

premisas. 

• Se estima que, al momento de efectuar la revisión en campo, menos de la mitad de las 

resoluciones de adecuación de la vía procedimental se encuentren acorde a los estándares 

constitucionales de la debida motivación.  

• La naturaleza jurídica de la institución procesal de la inimpugnabilidad sea la de restringir el 
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ejercicio abusivo de la facultad de impugnar, salvaguardando la estabilidad de las instituciones 

procesales como el principio de conservación del acto. 

4. Objetivos De La Investigación 

En consideración con el alcance de la investigación, se han propuesto los objetivos, mismos 

que se han conservado desde la gesta del plan de tesis. Estos objetivos son de dos tipos 

diferenciados, unos que buscan la determinación teórica y la pertinencia de la nulidad procesal 

como técnica procesal para los supuestos de inimpugnabilidad y aquellos que buscan la revisión 

directa de los pronunciamientos emitidos en sede judicial. 

4.1.Objetivo General 

Demostrar que la aplicación de la nulidad procesal en las resoluciones de adecuación de la 

vía procedimental, por la complejidad del caso, es pertinente porque resguarda el principio de 

celeridad procesal, las garantías del debido proceso y los principios inherentes a la conservación 

del acto procesal, en la Corte Superior de Justicia de Arequipa, 2018. 

4.2.Objetivos Específicos 

● Determinar la naturaleza jurídica de la nulidad procesal.  

● Determinar los supuestos de aplicación de la nulidad procesal en los procesos de cognición 

civil. 

● Identificar las condiciones fundamentales para que la adecuación de la vía procedimental 

cumpla los estándares constitucionales de la debida motivación.  

● Estimar el número de resoluciones de adecuación de la vía procedimental que se encuentran 

acorde a los estándares constitucionales de la debida motivación. 

● Determinar la naturaleza jurídica de la institución procesal de la inimpugnabilidad.  

5. Justificación 
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En los procesos de cognición civil, denominados como plenarios, la resolución que declara 

la adecuación de la vía procedimental, según la interpretación gramatical de los artículos N.º 477, 

487 y 549, implica un supuesto de inimpugnabilidad, aparentemente cerrando la puerta a la 

posibilidad de interponer remedios o recursos que cuestionen la falta de motivación para considerar 

que un caso es simple o complejo. Este aspecto tiene implicaciones directas en cómo se administra 

una tutela jurisdiccional efectiva, así como el respeto irrestricto a los principios procesales, con 

especial mención al principio de celeridad procesal.  

Ante esta perspectiva, se reconoce que el rol del juez, ante la presencia de un sistema con 

una fuerte carga en el principio inquisitivo, debe ser la de favorecer el desarrollo pronto del 

proceso, pero sin transgredir las garantías mínimas de un proceso judicial. No obstante, en la 

práctica, se encontró que la adecuación de la vía procedimental es percibida como un acto de mero 

trámite, sin reconocer la naturaleza potencial de fungir como un mecanismo transgresor del 

principio de celeridad procesal, sobre todo cuando no posee la motivación mínima que exige 

nuestro sistema jurídico. Este hecho se agrava al considerar que la técnica procesal de la nulidad 

no es idónea para cuestionar este tipo de resoluciones o, al menos, así se sostiene por parte de la 

doctrina mayoritaria.  

Por lo tanto, la importancia de la presente investigación fue plantear las bases de una 

técnica procesal pocas veces estudiada, a fin de justificar su aplicación ante la presencia de actos 

jurisdiccionales que, sin contener la motivación requerida, han vulnerado principios procesales. 

Esto demuestra la importancia social al tratar un asunto que vincula a la administración de justicia 

ante la aparente vulneración a la celeridad procesal, la importancia académica al dar cabida a una 

temática procesal pocas veces abordada e importancia actual, al representar un problema que, de 

la lectura de la regulación procesal vigente, aún no tiene solución. 

Seguidamente, se reconoce que la elaboración de la investigación fue conveniente, ya que 

ofrece una nueva postura respecto a los alcances de la nulidad procesal, aspecto que, tal y como se 

ha precisado a lo largo de la investigación, es pocas veces tratado. Así también, se detalló y ofreció 

las bases teóricas para reinterpretar al principio de celeridad procesal, entendiéndolo como uno de 

naturaleza más amplia, el cual no se limita a la obediencia de los plazos procesales, sino como el 
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derecho del que goza todo justiciable a ser atendido en una vía procedimental que se adecue a las 

particularidades de su caso en particular. Adicionalmente, se revela una problemática que acontece 

en el distrito jurisdiccional en donde se encuentra presente nuestra comunidad universitaria, 

remarcando la generación de un rol activo en la identificación y solución de controversias en la 

administración de justicia local. 

Luego, se detalla que el estudio realizado ofreció una serie de aportes y beneficios al 

campo procesal, defendiendo una postura nueva e interpretar de manera más amplia el principio 

de celeridad procesal. Se brindaron directrices que, por un lado, coadyuvaron al sector litigante a 

exigir un grado aceptable de motivación en la imposición judicial de una vía procesal en particular, 

ante el rechazo de la sugerida en el escrito de demanda. Además, se refuerza la labor jurisdiccional 

al ofrecer parámetros tentativos que permita defender la adecuación de la vía procedimental 

mediante la clasificación del supuesto de hecho en casos simples o complejos. 

A continuación, se detalló la importancia práctica que se desprendió de la noción misma 

de la nulidad procesal en un proceso real, ofreciendo una postura doctrinaria nueva e inédita que 

pueda apoyar al sector litigante a exigir razones de hecho y de derecho que justifiquen la 

adecuación jurisdiccional de la vía procedimental. Al ofrecer una postura admisible, se promovió 

una renovación en el modelo procesal que defendió la posibilidad de alegar, mediante una forma 

recursal sui generis, la pertinencia de la nulidad procesal para cuestionar resoluciones inicialmente 

consideradas como inimpugnables. 

Finalmente, en cuanto a la utilidad metodológica, se expresa que los resultados arribados, 

así como el desarrolló teórico generado, servirá para la difusión del conocimiento en materia del 

derecho procesal civil, fungiendo como pilar para el inicio de futuras investigaciones en la materia. 

Así también, con la estructuración de la ficha de revisión estructurada, se ofreció un modelo 

validado que se presta para la construcción de investigaciones empíricas similares. 
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CAPÍTULO II: DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN 

1. Introducción 

La nueva perspectiva del proceso civil ha propiciado que la labor jurisdiccional quede cada 

vez más sometida al control de las partes, con el objetivo de proteger los límites de la 

discrecionalidad y evitar que se desnaturalice en un ejercicio arbitrario. En este contexto, las 

instituciones recusarles han cobrado mayor importancia, demostrando que la intervención de los 

sujetos procesales, en el marco de un proceso garantista, deben conducirse bajo la dirección de un 

juzgador imparcial, permitiendo la configuración del derecho al debido proceso. No obstante, 

existen situaciones que limitan en demasía la capacidad efectiva del litigante para cuestionar las 

decisiones arbitrarias, como la inimpugnabilidad presente en la adecuación de la vía 

procedimental, configurándose una situación que puede prestarse para la vulneración de la debida 

motivación de las resoluciones judiciales y el principio de celeridad. 

Para abordar la determinación de la nulidad procesal como técnica recursal para el 

cuestionamiento de la resolución que declara la adecuación de la vía procedimental, la cual es 

inimpugnable, se propusieron los siguientes objetivos: demostrar que la aplicación de la nulidad 

procesal en las resoluciones de adecuación de la vía procedimental, por la complejidad del caso, 

es pertinente porque resguarda el principio de celeridad procesal, las garantías del debido proceso 

y los principios inherentes a la conservación del acto procesal, en la Corte Superior de Justicia de 

Arequipa, 2018., determinar la naturaleza jurídica de la nulidad procesal, determinar los supuestos 

de aplicación de la nulidad procesal en los procesos de cognición civil, identificar las condiciones 

fundamentales para que la adecuación de la vía procedimental cumpla los estándares 

constitucionales de la debida motivación, estimar el número de resoluciones de adecuación de la 

vía procedimental que se encuentran acorde a los estándares constitucionales de la debida 

motivación y determinar la naturaleza jurídica de la institución procesal de la inimpugnabilidad.  

Seguidamente, se consideró que el interés científico, inmiscuido en la investigación del 

alcance de la nulidad procesal de cara a la resolución de inimpugnabilidad, se circunscribió en 

torno a una nueva postura que otorgó una mayor amplitud al principio de celeridad procesal. Esta 
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perspectiva brindó directrices que, por un lado, coadyuven al sector litigante a exigir un grado 

aceptable de motivación en la imposición judicial de una vía procesal en particular, ante el rechazo 

de la sugerida en el escrito de demanda. Además, se reforzó la labor jurisdiccional al ofrecer 

parámetros tentativos que permitieron defender la adecuación de la vía procedimental mediante la 

clasificación del supuesto de hecho en casos simples o complejos.  

En concordancia con lo descrito, la importancia práctica se desprendió de la noción misma 

de la nulidad procesal y el papel que juega en los casos reales, ofreciendo una postura doctrinaria 

nueva e inédita que pueda apoyar al sector litigante a exigir razones de hecho y de derecho que 

justifiquen la adecuación jurisdiccional de la vía procedimental. 

De la temática descrita, se procedió a organizar el contenido que estructuró la presente 

investigación. Inicialmente, se partió por la descripción del estado del arte, el cual demostró que 

no existió un gran acervo de consulta para la nulidad procesal y la adecuación de la vía 

procedimental, denotando el carácter inédito de la revisión teórica. Así también, se desarrollaron 

las principales bases teóricas que dieron sustento a la revisión profunda de las instituciones 

procesal inmiscuidas, tales como el proceso de cognición, la teoría de la impugnación, la facultad 

de adecuación de la vía procedimental, los alcances del derecho a la debida motivación, la teoría 

de la nulidad procesal y el esquema estándar de los casos prácticos, según las reglas de la 

argumentación jurídica. 

Finalmente, se encontraron, como principales conclusiones, las siguientes:  

1) Se determinó que, la naturaleza jurídica de la nulidad procesal es dinámica; por un lado, se 

presenta como el efecto nulificatorio en los diferentes tipos recursales, no obstante, también 

posee reconocimiento mediante el incidente de nulidad o como un remedio autónomo. 

2) Se identificó que, los supuestos de aplicación de la nulidad procesal en los procesos de 

cognición civil se circunscriben a aquellos vicios que hayan recaído sobre los requisitos 

formales, haciendo alusión a la forma en sentido estricto. 

3) Se han identificado, como condiciones fundamentales para que la adecuación de la vía 

procedimental, la necesidad de cumplir con los estándares constitucionales de la debida 
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motivación, la exigencia de contar con una mínima labor de subsunción por parte del 

juzgador. 

4) Se estimó que no hay resoluciones de adecuación de la vía procedimental se encuentra acorde 

a los estándares constitucionales de la debida motivación. 

5) Se determinó que, la naturaleza jurídica de la institución procesal de la inimpugnabilidad 

radica en fungir como una barrera contra el abuso de la facultad de impugnar o cuestionar la 

decisión jurisdiccional. 

6) Se ha demostrado que la aplicación de la nulidad procesal en las resoluciones de adecuación 

de la vía procedimental, por la complejidad del caso, es pertinente porque resguarda el 

principio de celeridad procesal, las garantías del debido proceso y los principios inherentes 

a la conservación del acto procesal pues, se ha denotado que su uso se sustenta en la 

protección del debido proceso, sin embargo; se deben considerar la vía procedimental 

solicitada y la vía procedimental concedida por el magistrado, siendo que la vía impuesta 

suponga un recorte a los derechos inherentes a la garantía del debido proceso; clasificar los 

elementos objetivos, a fin de otorgar un mayor grado de justificación a los casos simples y 

complejos, así como valorar si el caso concreto es susceptible de clasificarse como un caso 

simple o complejo, con miras a ponderar los principios de conservación del acto y el supuesto 

de vulneración a los cánones del debido proceso. 

2. Desarrollo De La Investigación 

2.1.  Estado Del Arte 

Respecto a los antecedentes que ha creado una base académica para el presente tema; 

tenemos que, con respecto a los “Alcances de la Nulidad Procesal”, no se encontró un gran acervo 

investigativo, tanto a escala nacional como internacional, supuesto que reveló la necesidad de 

profundizar con investigaciones sobre el tema. 

2.1.1. Artículos De Investigación Contenidos En Bases De Datos Scopus Con Cuartil Q3, 

Q1 Y Q1. 

Inicialmente, se optó por justificar un modelo donde la motivación, como elemento esencial 
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del debido proceso, se prestaría para promover una nulidad procesal al no reunir los requisitos 

mínimos, según la regulación procesal vigente sobre los vicios procesales o errores in procedendo. 

Para dicho apartado, se tiene el artículo de investigación de Agüero y Paredes (2021) sobre la 

exigencia de motivar las sentencias del tribunal constitucional chileno, en el cual se destacó que 

“la indeterminación normativa es una constante en los pronunciamientos jurisdiccionales, 

encasillándose en una motivación genérica, la cual evidencia una clara vulneración al debido 

proceso. Así mismo, la motivación guarda relación con el establecimiento de un Estado 

constitucional de Derecho, donde el ofrecimiento de las razones de hecho y de derecho para la 

toma de decisiones sirve para controlar el actuar de los tribunales” (pp.197-198). La concepción 

de los autores operó como referente para evidenciar que los problemas de motivación justificaron 

el efecto de nulidad procesal, sustento que promovió la tarea de cotejar el sustento nacional para 

la evaluación de tal pertinencia en el sistema jurídico peruano. 

En continuación, la determinación de la complejidad del caso en concreto, haciendo alusión 

al modelo de argumentación jurídica de los casos simples y los casos complejos, constituyó el 

parámetro principal para dirigir la investigación jurídica. Para tal fin, se ilustraron los postulados 

de Kisilevsky (2021) sobre los casos difíciles, denotando que “reconocer la distinción de los casos 

simples y los casos difíciles, supone reconocer la estructura normativa interna del derecho, donde 

los postulados de la argumentación jurídica deben solventar que la protección de los derechos de 

los justiciables, solventando que la obediencia ciega a lo positivizado instrumentaliza 

negativamente al derecho” (p.197). La postura del autor permitió establecer que mantener una 

distinción entre los casos difíciles y los casos simples conserva la estructura normativa interna del 

derecho, reivindicando los grados de complejidad donde se justifica una mayor exigencia de 

cognición. Con dicho sustento, se esperó que las posiciones teóricas sobre la distinción entre un 

caso simple de uno complejo, estructurara un modelo argumentativo posterior, a fin de uniformizar 

las resoluciones de adecuación de la vía procedimental. 

En forma correlativa, se resalta la aplicación anglosajona de la nulidad, susceptible de 

desplegarse frente a la adecuación de casos complejos, especialmente cuando el litigante opta por 

variar la vía solicitada una vez que se haya consignado una diferente, aunque dicha postura no es 
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uniforme, ni siquiera en los juzgados americanos. Para ilustrar dicha idea, se utiliza el aporte del 

artículo científico de Treacy (2023) sobre la utilización de la doctrina de la nulidad procesal, 

concluyendo que “la aplicación de la doctrina de la nulidad no es uniforme, hallándose tribunales 

que la utilizan mientras otros la rechazan para el supuesto de variación de la vía contenida en el 

escrito de demanda. Se considera que el método de presentación del escrito de demanda, al 

reconocer los vacíos de la regulación procesal civil, al no prever taxativamente la complejidad 

procesal como supuesto de adecuación, debe ser susceptible de promover un pedido de nulidad, 

aunque dicha postura no es predominante” (p.1333). La idea expuesta, concatenada con los 

alcances de la investigación realizada, permitió defender la hipótesis planteada y dirigir las 

posteriores averiguaciones sobre la posibilidad normativa de usar la nulidad como método válido 

para cuestionar la adecuación de la vía procedimental, en aquellos supuestos donde la decisión se 

basa en la complejidad del caso en concreto. 

2.1.2. Tesis Internacionales Contenidas En Repositorios Institucionales. 

En lo atingente a la “inimpugnabilidad de la vía procedimental en los procesos de cognición 

civil”, los autores nacionales como Tapia (2017) señalan que “existe un tratamiento normativo que 

concibe a la nulidad procesal como un medio de impugnación genérico, sin entrar en la 

clasificación incorrecta de un remedio” (p.86). En este contexto, se apreció una tendencia, en el 

derecho comprado, que busca construir una teoría de la nulidad netamente procesal.  

2.1.3. Tesis Nacionales Contenidas En Repositorios Institucionales. 

Al evaluar la nulidad, fue ineludible efectuar una revisión del sustento histórico de las 

razones que motivaron la dación del código civil de 1993, “mismo donde se puede denotar una 

línea interpretativa negativa por parte del juez, al considerar a la nulidad como un mero acto 

dilatorio, influenciando negativamente en los juicios de fundabilidad que puede tener, al 

mantenerse la equivoca postura de que la nulidad solo tiene naturaleza remedial” (Castro, 2019, 

pp. 87-88). De igual forma, la nulidad procesal coexiste con un gran problema de predictibilidad 

que, según la postura de León Zambrano (2020) “vulnera el principio del debido proceso ante la 

poca uniformidad y claridad de la institución, resultando en obligar al litigante a recurrir a la 
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nulidad para cuestionar la falta de motivación” (p.60).  

Respecto a la nulidad procesal, es necesario precisar que un sector amplio de la doctrina 

tuvo la creencia de que se pueden trasladar conceptos procedentes del derecho privado, 

correspondiente a la teoría del negocio jurídico, para sostener una teoría sobre la nulidad procesal. 

Esta postura, errada al considerar la presencia de intereses públicos, tiene una amplia acogida en 

el ordenamiento peruano, por lo que fue necesario determinar cómo concibe nuestro ordenamiento 

a la homologación del negocio jurídico a la teoría del acto procesal. Vargas Rubio (2021) “planteó 

un panorama actualizado de la nulidad del acto jurídico y sostiene sus diferencias con relación a 

las fuentes del derecho adjetivo” (p.16). También se debe denotar que “nuestra teoría nacional 

sobre el negocio jurídico se sostiene en un panorama estructural el acto jurídico” (Muñiz, 2020, 

p.57), diferenciándolo de sobremanera con el acto procesal en lo concerniente a la concepción del 

acto viciado. 

En el caso de la presente investigación, el tema a limitarse, dentro de los contenidos del 

proceso civil, será la teoría de la nulidad procesal en concordancia con el estudio legal y doctrinario 

de la institución de la inimpugnabilidad. En este conglomerado de estudios, se buscó evitar la 

concepción mayoritaria sobre los alcances y límites a la nulidad procesal, como han hecho algunas 

investigaciones, y exponer un panorama que cumpla con las prerrogativas normativas a fin de 

evidenciar que la nulidad procesal es la vía idónea para cuestionarla. Finalmente, se persiguió la 

exposición de un marco que posibilite un correcto entendimiento sobre la nulidad procesal y su 

naturaleza como medio idóneo para recurrir un acto procesal, constituyendo la mejor opción a la 

hora de cuestionar la decisión de adecuación a la vía procedimental, misma que cuenta con la 

característica de ser inimpugnable. 

2.2.  Bases Teóricas 

El Derecho Procesal Civil, al igual forma que diversas disciplinas provenientes del derecho 

público, representa una rama donde confluyen intereses generales que vinculan a la ciudadanía y 

que se engloba en la disciplina general del Derecho Procesal.  Al reconocer la concepción más 

elemental del proceso, se vale de este para utilizarlo como plataforma en gran parte de las 
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diferentes escuelas que conforman el derecho material, entre ellos, el Derecho Civil. Este último 

se convierte en el Derecho Procesal Civil, disciplina primigenia que sirve de base para todos los 

otros procesos.  

El proceso, fundándose en la concepción propuesta por Couture, tiene una amplia cantidad 

de definiciones. Para los fines de la presente, se utilizó aquella que considera al proceso “como 

aquel espacio temporal donde se desarrollará la actividad procesal, enfocada al cumplimiento de 

la labor jurisdiccional” (Couture, 2004, p.8), con reglas cuasi inamovibles y que tiene como fin 

último la resolución del conflicto intersubjetivo de intereses, en el marco de un choque dialéctico 

entre los sujetos intervinientes, para restaurar la paz social en justicia. 

La normativa adjetiva en materia civil, por lo expuesto, aparece ante la necesidad de 

trasladar los derechos subjetivos discutidos a una plataforma equitativa de resolución de 

controversias, posibilitando que el derecho vulnerado sea reconocido y restaurado a una de las 

partes en contienda. La predictibilidad en las decisiones, el deber de motivación en las decisiones 

judiciales y la posibilidad de cuestionar el accionar desviado del juez forman parte del 

aseguramiento de esta equidad o garantías que aseguran que el conflicto sea recompuesto en 

justicia. Sin embargo, ¿Qué se puede hacer cuando se restringen dichas garantías por la misma 

normativa procesal? Lo cierto es que el principio dispositivo permite una amplia actuación de las 

partes en lo que se refiere a las vulneraciones, pero el problema se agrava cuando no hay consenso 

unánime sobre qué situaciones procesales pueden ser atacadas por las partes, situación que se 

profundizó en el desarrollo posterior de la investigación. 

2.2.1. Implicancias Del Proceso. 

El proceso aparece como una plataforma sobre la cual se ventilan los diversos conflictos 

intersubjetivos de intereses e incertidumbres jurídicas. Constituye la base sobre la cual se vierten 

y denotan derechos tales como el de acción y el de contradicción, ajustándose a una tendencia 

garantista desde inicios del año 2000 en el Perú, donde verdaderamente se evidencia el 

cumplimiento del fin abstracto del proceso, el cual es lograr la paz social en justicia. 

Respecto al proceso judicial, se debe distinguir el derecho sustantivo, materia de litis, de la 
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plataforma operativa que es el proceso. El derecho subjetivo consta en la atribución exigible por 

parte del accionante al accionado, el que recibirá el calificativo de demandado; el derecho de 

crédito, el derecho real, los provenientes de la responsabilidad civil extracontractual, y su 

normativa de desarrollo son clásicos ejemplos de los derechos subjetivos. Por su lado, la 

plataforma operativa se identifica con la satisfacción de estos derechos subjetivos, proyectándose 

en la expedición de una sentencia favorable que, para ser válida y eficaz, necesita adecuarse a las 

diversas normas que regulan la emisión de un pronunciamiento para que se encuentre en sintonía 

con las garantías mínimas de justicia e imparcialidad, sin que dichas normas, denominadas en la 

doctrina como formas procesales, se inmiscuyan en el sentido del fallo, haciendo alusión a una 

sentencia de mérito. Las diferencias planteadas entre el derecho subjetivo y la parte operativa, con 

reglas independientes, “fueron los que promovieron que, en pleno siglo XX, se haya logrado 

reconocer la autonomía del derecho procesal en Italia, pero sin desconocer su importante 

vinculación con el derecho material” (Toscano, 2013, p.239). 

La inmensa variedad de derechos subjetivos, de cualquier tipo, al ser objeto de 

vulneraciones potenciales, son susceptibles de ventilarse en la vía procesal correspondiente. 

Tratándose del proceso civil, se habla de derechos subjetivos de naturaleza ordinaria o común; 

aquellos que gozan de una relevancia y presencia constante en la vida del individuo. El derecho 

civil material aparece como la parte sustantiva del fenómeno procesal; teniendo preeminencia en 

aquellos asuntos convencionales de la vida ordinaria de cualquier ciudadano; la relación jurídica 

nacida de los contratos como, por ejemplo, la compra - venta, la herencia, los conflictos vinculados 

a la distribución de los bienes como la posesión, etc. Se aprecia que todos estos asuntos están 

presentes en la vida cotidiana; todos alguna vez en sus vidas celebrarán una compraventa, aunque 

sea la más elemental, todos alguna vez se encontrarán en el dilema de la partición de la herencia y 

todos los que alguna vez alquilaron un inmueble, se habrán topado con un poseedor precario.  

Es ciertamente idílico pensar que los derechos de naturaleza civil serán respetados por 

todos los demás sujetos, siendo necesaria una plataforma donde sea posible llevar estas 

controversias o incertidumbres para que un órgano decisor, imparcial y justo los dirima. Así se 

fundamenta la razón del proceso civil, complementando la parte sustantiva con la denominada 
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“parte adjetiva”. 

2.2.2. Características Del Derecho Procesal Civil. 

En palabras de De Pina y Castillo (2007), “El derecho procesal civil, como una rama 

proveniente de la ciencia procesal, donde se regulan diversas instituciones vinculadas a la función 

jurisdiccional, posee una serie de cualidades únicas” (p.18). Las características mencionadas, 

posibilitan diferenciarlo de los otros tipos de procesos, justificándose como una disciplina 

autónoma, pero dependiente del aspecto material. Dichas cualidades denotan su trascendental 

papel para la resolución de los conflictos que llegan a sede judicial y la restauración de la paz 

social. De forma enunciativa, y al amparo de la doctrina dominante, las características clásicas del 

proceso civil son las siguientes: subjetivo, autónomo, público y subordinado. 

2.2.2.1. Subjetivo. 

El carácter de subjetivo del proceso civil hace alusión a la capacidad que ostentan los 

sujetos de derecho para accionar ante los tribunales de justicia y poner en marcha el aparato estatal. 

En términos generales, se asevera que la pregunta primordial es ¿Quién puede accionar ante los 

tribunales de justicia? 

La mera condición del individuo, reconocido en el marco de un Estado de derecho, 

convierte a la persona humana, así como también sus diversas formas de asociación, en sujeto de 

derecho, generando relaciones jurídicas con el Estado, en el extremo de la administración de 

justicia. Como menciona Oskar von Bülow, “esto crea la denominada teoría de la relación 

jurídica1” (Von Bülow, 2016, p.142). Por tales consideraciones, “las pretensiones desplegadas 

son las designadas como derechos subjetivos y públicos. Estas aparecen como pretensiones 

jurídicas (Ansprüche) frente al Estado, resultando las situaciones o condiciones (Zustände) 

jurídicas” (Alvaro de Oliveira, 2009, p.187). 

De esta forma, el despliegue del aparato judicial es provocado por todos aquellos sujetos 

 

1
 Subrayado y resaltado propio 
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de derecho, gozando de tal facultad por su propia condición. Se observa en esta aseveración, 

principios generales de obligatorio cumplimiento; teniendo el derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva, derecho al debido proceso, derecho a la igualdad, etc. 

2.2.2.2. Autónomo. 

Durante los inicios de la disciplina del derecho civil, se puso en disputa la naturaleza de su 

vía operativa, cuestionando si ésta debiera ser considerada como una disciplina autónoma o 

fusionada con el derecho civil material. Este debate tuvo un amplio desarrollo en los países 

adscritos a la tradición germánica, como es el caso alemán, donde el mismo Von Bülow (2016) 

sostuvo “la autonomía de la disciplina procesal” (p.62), sentido que notables procesalistas como 

Goldschmidt compartían, “pero con cambios sustanciales en su teoría del proceso como relación 

jurídica” (Goldschmidt, 1936, p.110).  

Cuando se abarca la teoría del acto procesal, se debe hablar de una disciplina relativamente 

nueva; “idea que nacería en los albores del siglo XVIII, momento en que se dejó de hablar del 

proceso civil como un derivado del derecho privado, catalogando comúnmente con el nombre de 

“técnica civil” (Muro, 2022, p.11). 

En el caso del Perú, se siguió utilizando la denominación de técnica civil hasta la llegada 

del Código Procesal Civil de 1993. La llegada de las tendencias vanguardistas alemanas se vieron 

impedidas de atravesar todo el margen territorial que existía, en suma, a la fuerte raigambre 

española que el proceso civil peruano venía arrastrando. Con el avance de doctrina procesal que 

transitó la ley de enjuiciamientos civiles de 1852 y con el Código de Procedimientos Civiles de 

1912, se llegó a una verdadera autonomía del proceso; hecho que terminó de concretarse con la 

entrada en vigor del Código Procesal Civil y su visión autónoma de la disciplina procesal, 

promovida en gran parte por Monroy Gálvez.  

La azarosa historia de la ciencia procesal, que tiene sus principales inicios en los escarceos 

destinados a sostener su autonomía científica “identificando su objeto propio de estudios, métodos, 

categorías, sistemática, técnicas de interpretación e incluso sus propios padecimientos patológicos. 

Se evidencia de esta forma, que el derecho procesal civil tiene un desarrollo y estudio autónomo a 
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la del derecho material” (Monroy, 1995, p.61). 

Actualmente, se puede aseverar que una de las características principales del Derecho 

Procesal Civil es, precisamente, su autonomía, definida en su existencia de forma independiente al 

derecho material, con instituciones y finalidad propia. La autonomía debe regir para todas sus 

instituciones, pues se habla de fundamentos diferentes a los del derecho privado, donde dirimir un 

conflicto no responde únicamente a la voluntad de los particulares, sino a la dirección de un tercero 

que se encuentra amparado, en gran parte de sus actuaciones, por un principio inquisitivo. 

2.2.2.3. Público. 

Otra de las características fundamentales es el carácter de derecho público que tiene el 

proceso civil, definiendo al proceso como una parte intrínseca de las facultades soberanas de 

nuestro Estado. La administración de justicia corresponde a la entidad pública competente, siendo 

en este caso, con un control casi absoluto y de forma cuasi unitaria, el Poder Judicial, rememorando 

la teoría jurisdiccional que justificó la existencia de otro mecanismo hetero compositivo, pero de 

naturaleza privada como lo es el arbitraje. 

Se entiende a la función jurisdiccional como una verdadera actividad especializada, única 

e irrenunciable, cuyo monopolio es de dominio casi absoluto del Estado. “La regulación de la 

estructura y funcionamiento que tiene el poder judicial a la hora de resolver los conflictos, 

suscitados por los particulares, supone una rama de la disciplina denominada como derecho 

público” (Monroy, 1995, p.58). De esta forma, el Derecho Procesal Civil es una ramificación de 

derecho público, recayendo en la figura de la autoridad estatal la potestad de conocer, administrar 

y dirimir los conflictos suscitados entre los particulares e incluso con la misma presencia del Estado 

como parte activa o pasiva. 

2.2.2.4. Subordinado. 

Basado en la teoría de la relación jurídica de Oskar von Bülow, “al interno del proceso se 

genera una auténtica relación jurídica trilateral que involucra la parte activa, la parte pasiva y el 

aparato estatal, aunque se suele homologar dicha categoría a la figura del juzgador” (Von Bülow, 
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2016, p.257). Esta concepción sostiene la subordinación inmanente en el proceso civil: el 

demandado, mediante su ejercicio del derecho de acción, pone en curso el aparato judicial para la 

solución de su controversia. Por su parte, el demandado se verá inmerso ante una gama de 

posibilidades para responder lo pretendido por la parte activa, denominándose a este abanico de 

posibilidades como las reacciones del demandado.  

El juez, en uso de sus potestades de dirección, tiene una función directoral en el desarrollo 

del proceso. Al momento de interponerse la demanda por la parte activa, deberá ejecutar una 

prueba de procedencia; al recibir la reacción de la parte pasiva, deberá valorar que dicha respuesta 

se encuentre acorde a las formas procesales, y luego de tal validación, recién podrá disponer la 

continuación del proceso. Una similar situación se vive con los diversos actos procesales que 

denotan el principio de iniciativa de parte, donde el juez asumirá un control sobre casi todo el 

transcurrir procesal, siendo que las partes se encontrarán en una posición subordinada ante los 

actos y decisiones que emita el director del proceso. 

El demandante y el demandado, al momento de ingresar al mecanismo jurisdiccional, se 

encuentran subordinados a la figura del juez. “El proceso es la expresión más pura del interés 

público que existe en el Estado. El derecho procesal y la facultad que tienen los sujetos de accionar 

por medio del proceso, implican una estructura subordinada donde las partes no podrán interactuar 

directamente entre sí, sino a través de los actos jurisdiccionales que desarrolla el juez” (Legaz y 

Lacambra, 1953, p.371). 

De esta forma, se concretan los vínculos de subordinación, pues las interacciones entre las 

partes del proceso no podrán ocurrir de forma directa, sino mediante la figura del juez. Esto denota 

el fin público en la resolución del conflicto y en el agotamiento de medios alternativos para acabar 

con el asunto litigioso de forma previa al proceso, remarcando el denominado interés para obrar. 

2.2.3. Procesos De Cognición. 

La cognición, siguiendo la tesis de Alfaro (2022), “supone la búsqueda de la declaración 

de un derecho mediante la intervención de las partes, quienes fundamentarán que el derecho les 

asiste de forma excluyente, ya bien sea a la parte activa o pasiva” (1h2m32s). En términos 
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generales, en este proceso puede existir como pretensión la declaración de existencia de un 

derecho, con la sentencia declarativa, o la creación, modificación o extinción de una relación 

jurídica, con la sentencia constitutiva, así como pretensiones que busquen establecer una 

prestación, manifestándose en la sentencia de condena que fijará una obligación de dar, hacer o no 

hacer. 

Es necesario señalar que los procesos contenciosos tienen la característica particular de 

contar con la oposición de lo pretendido por los demandados con los demandantes, o de los titulares 

activos y pasivos de la relación jurídica procesal. En otras palabras, “existe un conflicto de 

intereses que justifica la dación de una sentencia que reconoce que el derecho discutido le asiste a 

alguna de estas partes” (Muro, 2022, p.7). 

El proceso de cognición, como se ha mencionado, significa que las partes le llevarán al 

juez el conocimiento de un asunto dudoso o litigioso, siendo responsabilidad de estas, mediante 

sus alegatos y las pruebas que hayan podido aportar, lograr un convencimiento sobre el juzgador, 

clarificando la titularidad del derecho discutido. Por tales motivos, también se denomina a estos 

procesos como “plenarios”, pues las actuaciones procesales tendrán un margen mucho más amplio 

que en otros procesos, como sucede con las restricciones del cautelar o el único de ejecución. Este 

último tipo de proceso tiene la particularidad que parte con un derecho ya reconocido, razón por 

la que es sustancialmente más corto que un proceso de cognición, donde se parte de una duda que 

las partes deberán clarificar en post de sus intereses. 

Al interno del proceso de cognición se encuentra una división, la cual toma como base 

diversos factores como la urgencia del asunto en discusión, la complejidad del caso en concreto, 

la cuantía e incluso la discrecionalidad del legislador que ha determinado adoptar ciertos caminos 

procedimentales para ventilar un conjunto determinado de pretensiones. Sobre la vía 

procedimental elegida para el conocimiento de la litis, se desplegarán una serie de garantías 

procesales por la complejidad o simplicidad del proceso, como también permitiendo un mayor o 

menor número de actos procesales a la par que se estipulan plazos más largos o más cortos. 

Dentro de estas vías procedimentales se puede encontrar a la vía procedimental del proceso 
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de conocimiento en sentido estricto, la vía procedimental del proceso abreviado y la vía 

procedimental más corta, aunque en la práctica no lo sea, el proceso sumarísimo. 

2.2.3.1.Proceso De Conocimiento En Sentido Estricto. 

Denominado comúnmente como un plenario completo, el proceso de conocimiento se 

encuentra tipificado en el artículo 475  del Código Procesal Civil, previendo que, “se tramita como 

proceso de conocimiento, los asuntos contenciosos que: 1) No tengan una vía procedimental (…) 

y, cuando por su naturaleza o complejidad de la pretensión, el juez considere atendible su 

tramitación; 2) cuando la suma total de la cuantía exceda las 1000 URP, 3) cuando son 

inapreciables en dinero, 4) cuando la cuestión bajo debate sea netamente de derecho y 5) cuando 

la ley prescriba expresamente la vía de conocimiento para la pretensión” (Código Procesal Civil, 

1993, Artículo 475). Al ser la tipología procesal más completa, tiene la particularidad de servir 

como el modelo general para las otras dos vías procedimentales. En sentido estricto, supone la base 

de los procesos civiles y ha sido denominado como el proceso ordinario o el juicio ordinario, 

conforme al código de procedimientos civiles de 1912. 

El proceso de cognición, en sentido estricto, constituye la vía procedimental más larga.  

“Los procesos llevados por esta vía tienen las características de ser definidos por la competencia 

objetiva y funcional, permitiendo, según previsión del modelo procesal, un despliegue completo 

de actos procesales como la posibilidad de reconvenir y una mayor actuación probatoria, inclusive 

en segunda instancia” (Ledesma, 2015, p.1476). 

La amplia duración del proceso de conocimiento está justificada en la profundidad del 

asunto controvertido, pues se permite una actuación completa por parte de los sujetos intervinientes 

en el proceso. Esto reconoce, al menos de forma liminar, la complejidad que tienen los asuntos 

litigiosos que recaen en esta vía y aparece un plazo mucho más lato para posibilitar una defensa 

completa y recabar el mayor insumo probatorio para generar certeza en la figura del juez. 

2.2.3.2.Proceso Abreviado. 

Denominado como un juicio plenario sumario, el proceso abreviado se encuentra previsto 
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en el artículo 486 del Código Procesal Civil, contemplando que “se tramitan en el proceso 

abreviado, los siguientes asuntos controvertidos: 1) retracto, 2) título supletorio, prescripción 

adquisitiva, rectificación de área, lindero y medidas perimétricas, 3) responsabilidad civil de los 

jueces, 4) expropiación, 5) tercería, 6)impugnación de resolución administrativa, 7)la pretensión 

cuya cuantía se encuentre entre las 100 y las 1000 URP, 8) los que carecen expresamente de vía 

procedimental propia (…), cuando el juez considere atendible su empleo y  9) los demás que 

imponga la ley” (Código Procesal Civil, 1993, Artículo 486). 

El proceso abreviado, al ser un punto de contacto respecto a los plazos de la vía de 

conocimiento y la vía abreviada, aparece ante la necesidad de ventilarse aquellas causas que no 

requieren una actuación probatoria o despliegue complejo, como el proceso de conocimiento en 

sentido estricto, pero cuya relevancia no es de extrema urgencia. Los motivos para determinar la 

vía procedimental del proceso abreviado son los mismos que en el proceso de conocimiento. 

Las causas que tienden a ventilarse en el proceso abreviado, para el legislador, “son causas 

que no revisten de la complejidad necesaria para ingresar al proceso de conocimiento en sentido 

estricto, pero tampoco son causas sumamente simples o de naturaleza urgente como para ventilarse 

en la vía sumarísima. Las materias para analizar requieren de una actuación probatoria adecuada, 

como también en la elaboración de la demanda y su correspondiente contestación” (Tantaleán, 

2015, p.79). 

La particularidad que se observó en la figura del proceso abreviado es de servir como una 

plataforma relativamente rápida o para asuntos de menor cuantía como se le definía en el código 

de procedimientos civiles. Esta celeridad implica plazos sumamente reducidos y una limitación a 

los actos procesales susceptibles de desplegarse, teniendo, por ejemplo, la prohibición de 

reconvenir, salvo se trate del proceso de expropiación o los no contemplados en el listado taxativo 

del artículo 487 del Código Procesal Civil vigente. 

2.2.3.3.Proceso Sumarísimo. 

Llamado en doctrina como juicio sumarísimo o trámite de oposición, el proceso 

sumarísimo obtiene su previsión legal del artículo 546 del Código Procesal Civil, el cual dicta que 
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“se tramita en la vía sumarísima los asuntos contenciosos consistentes en: 1) alimentos, 2) 

separación convencional y divorcio ulterior, 3) interdicción, 4) desalojo, 5) interdictos posesorios, 

6) los que no tengan una vía propia (…) y el juez considere atendible su uso, 7) aquellas 

pretensiones cuya cuantía no exceda las 100 URP y 8) las materias a las que la ley les ha asignado 

una vía procedimental específica” (Código Procesal Civil, 1993, Artículo 546). Como se desprende 

de la revisión del contenido del articulado, la naturaleza expedita del proceso sumarísimo justifica 

se vinculación a una inmediata urgencia de tutela o a aquellos casos que no revisten de suma 

complejidad. Inicialmente, comparte estructura con los procesos de conocimiento y abreviado, 

teniendo los mismos criterios para la estructura regular de la audiencia y de los actos procesales a 

desplegarse, al menos de forma inicial. 

El proceso sumarísimo se encuentra reservado para asuntos de naturaleza sencilla, sin que 

revistan una excesiva complejidad, cuando la cuantía en discusión es mínima o cuando se 

evidencian conflictos civiles de carácter urgente. “El proceso sumarísimo aparece como una de las 

vías, en teoría, más rápidas para denotar el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. Este es el 

proceso más corto en lo que se refiere a procesos de cognición, caracterizado por la brevedad en 

los plazos y el principio de economía procesal, concentrándose las audiencias en una sola, 

denominada como audiencia única” (Castillo y Sánchez, 2021, p.627). 

Con anterioridad al Código Procesal Civil de 1993, el proceso sumarísimo no aparecía por 

ningún lado. Era denominado como trámite incidental o trámite de oposición, según el contenido 

del Código de Procedimientos Civiles de 1912. Los principales hechos que aportaron a su 

utilización como tercera vía fue la aparición constante de conflictos, impostergables a razón de su 

extrema necesidad como lo fue el proceso de alimentos. 

Durante la vigencia del Código de Procedimientos Civiles de 1912, se produjeron tres 

fenómenos resaltantes: “el primero es que se ampliaron los supuestos para el ingreso de aquellos 

procesos de cuantía baja, en segundo orden, se crearon los denominados procedimientos especiales 

y, finalmente, se empezó a utilizar como “tercera vía” al denominado trámite incidental o trámite 

de oposición, que ante nuestro Código Procesal Civil vigente se denomina proceso sumarísimo” 

(Ariano, 2009, p.158). 
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El proceso sumarísimo es, en teoría, el proceso que más rápido debería resolverse por parte 

del juez, teniendo importantes restricciones a los diferentes actos procesales que se pueden realizar 

para salvaguardar la imperante necesidad de tutela como la prohibición de reconvención, la 

prohibición de acumular, la prohibición de actuar prueba no inmediata para la sustentación de las 

excepciones procesales, la concentración en una única audiencia que obliga a comprimir la 

estrategia de defensa, el deber del juez de dar el adelanto de su fallo en la misma audiencia, según 

la modificatoria que se generó con la emisión de la Ley N° 31464, y la constante reducción de los 

plazos. 

No obstante, como bien se profundizó en las secciones posteriores de la investigación, la 

naturaleza cognitiva del proceso sumarísimo se encuentra entredicha, incluso dentro de la doctrina 

predominante. Esta controversia partió de la negativa a permitir una denominación tan 

contradictoria como lo es un “plenario acelerado” ya que, por definición, un proceso plenario 

supone una cognición completa, con las respectivas permisividades que otorgan las formas 

procesales, por lo que hablar de un plenario acelerado supone un contrasentido. Otra de las 

problemáticas que dificulta encasillar al proceso sumario como uno plenario acelerado o “plenario 

sumarísimo” es el nacimiento de la cosa juzgada. Mientras unos se inclinan por argumentar que 

no se genera cosa juzgada, razón por la que es posible que el objeto de controversia sea susceptible 

de un ulterior pronunciamiento en un plenario completo como sucede con el desalojo o el 

otorgamiento de escritura pública, otros se inclinan por sostener que se genera la cosa juzgada 

material, pero sólo respecto a lo que estrictamente se debatió en el proceso, dejando la puerta 

abierta para asuntos que, por su naturaleza, solo requerían de una apreciación preliminar para ser 

sentenciados. Al respecto, Von Bayer (1842) menciona que “los procesos sumarios son aquellos 

en donde la cognición y los medios de prueba se encuentran fuertemente limitados; se prioriza la 

celeridad sobre la profundidad del conocimiento del juez sobre el hecho en disputa, representando 

una clara manifestación de la cognitio prima facie que se refuerza con los mal llamados medios de 

prueba rápidos” (p.678). 

A la postura descrita, se suma otro importante sector que considera como un craso error 

equiparar los procesos plenarios a los procesos sumarios, al reconocer las particularidades que 
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revisten a estos últimos. Gonzales Barrón (2019) precisa que “en los procesos sumarios no se 

permite un amplio espectro de acciones, susceptibles de realizar para la resolución de la 

controversia en modo definitivo, como prueba de ello se imponen las restricciones que el legislador 

ha dispuesto a fin de reducir la cognición del juzgador, tales como lo son la prohibición de la 

reconvención, el plazo reducido para contestar y presentar los medios probatorios, situación que 

es susceptible de generar el temido estado de indefensión, la expresa restricción a la admisibilidad 

de medios probatorios, tanto para la excepciones como para el tema de fondo, al limitarse a una 

sola audiencia, así como la generación de la cosa juzgada material pero solo en el estricto límite 

del asunto y de las pruebas actuadas. Por todo lo expuesto, es evidente que las pretensiones 

tramitadas en el proceso sumarísimo son de naturaleza sumaria y no plenarios, sin importar el 

nombre que se le haya acuñado a la vía procedimental” (pp.517-519). 

Lo detallado, culmina por confundir la naturaleza y los alcances del proceso sumarísimo, 

hecho que se refuerza con el contrasentido que es otorgar una permisividad al juzgador para la 

adecuación en cualquier vía procedimental, aunque alguna de ellas no sea plenaria, como sucede 

de la lectura de los controvertidos artículos 477, 487 y 549 del Código Procesal Civil, los cuales 

fueron materia de análisis en el contenido posterior de la investigación. Ante este panorama, se 

considera que lo más pertinente, a fin de no quebrar la sistematicidad del proceso civil, es brindarle 

al proceso sumarísimo una naturaleza dual. Por un lado, será plenario acelerado en la medida que 

el asunto controvertido suponga un caso simple, en aplicación del numeral 6 del artículo 546, pero 

será uno sumario siempre que la controversia se haya previsto expresamente para ser tramitada en 

tal vía, como sucede con el otorgamiento de escritura pública, los interdictos posesorios o el 

desalojo. Aunque tal postura sea insuficiente frente a las posiciones doctrinarias, se considera como 

la más inocua frente a la falta de uniformidad que ofrece el sistema procesal peruano. 

2.2.3.4.Necesidad De La Triple División: Plenario Completo, Plenario Rápido y Sumarísimo. 

El sistema procesal peruano se ha inclinado por un sistema tríptico, en torno a sus vías 

procedimentales, desencadenando en que cualquier pretensión, sin vía impuesta por ley, sea 

susceptible de ser adecuada en cualquier tipo procesal. Así, Monroy (1992), advierte que “una 

determinada sustanciación de la vía procedimental implica alteraciones en los plazos, requisitos, 
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competencias, entre otros aspectos que debe considerar el magistrado” (p34). 

Existen muchas observaciones y críticas sobre el sistema tríptico que gobierna al proceso 

civil. Eso ha promovido que, en el proyecto de reforma, se haya decidido modificar las diversas 

vías procedimentales que estructuran al proceso civil, eliminando la contradicción que se precisó 

para el proceso sumarísimo. Esto implica retornar; a un símil del Código de Procedimientos Civiles 

de 1912, con el proceso ordinario y el proceso sumario para las vías de cognición. 

Al respecto, se considera que la triple división de las vías procedimentales debería 

mantenerse para asegurar un tipo intermedio, siempre y cuando se limite el campo de acción del 

proceso sumarísimo, a fin de que no se puedan verter aquellos asuntos que no están determinados 

taxativamente por la ley, postura que cuenta con respaldo parcial del Proyecto de Reforma del 

Código Procesal Civil, el cual solo permite la adecuación procedimental cuando es caso es 

complejo, disponiendo su tramitación en el proceso ordinario, o cuando el caso es simple, 

disponiendo su tramitación mediante el proceso sumario, eliminando de la regulación al proceso 

sumarísimo (Proyecto de Reforma del Código Procesal Civil, 2021, pp.19-21).  

La independencia del proceso abreviado y del sumarísimo debería conservarse para 

garantizar un punto de contacto entre los plazos sumamente largos del proceso de conocimiento y 

los plazos cortos para aquellos asuntos de extrema urgencia, siempre y cuando se sustraigan los 

asuntos previstos expresamente para ambos procesos. En este caso, se recomienda mantener las 

vías procedimentales existentes, pero reservando para el proceso de conocimiento el margen de 

discrecionalidad contemplado en el derogado Código de Procedimiento Civiles de 1912, asignando 

para el proceso abreviado aquellos asuntos de urgencia y que estén debidamente tipificados en el 

Código Procesal Civil, excluyendo el criterio de cuantía solo para el proceso ordinario y sumario, 

y limitando al proceso sumarísimo a aquellas materias contempladas expresamente por ley. 

2.2.4. Teoría De La Impugnación Procesal. 

La impugnación, como institución procesal, busca reducir la falibilidad del juez. El error 

humano y la falta de valoración hacen necesario que quien se sienta perjudicado con el contenido 

de las resoluciones judiciales pueda someterlas a un control posterior, para evaluar su adecuación 
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con el ordenamiento jurídico correspondiente. Reconocer este margen de fiabilidad, en palabras 

de Devis Echandía (2015), “conlleva reconocer que la teoría general del proceso reconoce la 

existencia del principio de impugnación, mediante el cual las partes tendrán, a su disposición, una 

amplia gama de recursos para enmendar las lesiones a sus derechos, los cuales han sido 

consecuencia de errores o vicios en los que haya incurrido el magistrado” (p.73). 

Se suele considerar que, si una sola persona pudo fallar de forma incorrecta, haciendo 

alusión a la figura del magistrado de primera instancia, una revisión por parte de un juez 

especializado, en el caso de la apelación sobre la sentencia emitida por el juez de paz letrado, o 

una sala especializada, en el caso de la apelación sobre la sentencia del juez especializado, podrá 

tener, al menos de forma estadística, menos posibilidades de incurrir en error. 

Lo afirmado en forma precedente es el contenido que justifica el derecho a la pluralidad de 

instancias, como la base de la tutela impugnatoria. Siendo que  dicho derecho ha mutado a lo largo 

de la historia del proceso civil, como es el caso de la ley de enjuiciamientos civiles de 1912, donde 

existía una verdadera pluralidad de instancias con el derecho de súplica, teniendo a nuestro día 

solo una doble instancia, pero conservándose el nombre genérico de pluralidad de instancias en el 

texto constitucional, por la tradición normativa ya que, para propósitos funcionales, es más 

correcto denominarlo como el “principio de la doble instancia” (Código Procesal Civil, 1993, 

Artículo X). 

La impugnación guarda íntegra relación con la recurribilidad, pues ambas permiten 

cuestionar una decisión arbitraria o contraria a derecho, pero la primera sí posee un límite 

normativo como lo es la proscripción para impugnar o la denominada inimpugnabilidad. En 

principio, toda decisión judicial es susceptible de ser cuestionada o recurrida, al considerar el grado 

de falibilidad del ser humano, por lo tanto, las restricciones a tal posibilidad deben estar justificadas 

en razones objetivas que descarten, in limine, la posibilidad de generar un daño potencial a los 

justiciables. 

2.2.4.1. Recurribilidad. 

Se define como la posibilidad de cuestionar las decisiones emitidas en sede judicial. Esta 
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recurribilidad se condice con el principio/ derecho al debido proceso y la tutela jurisdiccional 

efectiva. Carrasco (2017) nos remite “al concepto de eficacia procesal, cuando se abarca el debido 

proceso y no se puede hablar de un proceso eficaz si éste no cuenta con los mecanismos procesales 

destinados a cuestionar las decisiones emitidas en los actos jurisdiccionales” (p.455). 

Recursar supone desplegar un mecanismo legalmente establecido a fin de poner en tela de 

juicio la concurrencia de los presupuestos legales y requisitos que debe contener un acto procesal; 

de no hacerlo, supondría convalidarlo, un concepto excluido en la teoría de la nulidad del acto 

jurídico, y que pueda seguir desplegando sus efectos. La recurribilidad como tal supone, valga la 

redundancia, la posibilidad de recurrir, no solo la de impugnar, ya que esta última se desdibuja al 

ser un conjunto más limitado y regirse por razones de celeridad procesal, pero que se circunscribe 

en el ámbito de los recursos procesales.  

2.2.4.2. Impugnación 

La posibilidad de impugnar supone la capacidad de cuestionar una determinada decisión 

mediante un medio idóneo que se denomina recurso impugnatorio. Orellana (2006) menciona que 

“estos recursos cumplen una finalidad de control al órgano jurisdiccional, pues los obliga a rendir 

cuenta sobre la legalidad de los actos que emiten. De esta forma, la impugnación abarca el 

cuestionamiento del acto procesal ya bien sea mediante remedios o recursos” (p.183).  

Junto a la posibilidad de impugnar la decisión, yacen una amplia gama de principios que 

persiguen la protección de los derechos de las partes intervinientes en el proceso, sobre todo 

aquella que sería afectada desfavorablemente con la modificación del fallo en segunda instancia; 

entre estos principios, resalta el de congruencia recursal, sosteniéndose en los remanentes del 

principio dispositivo, argumentándose que “el juez no debe fatigarse para encontrar los 

argumentos, él solamente es llamado a escoger entre los buscados por los propios litigantes” 

(Calamandrei, 1956, p.389). 

La impugnación, en un sentido amplio, reconoce la posibilidad de que se susciten errores 

o vicios al momento de construir una decisión judicial, recordando que el juez es un ser humano 

susceptible de equivocación. La posibilidad identificada revela que la finalidad subyacente de la 
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impugnación es permitir a las partes acceder a una nueva valoración de la decisión emitida, sin 

embargo; la posibilidad de impugnar está limitada por la teoría de la inimpugnabilidad, aspecto 

que se desarrolló en el siguiente acápite. 

2.2.4.3. Inimpugnabilidad 

La inimpugnabilidad, de cuyos alcances no se ha hablado lo suficiente, “supone el límite a 

la facultad de impugnar, ya bien sea por razones de celeridad procesal o por motivos donde 

aparentemente es imposible que se generen agravios” (Jordán, 2005, p.88). Esta teoría supone 

sustraer, de la parte, la posibilidad de cuestionar los actos procesales vía remedio o vía recurso, 

aunque es necesario precisar que la nulidad procesal escapa de esta teoría. La misma puede ser 

alegada para cuestionar una decisión arbitraria que a todas luces está viciada, en beneficio de la 

seguridad jurídica y tutelar un Estado de derecho. 

Sin perjuicio de la postura de Jordán, doctrinarios como Alvarado Velloso, consideran que 

el término inimpugnabilidad genera confusión pues, “lo que verdaderamente ha querido plantear 

el legislador es un supuesto de inapelabilidad, al rememorar que el accionar del juez es humano y, 

por lo tanto, falible” (Alvarado, 2009, p.729). En este contexto, restringir la posibilidad de 

cuestionar las decisiones que se basan enteramente en su facultad discrecional, como lo es la 

adecuación de la vía procedimental, supone una clara vulneración a las garantías procesales, tal y 

como lo expresó Ariano Deho (2009), “pues existe un verdadero agravio si una decisión 

inmotivada  repercute en el plazo que tendrá el demandado para contestar, en la incapacidad del 

accionante para nutrir su pretensión con hechos nuevos, en la factibilidad de introducir prueba 

nueva tras la contestación o si se permitirá la entrada de una posible pretensión reconvencional” 

(p.162). 

Lo descrito justifica la existencia de la inimpugnabilidad para evitar situaciones donde, 

basándose en la predominancia de la forma sobre la finalidad, se intente cuestionar un acto que, 

por sus dimensiones y contenido, no puede generar agravios. El límite expuesto posibilitó 

establecer que la naturaleza de la inimpugnabilidad es la fungir como un límite al abuso de la 

facultad de impugnar o de cuestionar la decisión jurisdiccional, resaltando valores tales como la 
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conservación del proceso o el principio de celeridad procesal, pero diferenciado la acepción que 

realiza el código procesal civil, pudiendo remplazarla con el término de inapelabilidad. 

2.2.5. La Adecuación De La Vía Procedimental Como Facultad Genérica. 

Una facultad jurisdiccional se concibe como “reconocerle al juez la posibilidad de elegir 

entre diversas alternativas abiertas. Dicha apertura, caracteriza a la facultad discrecional como un 

acto voluntario, elegido de entre más de dos opciones mutuamente excluyentes y que, según la 

normativa, no se exige la adopción de una en particular; reivindicando la autonomía y libertad del 

magistrado, pero amparando una falta de control en la determinación del resultado final” 

(Etcheverry, 2015, p.1399). 

El despliegue de las facultades del juez es la manifestación más evidente de un sistema con 

presencia, aunque sea tenue, del principio inquisitivo, dado que “es el juez quien tiene un rol activo 

en la dirección del proceso para que éste se encamine al cumplimiento de su función pública, 

utilizándolo como la plataforma idónea para que el Estado haga efectivo el derecho objetivo o 

concretar la paz social en justicia. Este principio de dirección judicial del proceso es la máxima 

característica del sistema procesal publicista” (Alfaro, 2007, p.81).  

2.2.5.1. Las Adecuación De La Vía Procedimental En Sede Nacional. 

Según el artículo 51 del Código Procesal Civil vigente, referido a las facultades genéricas 

del juez, en su inciso primero se prescribe que “los jueces están facultados para adaptar la demanda 

a la vía procedimental que considere apropiada, siempre que sea factible su adaptación” (Código 

Procesal Civil, 1993, Artículo 51). La redacción del articulado permite afirmar que la adecuación 

procedimental forma parte del principio de autoridad, proveniente de una concepción publicista 

que confiere un amplio margen de facultades jurisdiccionales, junto con la discrecionalidad del 

juzgador para el desarrollo del proceso. “La intervención del juez en la fijación de la vía 

procedimental, implica el uso de dicha facultad, sin perjuicio de que las partes, sobre la base del 

principio dispositivo, tengan poder sobre la fijación del objeto litigioso y la preeminencia en la 

actuación probatoria” (Ledesma, 2015, p.377). 
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Como se ha podido notar, la vía procedimental a escoger no solo supone plazos más largos 

o cortos, sino que entraña un conjunto de garantías procesales a desplegarse según la complejidad 

del caso. Una decisión así de relevante, para la actuación de las partes en el proceso, reúne los 

requisitos típicos para ser considera como susceptible de cuestionamiento, pero según los artículos 

477, 487 y 549 del Código Procesal Civil, referidos al proceso de conocimiento, abreviado y 

sumarísimo respectivamente, proscribe la posibilidad de impugnar tal decisión. 

Polanco (2022) menciona que “solo se hablaría de una vulneración a las garantías 

procesales en aquellos supuestos donde el juez, en uso indebido de sus facultades discrecionales, 

adecua la vía procedimental de un plenario completo a uno sumario, más célere, pero con un menor 

margen de acción respecto a los diversos actos procesales que puede generar alguna de las partes” 

(2h50m18s). Se precisa que no se comparte la postura en mención, ya que no toma en cuenta el 

respeto a los principios procesales, en específico al principio de celeridad, implicando condenar a 

plazos innecesariamente largos a procesos simples que deberían resolverse de forma expeditiva, 

sin un despliegue de garantías innecesarias para el asunto controvertido. Esta situación cobra 

especial relevancia al rememorar la poca agilización que ha supuesto la oralidad civil, desde su 

implementación en el año 2017, para el descongestionamiento de la sobrecarga procesal. 

Ante la aparente inocuidad de una indebida adecuación de la vía procedimental, “se debe 

insistir en la peligrosidad de la fórmula que adopta nuestro Código Procesal Civil de 1993, pues se 

le ha dado el poder al juez de decidir, sin pronunciamiento de las partes, el sometimiento a una 

determinada vía procedimental, sin que éstas puedan oponerse a su decisión” (Ariano, 2009, 

p.162).  

Al valorar la peligrosidad latente en este tipo de decisiones, aumentada al considerar que 

suele decidirse por decreto, se podría concluir que no existe posibilidad aparente de oponerse a la 

decisión del juez, afirmación que no puede ser compartida ya que la nulidad procesal, al ser de 

naturaleza recursal y no apelativa, aparece como la técnica procesal idónea para cuestionarla, 

siempre y cuando exista una menor resistencia por parte de los administradores de justicia a aceptar 

la verdadera naturaleza del pedido nulificatorio. 
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Junto con el uso indiscriminado de la nulidad procesal, llama bastante la atención, que en 

prácticamente la totalidad de las oportunidades, la reconducción a la vía procedimental sea al 

proceso de conocimiento, como si la cita genérica al numeral 1 del artículo 475, referido a la 

adecuación hacia el proceso de conocimiento mediante el criterio de la discrecionalidad, bastara 

para solventar que cualquier pretensión, sin vía procedimental propia, sea reconducida a la vía del 

proceso de conocimiento, sin que, aparentemente, se admita razón en contrario.  

La razón de esta inclinación se halla en la interpretación histórica de la institución de la 

adecuación; en el derogado código de procedimientos civiles de 1912, precisamente en su artículo 

286, se indica que “se ventilan en juicio ordinario las cuestiones litigiosas que no tienen tramitación 

especial señalada en este código, y cuyo valor excede de cincuenta libras o es inapreciable en 

dinero” (Código de Procedimientos Civiles de 1912, 1912, Artículo 286). La apertura que otorgaba 

el articulado propiciaba que el proceso de conocimiento, o juicio ordinario según la terminología 

de ese entonces, fungirá como una vía procedimental residual, abordando todos los asuntos 

controvertidos a los que la ley no les hubiera otorgado una forma de tramitación específica, 

afirmación que se correlaciona con la inexistencia de tal permisividad para el juicio sumario, tal y 

como se puede observar de la consulta de los artículos 508, 517, 534 y 583 del cuerpo normativo 

en mención. Sin embargo, tal permisividad era aceptable durante la vigencia del código procesal 

derogado, según imposición normativa expresa, misma que actualmente es inviable, considerando 

que la fórmula que obligaba la adecuación a la vía procedimental del proceso de conocimiento se 

ha replicado para las tres vías, hecho que se logra cotejar con la observación del numeral 1 del 

artículo 475, numeral 8 del artículo 486 y numeral 6 del artículo 546, los cuales hacen alusión a la 

adecuación discrecional del proceso de conocimiento, abreviado y sumarísimo respectivamente, a 

causa de la complejidad del caso en concreto. 

2.2.5.2.La Adecuación De La Vía Procedimental En El Derecho Comparado. 

El uso de la facultad discrecional que tiene el juez para adaptar la vía procedimental, en 

sede nacional, ocasiona una serie de conflictos en la fijación del proceso adecuado para la 

aplicación de las diferentes reglas procesales. Dicho conflicto deriva de una deficiente técnica 

legislativa para establecer los supuestos de adecuación. En particular, el eje central oscila en la tan 
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controversial permisividad que se le da al juez para la elección del proceso, ya bien sea de 

conocimiento, abreviado o sumarísimo, con la prescripción que se desprende de los artículos 477, 

487 y 549, la cual se puede resumir en la siguiente fórmula: “la resolución debidamente motivada 

que declara aplicable el proceso (…) en sustitución al propuesto, será expedida sin citación al 

demandado y es inimpugnable”. (Código Procesal Civil, 1993, Artículo 477). Sin embargo, dicha 

problemática motiva a cuestionarse cómo se resolvió la contingencia en naciones que hayan 

seguido los lineamientos procesales de raigambre continental, llamando la atención que el 

conflicto descrito no se manifiesta en las diversas legislaciones procesales del derecho comparado, 

tal y como se procedió a ejemplificar. 

En el caso de la regulación colombiana, en el Código de Procedimientos Civiles vigente, 

se establece en su artículo 86, que “el juez adecuará la demanda, al momento de calificarla, a la 

vía procesal adecuada, aunque el demandante haya indicado una inadecuada” (Código de 

Procedimientos Civiles de Colombia, 1970, Artículo 86). El sistema para la fijación de la vía 

procedimental sigue una regla similar al sistema normativo peruano, dando un margen discrecional 

al juez para adecuar la vía a la que él considere prudente; no obstante, cuenta con la particularidad 

de que dicha decisión es susceptible de ser cuestionada por la parte agraviada por medio del recurso 

de apelación. Así lo menciona, taxativamente, el artículo 351 del mismo cuerpo normativo, en 

cuyo primer párrafo se expresa que “es susceptible de apelar el auto que rechaza, adiciona o 

reforma2 la demanda” (Código de Procedimientos Civiles de Colombia, 1970, Artículo 351), 

constituyendo, en este último supuesto, una indebida adecuación de la vía procedimental por parte 

del juez.  

La regulación uruguaya, por su parte, posee una triple división procedimental para los 

procesos de cognición; agrupándolos en el proceso ordinario, sumario y sumarísimo. No se 

identifica, en el respectivo código, regulación taxativa sobre la institución de la adecuación de la 

vía procedimental, como sí se podía observar en la regulación colombiana. La razón de esta 

inexistencia radica en la concurrencia de criterios estrictos para la fijación de las vías 
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procedimentales, excluyendo el amplio margen de discrecionalidad que se le da a los jueces en el 

Perú para adecuar la vía procedimental cuando la consideren atendible. De esta forma, el artículo 

316 del Código de Procedimientos Civiles, menciona que “se verán en el proceso ordinario solo 

aquellos asuntos litigiosos que no tengan una vía procedimental propia” (Ley N.°1379, 1976, 

Artículo 316). De igual forma, el artículo 317, prescribe que “solo podrán verse en la vía sumaria 

los procesos de menor cuantía que determine el artículo 134 de la ley de organización judicial y 

los que expresamente señalen las diversas leyes como la ley de comercio” (Ley N.°1379, 1976, 

Artículo 317).  

Finalmente, para el proceso sumarísimo, como impone el artículo 318 del mismo cuerpo 

normativo, “sólo se podrán llevar pretensiones referidas a la lista cerrada que brinda el artículo 146 

de la ley de organización judicial” (Ley N.°1379, 1976, Artículo 318). Se evidencia que la razón 

de la inexistencia de la adecuación de la vía procedimental en la regulación uruguaya es porque 

sería prácticamente imposible que ésta pueda manifestarse ya que existen reglas cerradas para la 

adecuación de los asuntos justiciables a las diferentes vías procedimentales. 

2.2.6. El Derecho al Debido Proceso. 

2.2.6.1.Definición. 

Al momento de evaluar si una determinada regulación procesal se adecua a las exigencias 

normativas esenciales del procedimiento, se necesita que, en su tramitación, desde la interposición 

de la demanda hasta la ejecución de la sentencia, concurran los postulados esenciales del Debido 

Proceso. Para Sandoval (2022), debe entenderse que “la garantía que ofrece el debido proceso se 

define como el cúmulo de principios, derechos y libertades, reconocidos constitucionalmente, cuyo 

objetivo es asegurar la seguridad jurídica de las partes procesales, en el marco de las actuaciones 

jurisdiccionales” (p.165). Lo afirmado permite establecer que el debido proceso tiene una doble 

dimensión, confluyendo su naturaleza como derecho fundamental, reconocido en el artículo 139 

de la Constitución Política de 1993, y como principio rector del ejercicio jurisdiccional.  

En cuanto al contenido esencial del debido proceso, “es evidente que, la definición genérica 

de principios, derechos y libertades, hacen alusión a un contenido indeterminado; los alcances, 
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precisiones y contenido del debido proceso deben ser fijados por el legislador o por los tribunales 

de justicia. Sin embargo, se admite que, en forma general, el debido proceso abarca las garantías 

vinculadas a: asegurar un emplazamiento válido a las partes, el derecho a ofrecer y contradecir los 

medios probatorios, el derecho a que el ordenamiento jurídico otorgue alternativas recusarles 

idóneas para cuestionar las decisiones de los jueces, a fundamentar o motivar las resoluciones 

judiciales3, entre diversos cánones que se cataloguen como estándares de un proceso racional y 

justo” (Bordalí, 2018, p.524). 

El debido proceso, como principio-derecho, es de carácter transversal a cualquier tipo de 

proceso. En específico, referido a los alcances del proceso civil, el debido proceso justifica la 

exigencia de diversos estándares que garantizan la intervención de las partes procesales en un 

proceso justo. Considerar la importancia del debido proceso dentro de la presente investigación 

permitió sustentar una inclinación normativa, según los alcances nacionales, a fin de evaluar la 

pertinencia del cuestionamiento a la resolución de adecuación de la vía procedimental. 

2.2.6.2.La Debida Motivación De Las Resoluciones Judiciales. 

En el desarrollo del acápite sobre el debido proceso, se detalló el contenido esencial del 

principio-derecho, señalando, como parte de su contenido esencial, a la imposición de que los 

magistrados fundamenten o motiven las resoluciones judiciales. “Este aspecto en particular, 

referido a la motivación, es una de las expresiones más reconocidas del principio del debido 

proceso, reflejando la incidencia de otro principio, el de tutela procesal efectiva. Lo afirmado, 

justifica que se considere a la motivación de las resoluciones judiciales como parte esencial de la 

administración de justicia, definiéndose como la obligación estatal de exponer, en forma clara y 

ordenada, los fundamentos fácticos y jurídicos que han motivado a que se adopte una determinada 

decisión. En interpretación ad contrario, cuando los fundamentos seas errados, endebles e 

inconsistentes, se afirma que la resolución está viciada por una falta de motivación o justificación, 

deviniendo en arbitraria y, por ende, en inconstitucional” (Liza Castillo, 2022, p.295-296). 
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En sede nacional, los alcances de motivación de las resoluciones judiciales han sido fijados 

por el máximo intérprete constitucional, el Tribunal Constitucional, reconociendo en diversas 

sentencias, como la recaída sobre el Expediente N° 4298-2012-PA/TC, en su doceavo fundamento 

que “el derecho a la motivación de las resoluciones implica que los jueces, al momento de resolver 

o atender los pedidos de los justiciables, manifiesten las razones objetivas que los han inclinado a 

un determinado veredicto; las razones mínimas requeridas no se circunscriben únicamente al 

aspecto jurídico, sino a la acreditación de los elementos fácticos” (Tribunal Constitucional 

Peruano, 2013). 

La motivación es un aspecto esencial del derecho al debido proceso, como bien lo ha 

mencionado notable jurisprudencia como la Casación N° 1622-2011-Lima Norte, en su sexto 

considerando, “los presupuestos de la motivación es: 1) Contar con una adecuada fundamentación 

jurídica, que no implica la sola mención de normas a aplicar al caso, sino la explicación y 

justificación de que ese caso se encuentre en el supuesto de hecho de las normas invocadas4, 

2) La congruencia entre lo pedido y lo decidido, implicando la presencia de argumentos que 

expresen la conformidad entre el fallo y la pretensión y 3) Que la resolución exprese una suficiente 

justificación de la decisión adoptada, sea breve o concisa” (Casación 1622-201/ Lima Norte, 2011, 

pp. 96700 - 96702). 

Cuando la motivación es inexistente, falta la motivación interna, falta la motivación 

externa, es insuficiente, incongruente o aparente, es posible cuestionar la decisión mediante los 

recursos impugnatorios correspondientes, desplegando, para el caso de los procesos civiles, la 

apelación con efecto nulificatorio, a causa de la presencia de un vicio procesal o de un error in 

procedendo. “El efecto de nulidad, a pesar de ser taxativo, ampara los supuestos de violaciones de 

derechos o garantías constitucionales. Inclusive, es posible sostener que la nulidad procesal, 

contrarresta las infracciones que se hayan producido en violación del debido proceso” 

(Domínguez, 2016, p.241). 
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Como bien se señaló en el párrafo anterior, la vulneración del debido proceso, como 

garantía procesal, es susceptible de desplegar el efecto de nulidad procesal, haciendo alusión al 

recurso de apelación. No obstante, ¿qué remedio sería el idóneo para cuestionar una decisión que, 

según la normativa procesal, es inimpugnable? Reconocer la importancia que tiene el debido 

proceso para salvaguardar los derechos de los justiciables dio paso a evaluar si, para los supuestos 

de falta de motivación de la resolución de adecuación de la vía procedimental, misma que es 

inimpugnable, justificó el uso de la nulidad procesal. 

A fin de complementar el contenido referido a la debida motivación de las resoluciones 

judiciales, se clasificaron los supuestos donde las razones de hecho y de derecho, según los 

diversos pronunciamientos del máximo intérprete de la constitución, resultan ser insuficientes para 

justificar el cumplimiento de los cánones mínimos de la debida motivación, incurriendo en una 

manifiesta vulneración del derecho al debido proceso. 

a. Contravención Por Inexistencia De Motivación Y Por Motivación Aparente. 

Uno de los vicios de la motivación que más se aprecia en la práctica judicial es la 

inexistencia de motivación, definida como la completa ausencia de fundamentos de hecho y de 

derecho que justifiquen la decisión que haya adoptado la judicatura, convirtiéndola, de plano, en 

arbitraria, aunque dicha exigencia queda dispensada para resoluciones de mero impulso procesal, 

dígase decretos. 

En forma concomitante, se aprecia un defecto que, si bien ha sido equiparado a la 

inexistencia de motivación por parte del Tribunal Constitucional, posee un contenido propio que 

lo separa de la carencia de elementos jurídicos o fácticos para avalar la decisión adoptada ya que, 

al amparo de su nombre, supone la existencia de fundamentos para sostener la resolución judicial, 

pero que, en esencia, no son idóneos, configurando la llamada motivación aparente. “Cuando 

existan razones de hecho o de derecho que justifiquen la decisión, plasmada en la resolución, pero 

estas sean impertinentes para desplegar el correspondiente efecto jurídico, ya bien sea porque los 

fundamentos sean falsos, simulados o inapropiados, se configura la llamada motivación aparente” 

(Tribunal Constitucional Peruano, 2011). 
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b. Contravención Por Falta De Motivación Interna En El Razonamiento. 

En suma, con la inexistencia o apariencia de motivación, se observa la falta de motivación 

interna en el razonamiento interno, la cual se refiere a la falta de correspondencia de las inferencias 

probatorias con la decisión final. De igual forma, se correlaciona con la vaguedad o ambigüedad 

del lenguaje con el que comunica el sentido de la resolución, tornándose confuso e incoherente, y 

vulnerando el derecho a contar con una debida motivación al no ser susceptible de entenderse por 

el justiciable. 

Comúnmente, se equipará a la falta de motivación interna con defectos propios de la 

estructura argumentativa. Así, por ejemplo, “los defectos internos de la motivación se presentan 

con una doble dimensión: primeramente, se refiere a la invalidez de la inferencia, extraída de las 

premisas que ofrece el juzgador para solventar su decisión. Por otro lado, la segunda dimensión se 

relaciona con la incoherencia narrativa, manifestándose con la confusión del discurso, viéndose 

imposibilitado de transmitir, en forma coherente y entendible, las razones que apoyan el sentido 

de la decisión. En forma concreta, la falta de motivación interna se asimila a la necesidad de contar 

con argumentos lógicos y coherentes” (Tribunal Constitucional, 2014, p.5). 

c. Contravención Por Deficiencia En La Motivación Externa. 

Mientras que los defectos de la motivación interna se corresponden con la estructura lógica 

de las premisas, la deficiencia en la motivación externa se vincula con la validez práctica, por lo 

que se refiere a la confrontación, probatoria o jurídica, que da sustento respecto a la correcta 

aplicación de un determinado artículo o respecto al grado de certeza que debe tener un hecho.  

La deficiencia de la motivación externa, a razón de constituir un error de validación de las 

premisas, “es apreciable en los denominados casos difíciles, enmarcándose a las controversias que 

desencadenan problemas de pruebas o de interpretación de disposiciones normativas, para aquellos 

casos donde el juzgador no termina de convencerse si determinada premisa fáctica es susceptible 

de encasillarse en el supuesto de hecho de la norma. Por dar un ejemplo, si se ha logrado acreditar 

en juicio la existencia de un daño, pero el juez concluye que la conducta es atribuible a un sujeto 

determinado, sin dar las razones mínimas para acreditar su participación, se estaría ante la figura 
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de la deficiencia de la motivación externa” (Tribunal Constitucional, 2010). 

d. Contravención Por Motivación Insuficiente. 

Junto con la presencia de una motivación inexistente, aparente, incorrecta aplicación lógica 

o error en la validación, se encuentran los casos más comunes; motivaciones de resoluciones 

judiciales que, si bien existen y son conducentes, se ven imposibilitadas, por sí solas, de sostener 

el peso de la decisión adoptada, configurándose el supuesto de motivación insuficiente. 

La motivación insuficiente, como bien se infiere de su nombre, supone la ausencia de 

fundamentos adicionales, ya bien sea omitidos o ignorados, que debieron haber sido corroborados 

puesto que, al no hacerlo, se vulneraron una amplia gama de derechos como lo es el de defensa, el 

de actuar prueba, entre otros. “Por lo expuesto, la motivación insuficiente se circunscribe a la 

exigencia de un mínimo de justificación, exigible en consideración de las razones de hecho o de 

derecho, presentes en el caso en concreto. Sin embargo, para que la motivación insuficiente sea 

relevante y, por ende, susceptible de desencadenar una pretensión impugnatoria, se necesita que la 

ausencia de argumentos sea evidente frente a lo que se está decidiendo” (Tribunal Constitucional, 

2008, p.7). 

El pronunciamiento constitucional, a grandes rasgos, exige que la insuficiencia de la 

motivación haya sido determinante para la variación de la decisión o que, como mínimo, su 

omisión revele una manifiesta contravención a los derechos de los sujetos intervinientes, como 

suele suceder cuando alguno de los medios probatorios ofrecidos no ha sido materia de 

pronunciamiento específico o conjunto, conllevando a una evidente vulneración al derecho de 

actuar prueba. La tendencia descrita se ha replicado en todas las disciplinas procesales, 

encontrando consenso en que, “la motivación insuficiente se relaciona al mínimo de razón, exigible 

al magistrado, para que sus decisiones sean justificadas y no arbitrarias; a la necesidad mínima de 

contar con los fundamentos indispensables de hecho y de derecho” (Corte Suprema de Justicia, 

2019, p.7). 
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e. Contravención Por Motivación Sustancialmente Incongruente. 

Para concluir la sección sobre defectos de motivación, se tiene a aquella que se encuentra 

íntimamente relacionada con el principio de congruencia procesal. La motivación incongruente, 

como bien se desprende del nombre, supone otorgar un pronunciamiento que se concede de forma 

distinta, en exceso, en detrimento o de forma incompleta a lo solicitado. Como bien precisa el 

Tribunal Constitucional (2014), “la motivación incongruente se presenta de forma activa y pasiva; 

la forma activa aparece en la medida que el juzgador desvía el debate procesal a fin de modificar 

los términos de lo pretendido. En contraposición, la forma pasiva supone dejar puntos sin 

pronunciamiento judicial, ya bien sea por ignorancia, descuido o de forma dolosa” (p.6). 

Respecto a los alcances de la contravención por motivación incongruente, se debe precisar 

que estas se manifiestan con los llamados vicios de congruencia donde destacan los vicios por 

extrapetita, ultrapetita, infrapetita y cifrapetita. Inclusive, a nivel del proceso civil, “resulta en un 

deber del magistrado el otorgar una respuesta razonada, motivada y congruente, respecto a las 

pretensiones efectuadas, a fin de salvaguardar el principio de congruencia procesal” (Rodríguez 

Ardiles, 2015, p.58) 

f. Debida Motivación En Las Decisiones Judiciales Emitidas Al Amparo De La Facultad 

Discrecional Del Juez. 

El deber de motivación, como bien se ha desarrollado, aparece como una necesidad y 

presupuesto del derecho al debido proceso, requiriéndosele para la mayoría de los actos 

jurisdiccionales; en contraposición, se reduce la exigencia de una motivación cualificada para 

aquellas resoluciones que, por su naturaleza, deberían ser inocuas o constituir un avance ordinario 

del proceso. 

Para poder hablar de la existencia de una debida motivación, ésta debe ser clara y fundarse 

en razones lógicas para arribar al fallo o decisión determinada. “Esta característica se ha 

desarrollado con énfasis en la función extraprocesal y tiene primacía como uno de los elementos 

que deben concurrir en el denominado derecho al debido proceso, pues supone un límite al 

ejercicio arbitrario del poder amplio que posee el juez” (Valenzuela y Gastón, 2020, p.75). 
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Se evidencia que el deber de motivar las resoluciones aparece como un requisito de validez 

de las resoluciones judiciales, con excepción de los decretos, pues se necesita un análisis lógico de 

los motivos por los cuales el juez falla como está fallando, ejerciendo un verdadero control sobre 

éste para reducir la arbitrariedad. 

Aterrizando la idea a la resolución de adecuación de la vía procedimental, queda claro que, 

cuanto menos se espera que el juzgador haga un ejercicio de subsunción mínimo para exponer las 

razones de hecho y de derecho que han provocado una determinada modificación en la vía 

procesal. Se resalta, según los criterios del tribunal constitucional, que exista un mínimo de 

justificación que sea idónea para defender la aplicación de una determinada vía procedimental, que 

las premisas sean lógicas para desencadenar la razón del juzgador, que las premisas no tengan 

defectos en su aspecto valorativo y que lo concedido no quiebre con el principio de congruencia 

procesal. 

2.2.6.3.Principio De Celeridad Procesal 

La celeridad procesal, en su dimensión restringida, supone la exigencia hacia los 

magistrados de realizar los actos jurisdiccionales en el tiempo previsto por la norma, constituyendo 

otro de los requisitos de validez del acto procesal, referido a la temporalidad. Junto con su 

concepción normativa, la cual obra en el último párrafo del artículo V del Título Preliminar del 

Código Procesal Civil, dictando que “el ejercicio jurisdiccional debe ejecutarse de forma diligente 

y dentro de los plazos legales establecidos, (…). Así también, el magistrado debe velar por tomar 

las medidas necesarias para asegurar una pronta y eficaz resolución del conflicto” (Código Procesal 

Civil, 1993, Artículo V), se encuentra la concepción constitucional pues, como puede desprenderse 

del complejo sistema de garantías procesales, la celeridad procesal integra parte del contenido 

esencial de la dualidad de derecho-principio que tiene el debido proceso. En específico, el tribunal 

constitucional, mediante el Expediente N° 1816-2003-HC/TC, en su fundamento segundo, se 

reconoce que “la celeridad procesal forma parte del derecho al debido proceso, lo que supone que 

la exigencia de que los actos procesales sean ejecutados sin dilaciones indebidas y en un plazo 

razonable, es transversal a cualquier tipo de diciplina procesal (…)” (Tribunal Constitucional, 

2004, p.1), criterio que ha sido replicado en el Expediente N° 00030-2021-AI y el Expediente N° 
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00907-2020-PA/TC. 

Habiéndose precisado el contenido del principio de celeridad y de evidenciar su inmanente 

pertenencia al derecho-principio del debido proceso, corresponde interpretar cómo la celeridad 

procesal se vincula con la práctica judicial. Para iniciar, es necesario puntualizar que la celeridad 

procesal, a pesar de recaer sobre uno de los elementos de validez del acto procesal como lo es la 

temporalidad, su ausencia no genera el despliegue de la nulidad, hecho que se apoya en la gran 

cantidad de procesos que han convertido la carga en sobrecarga procesal. Gutiérrez (2015), precisa 

que, “de media, los procesos civiles más expeditos tienden a durar hasta 4 veces más, a causa de 

la sobresaturación de los juzgados, cuantificando una fecha de resolución mínima de 4 años” 

(pp.19-27). 

La demora injustificada, como bien ha reconocido el Poder Judicial (2016), afecta la tutela 

jurisdiccional efectiva y el debido proceso, considerado que el juez que no resuelve una causa 

dentro de los plazos procesales incurre en retardo procesal, requiriendo que su conducta se ajuste 

a los preceptos del artículo 184.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial” (p.1). Al efectuar el 

balance general de la definición ofrecida, queda claro que la celeridad procesal se ve resquebrajada 

cuando el juez competente, emite los actos jurisdiccionales sin considerar los plazos máximos que 

fija el Código Procesal Civil. No obstante, se sostiene que, realizando una interpretación amplia, 

la celeridad procesal no solo se agota en el cumplimiento irrestricto de los plazos procesales, sino 

también en el control de la discrecionalidad que tiene el magistrado para imponer una determinada 

vía procedimental, con su respectivo tiempo de tramitación, cuando las circunstancias particulares 

del caso en concreto no justifican plazos indebidamente largos, configurando la celeridad procesal 

en sentido amplio, al considerar que el retardo injustificado no solo haya su generación en el 

incumplimiento del requisito temporal, sino en la imposición de plazos que no son idóneos.  

2.2.7. Esquema Estándar De Clasificación De Casos. 

El derecho procesal, como bien se reconoce, no podría existir sin la pretensión que se 

redirige en la plataforma a la que se denomina proceso. El proceso civil, al interno de la tipología 

del proceso de cognición, entraña una serie de formas procesales que ya se han detallado con 
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anterioridad. No obstante, para que las formas procesales sean idóneas, se deben desplegar en 

función de la complejidad del caso en concreto, yaciendo así la clasificación estándar de los casos, 

a razón de la interpretación de las normas jurídicas necesarias para resolverlos. 

Con la clasificación de los casos en simples y complejos, se busca establecer un criterio de 

diferenciación, exigiendo un mayor grado de argumentación para las decisiones jurisdiccionales 

emitidas para el caso en particular. Así, como bien lo hace notar Scataglini (2021), “cuando se 

pretende reconstruir las decisiones judiciales con la práctica de la aplicación normativa, se 

encuentra un esquema estándar que clasifica los casos, desembocando en el establecimiento de 

casos fáciles, que ocurren cuando del significado literal de las normas se pueden extraer respuestas 

jurídicas correctas, y los casos difíciles, generados cuando el derecho es indeterminado y la 

discrecionalidad del juez es indispensable para resolverlos” (p.95).  

2.2.7.1. Casos Simples. 

La definición de casos simples, vinculado a la temática central de la adecuación de la vía 

procedimental por la complejidad del caso, hace alusión a una tipología de clasificación propia de 

la argumentación jurídica que busca clasificar la resolución de las controversias en base al nivel 

de interpretación jurídica requerida. Para los casos simples, a grandes rasgos, basta la 

interpretación mínima, consistiendo en una mera subsunción normativa. Dicha postura, permite 

inferir que “para determinar que un caso es simple, se necesita valorar el ejercicio de subsunción 

normativa; requiriendo que, para resolver el hecho controvertido, baste la adecuación del fáctico 

al supuesto previsto por la norma-regla, sin que el asunto controvertido se extienda hasta los 

márgenes de interpretación de una norma-principio” (Atienza y Ruiz, 1999, p.23). 

Reconocer la dicotomía que existe entre los casos simples y los casos complejos, tiene 

implicancias directas en el nivel de profundidad argumentativa que se espera obtener de los 

órganos jurisdiccionales. “Los casos fáciles, a diferencia de los casos complejos, no constituyen 

un problema para los operadores jurídicos; considerando que su resolución se enmarca en torno al 

núcleo esencial del lenguaje, sin que coexistan defectos que posibiliten la pluralidad de 

interpretaciones, la respuesta que brinda el ordenamiento es clara, en virtud del razonamiento 
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deductivo, afirmando que, la respuesta final, es única e indiscutible, gracias a la claridad de las 

premisas. En base a lo afirmado, se afirma que, como característica predominante de los casos 

simples, la respuesta final es obtenida de forma mecánica, en virtud del silogismo jurídico” 

(Carrasco, 2019, p.757). Sin embargo, a pesar de que, para distinguir a los casos simples de los 

complejos, se suele afirmar que la interpretación es inexistente, lo cierto es que “amparar o negar 

la adecuación de un supuesto de hecho requieren, indudablemente, de un ejercicio de 

interpretación, aunque sea mínimo, generando un presupuesto necesario para cualquier tipo de 

subsunción normativa, aunque no sea de igual intensidad que el requerido para abordar los casos 

complejos” (Guastini, 2012, p.5).  

La postura teórica descrita, permitió catalogar los supuestos de adecuación de la vía 

procedimental, sobre todo para generar un marco de interpretación referencial donde la mera cita 

genérica de “complejidad del caso en concreto” requiera de una determinación lógica, con miras a 

que se obtenga una respuesta concreta que posibilite catalogar las controversias civiles con un 

menor grado de cognición, identificándose con los casos simples. 

2.2.7.2. Casos Complejos. 

En seguimiento con la determinación del caso por su grado de complejidad, se encuentra, 

al interno de la teoría de la argumentación jurídica, los llamados casos complejos. A diferencia de 

los casos simples, los casos complejos “generan duda respecto a su resolución; al no existir 

consenso respecto a su interpretación, al existir una pluralidad de posturas debido a la concurrencia 

de lagunas textuales o normativas, el magistrado cae en la zona de penumbra, adoptando una 

interpretación dudosa o, cuanto menos, que genera controversia” (Carrasco, 2019, p.758). 

A pesar de que la indeterminación jurídica, a la larga revela una serie de problemas al 

momento de administrar justicia, lo cierto es que con la predominancia de normas-regla, con una 

redacción concreta y poco ambigua, “la aparición de los casos complejos es relativamente rara, 

empero, es precisamente esta tipología la que constituye el núcleo de las investigaciones jurídicas 

y de la praxis recursal, teniendo especial incidencia en los recursos de apelación o los de consulta, 

comprometiendo a que el tribunal superior adopte un criterio de interpretación vinculante, muchas 
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veces contrario al juez de primera instancia. Dicho grado de complejidad requiere un ejercicio 

argumentativo más profundo” (Wróblewski, 2018, p.116). 

La coexistencia de casos simples y casos complejos, contrastada con la adecuación de la 

vía procedimental, permitió estructurar un modelo de clasificación procesal que, concatenado con 

la interpretación jurídica, evita la falta de uniformidad respecto a la facultad discrecional que 

ostenta el juez al encauzar la vía procesal y el rol que debería jugar la nulidad procesal frente a 

este tipo de resoluciones. 

2.2.7.3.Determinación De La Simplicidad O Complejidad Del Caso En Concreto. 

Es sumamente complicado clasificar de forma unánime, los criterios esenciales para 

identificar la complejidad de un determinado asunto controvertido. Dilucidar este conflicto es de 

suma relevancia para emitir un juicio de valor sobre un correcto uso de la facultad discrecional del 

juez en base a una idónea adecuación de la vía procedimental en vista que, la complejidad del caso, 

entendida en el sentido amplio de la palabra y no como una mera necesidad de mayor rigurosidad 

técnica en tanto a derecho, es el factor decisivo para fijar en qué situaciones el aparato 

jurisdiccional deberá desplegar un mayor número de garantías procesales a costa de la celeridad 

del proceso. Por otro lado, si se evidencia que un caso es simple, bastaría con remitirlo a una vía 

con la capacidad de conocimiento limitada y con un menor número de garantías procesales. 

Si bien existe una clara reticencia a adoptar la distinción de casos simples y complejos por 

la aparente vulneración al principio de igualdad, es menester recalcar que la distinción que se aplica 

no va relacionada a un análisis sobre la prioridad del caso respecto a otros. Para fines ilustrativos, 

pongámonos en los supuestos de un caso de nulidad de acto jurídico y otro de desalojo. Al 

momento de pasar todo el procedimiento administrativo en mesa de partes, ambos procesos 

obtendrán un auto de admisibilidad de la demanda, pero serán sustanciados en vías diferentes, al 

considerarse elementos que inciden en la complejidad o la urgencia. 

Clasificar los casos en base a su importancia escapa a los propósitos del sistema de justicia, 

pues, quién es el juez para concluir que un caso es más o menos importante que otro. Para la parte 

activa, el caso que está llevando ante los tribunales de justicia es de suma relevancia, tanto que ha 
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decidido poner en marcha un proceso judicial y, muy probablemente, correr con los gastos de un 

abogado para impulsar su pretensión. La ineficiencia de crear una clasificación así radica en la 

vulneración al principio de igualdad, pues se hace una distinción entre los casos importantes y los 

casos irrelevantes; inmiscuyéndose indebidamente en la imparcialidad y neutralidad que 

caracteriza al juez, por lo que la creación de ambas categorías, al encasillarse en un aspecto 

meramente subjetivo, no puede ser cimentada en el sistema de justicia. 

Por otro lado, la creación de la clasificación de los casos simples y complejos no está 

relacionada a criterios o factores subjetivos, ni mucho menos a que el juzgador pueda diferenciar 

la importancia de los diversos casos que le llegan a su despacho, sino que va relacionado al 

establecimiento de criterios objetivos y especializados para determinar ya no la importancia, sino 

la complejidad o simpleza del asunto controvertido, hablando, claro está, en un sentido técnico. Al 

respecto, Ezquiaga (2006) “advierte que, entender cómo opera la clasificación de los casos entre 

simples y complejos, conlleva entender que no existen los casos simples o complejos en abstracto 

ya que, cualquier problema jurídico, en apariencia simple o complejo, será susceptible de contener 

un problema de subsunción o de indeterminación del lenguaje, sin que sea relevante que el asunto 

controvertido sea un caso genérico o particular” (p.62). 

La complejidad no está vinculada a la importancia del caso, pues tranquilamente un caso 

puede ser catalogado como simple, en tanto a los criterios detallados sobre simplicidad y 

complejidad, y mantener impoluta la necesidad de urgencia en la expedición de una resolución 

final, hecho que es inherente a todos los casos que llegan al poder judicial en materia civil, tanto 

así que debe mantenerse, incluso para estos procesos aparentemente inocuos, los plazos y las 

garantías prescritas por nuestro cuerpo normativo en materia del derecho procesal civil. 

En el supuesto de la adecuación de la vía procedimental, considerar la simplicidad o 

complejidad técnica que reviste un caso en concreto, otorga, a juicio del autor, el mínimo de 

fundamentación requerido para no recaer en un vicio de motivación, específicamente en la 

motivación insuficiente. La previsión normativa que posibilita al magistrado a variar la vía 

procedimental cuando, a su juicio, sea susceptible de ser atendible en un determinado cause 

procedimental, se desdibuja frente al panorama de la arbitrariedad judicial. Por lo tanto, al 



 

82 

contrastar las instituciones procesales relevantes con los postulados de la argumentación jurídica, 

queda claro que, el mínimo de motivación exigido para el debido proceso puede ser suplido 

mediante la clasificación de asunto controvertido, teniendo como pilar su simplicidad o 

complejidad técnica. 

La complejidad técnica, con el objetivo de evitar los sesgos de subjetividad, debe 

estructurarse en torno a los presupuestos objetivos que, por su propia existencia, exigen una mayor 

atención por parte del juzgador, lo que se traduce en un aumento de la cognición. Entre dichos 

elementos se distinguen el número de sujetos en la parte activa o pasiva, número de pretensiones 

acumuladas, la existencia de una pretensión reconvencional y la cantidad de medios probatorios 

ofrecidos, considerando aquellos que escapen de la forma documental. 

2.2.8. Elementos De Validez Del Acto Jurisdiccional. 

Dentro de los actos jurisdiccionales se encuentran aquellos que sirven de impulso de oficio 

para el proceso, a los actos emitidos al interno del juicio oral y, quizás a los más conocidos, las 

sentencias. Independientemente del tipo, los actos jurisdiccionales son indispensables para el 

avance del proceso, estableciendo la cadena lógica de pasos a seguir desde la interposición de la 

demanda hasta la ejecución de lo decidido. Sin embargo, a pesar de su importancia, no se cuenta 

con un listado taxativo de elementos que sostienen su validez o eficacia, en contraposición al 

artículo 140 del Código Civil para los negocios jurídicos. Por tal motivo, para establecer los 

requisitos de validez del acto procesal se tuvo que recurrir a la doctrina especializada que ha 

cimentado una serie de requisitos, basados en las regulaciones que brinda el código procesal civil 

de Italia, y que ha servido de inspiración para la poca regulación con la que se cuenta en sede 

nacional. 

Aprender a cabalidad el fenómeno procesal conlleva el entender qué elementos son los que 

componen un acto para que pueda ser denominado como acto jurisdiccional. Respecto a este punto, 

se pone en conocimiento que no se cuenta con un artículo específico, como sí sucede en el derecho 

privado, que imponga un listado taxativo de elementos indispensables para el logro de la finalidad 

del acto procesal. No obstante, “gracias a la teoría de los vicios formales y extra formales, se ha 
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logrado identificar una serie de requisitos que deben estar presentes para considerar que se ha 

cumplido con la situación ideal, dígase la finalidad del acto” (Cavani, 2023, p.123). 

Considerando el contenido que se presenta en el acto procesal, de forma general, se logró 

establecer que, los requisitos que se exigen a todo acto procesal son del tipo formal y extra formal. 

“Por un lado, los requisitos formales suponen el cumplimiento de las exigencias formales para la 

manifestación del acto procesal en la realidad, así reconoce el modo, lugar y tiempo” (Redenti, 

1959, p.117). A fin de ejemplificar, las exigencias sobre el contenido formal de una resolución, tal 

y como lo es la presencia de la firma del magistrado, el lugar en donde se emitió el acto o el plazo 

máximo para expedir un pronunciamiento constituyen estos requisitos formales. “A causa de su 

naturaleza, los requisitos formales, también llamados como forma en sentido estricto, deben 

preverse taxativamente en la ley; para el caso peruano, los requisitos formales se pueden apreciar 

de la lectura de los artículos 119, 122, 124, 130, 131, referentes a la supresión de palabras, 

elementos formales de la resolución judicial, plazo de expedición y la firma del representante, 

respectivamente” (Cavani, 2023, p.123). 

Los requisitos extra formales, como se logra extraer de su nombre, van más allá de la mera 

formalidad que se exige para el contenido del acto jurisdiccional, enmarcándose en la sustancia 

misma que debe irradiar de la decisión jurisdiccional. En forma simple, los requisitos extraformales 

son aquellos que justifican el ejercicio válido de la potestad jurisdiccional y de la intervención de 

las partes procesales, por lo que Cavani (2023) los redirige a “los mal llamados presupuestos 

procesales” (p.124). 

Evaluar la capacidad del representante procesal, la potestad jurisdiccional que inviste al 

magistrado para emitir una decisión conforme a derecho o si la materia del asunto controvertido 

justifica que sea conocido por un juez en particular, conforman los requisitos extraformales, o los 

que son denominados por la doctrina especializada como “supuestos de forma en sentido amplio, 

ya que se extraen de la combinación entre las exigencias mínimas de la forma exterior del acto y 

las especificaciones que debe tener su contenido para llegar a ser eficaz” (Taruffo et al., 1998, 

p.321). 
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En síntesis, al considerar la adecuación normativa que tiene un acto jurisdiccional, se debe 

verificar la concurrencia de los requisitos, tanto los formales como los extraformales, pero sin 

equiparar los efectos a desplegarse en tanto existan vicios con alguno de ellos. “Aunque existan 

posturas que defienden la inutilidad de diferenciar los requisitos formales de los extraformales, 

como sucede con autores de la talla de Mandrioli o Zanzucchi, lo cierto es que, cuanto menos en 

la práctica procesal, tiene profundas implicancias respecto a las alternativas recursales. En forma 

específica, solo mediante la nulidad se lograría cuestionar la ausencia de requisitos formales, 

mientras que los extraformales atañen a otro tipo de formas procesales, como sucede con las 

excepciones” (Cavani, 2023, pp.124-125). Lo expuesto, da luces de una afirmación contundente: 

no cualquier vulneración a los elementos de validez del acto procesal dará lugar a la nulidad 

procesal, sino solo aquellas que implican una patología en los requisitos formales, en sentido 

estricto, dejando pendiente la identificación de qué elementos ha considerado el código civil como 

elementos de forma que, bajo un escenario de transgresión, justificarían el uso de la nulidad 

procesal, aspecto que fue desarrollado ampliamente en la sección correspondiente a la nulidad del 

acto procesal. 

2.2.9. La Nulidad. 

La nulidad, en sentido amplio, aparece como el apartamiento de la forma prescrita o de los 

requisitos que deben revestir los presupuestos y elementos de cualquier acto, privándolo de su 

despliegue convencional de efectos jurídicos. “Comúnmente, se concibe a la nulidad como una 

patología que impregna al acto, ya bien sea negocial o procesal, desencadenando la privación de 

los efectos jurídicos que, según su construcción normativa, son consustanciales al mismos. Dicha 

supresión de efectos se genera por un desperfecto en la concepción estructural del acto, deviniendo 

en los supuestos de invalidez” (Hinestrosa, 2020, p.10). 

En nuestro sistema jurídico, cuando se aborda la patología de la nulidad, se tiene a la 

nulidad del acto jurídico y la nulidad del acto procesal. Siendo que se suele utilizar la teoría del 

acto jurídico para sostener, de forma subsidiaria, los presupuestos y requisitos que deben revestir 

los diferentes actos procesales. Se homologa el uso de la normativa del derecho privado a la 

normativa precedente del derecho público, vulnerando la característica primordial del proceso que 
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es su autonomía y su rasgo distintivo de derecho público. En el contenido de la sección de la 

investigación, correspondiente a la nulidad, se procedió a ejecutar una revisión de las teorías que 

sostienen a la nulidad, tanto en el campo del derecho privado como en el de derecho público, 

detallando sus alcances y su eminente incompatibilidad conceptual. 

2.2.9.1. Nulidad Del Acto Jurídico. 

Respecto a la nulidad del acto jurídico, se debe mencionar que la doctrina especializada le 

ha otorgado la denominación de invalidez absoluta o ineficacia estructural. En el contexto del 

derecho privado, la nulidad del negocio jurídico requiere de la concurrencia de un vicio sumamente 

gravoso que, por lo menos en nuestro ordenamiento, no es susceptible de ser subsanado o 

convalidado. Tan grave es el vicio que lo aqueja que, incluso contra los parámetros básicos de la 

legitimidad ordinaria, la nulidad puede ser declarada de oficio. Respecto a esta palabra, 

“declarada”, es de suma importancia delimitar que una declaración hace referencia a una sentencia 

declarativa, por lo que el acto nulo existió previamente a la declaración de invalidez. En otras 

palabras, el acto nulo nació como tal o como menciona Taboada Córdova (2000), “nació muerto” 

(p.535). Un acto que, “desde el principio nació con un vicio sancionado con nulidad, es incapaz de 

producir efectos desde su concepción” (Torres Vásquez, 2018, p.953). 

Para los negocios jurídicos, la nulidad se manifiesta como un desperfecto en la construcción 

interna del acto, susceptible de ser alegada en juicio para obtener un ulterior pronunciamiento 

judicial del tipo declarativo, reconociendo la causal, insubsanable por naturaleza, que atañe la no 

producción de efectos jurídicos, retrotrayéndose los efectos fácticos que se hayan desplegado con 

ocasión de su celebración. No obstante, la teoría del negocio jurídico es tan limitada y restrictiva 

a causa de los intereses que se vinculan a su futuro juicio de fundabilidad, siendo mayormente del 

tipo privado; aspecto que si bien, en principio, le han dado un séquito doctrinario que lo ha 

desarrollado en el campo del derecho sustantivo, es insuficiente para respaldar un margen de acción 

que abandona la predominancia de los intereses privados para dar paso a la exaltación del interés 

público que enviste cada acto jurisdiccional. 
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2.2.9.2. Nulidad Del Acto Procesal. 

Cuando se abarca la nulidad del acto procesal, se suelen abordar sus dimensiones desde la 

teoría del acto jurídico. Sostener lo anterior supone tirar abajo toda la autonomía del derecho 

procesal que se cimentó en el siglo XVIII. La nulidad del acto procesal no puede ni debe ser 

entendida como un derivado del acto jurídico, sino como una materia independiente en una 

disciplina autónoma. 

La nulidad del acto procesal, según Vilela (2015), “supone desprendernos del 

entendimiento mayoritario de que la nulidad del acto procesal sigue los mismos parámetros que la 

nulidad del acto jurídico, evitando construir una teoría sólida de nulidades procesales” (p.22). No 

es irracional sostener este hecho, porque a diferencia del acto jurídico nulo, el acto procesal nulo 

puede producir efectos hasta que llegue la decisión del juez que lo nulifica mediante un acto 

jurisdiccional, si es de oficio, u otro acto procesal de las partes, si son ellas las que promueven el 

pedido, a fin de lograr el cese de los efectos. Por su parte, Cavani (2014) expresa que, esta equívoca 

concepción parte de aplicar conceptos procedentes del derecho material al campo adjetivo, pues 

en el proceso civil ya no se discute un acto nulo desde el nacimiento, o preconstituido, sino de un 

acto viciado que produce efectos desde el inicio y que lo dejará de hacer al momento en que el juez 

decida declararlo nulo. 

En el derecho romano la nulidad era equiparada a la inexistencia; “si una forma era mal 

realizada, ésta repercutió en todo el procedimiento y, específicamente, en la emisión de la sentencia 

por haber sido emanada con irregularidad o defecto, de esta forma se le consideraba como nula o 

inexistente, pulverizando su eficacia jurídica para resolver la res in iudicium deducta” (Cavani, 

2012, p.215). 

Si este apartamiento es capaz de generar un perjuicio efectivo en la contraparte y el vicio 

que irradia del acto logra estropear los actos procesales subsiguientes, “los efectos se retrotraerán 

al momento de la consecución de dicho vicio; formulándose con una máxima denominada pas 

nullité sans grief, lo que es lo mismo que decir que no existirá nulidad sin perjuicio y sin el ulterior 

perdido de la parte perjudicada” (Lascano, 1920, p.55). 
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La independencia de la nulidad procesal es sumamente complicada de profundizar. En 

primer lugar, no se cuenta con un listado taxativo de elementos a considerar en la construcción del 

acto procesal, supuesto que, si se encuentra presente en el artículo 140 del código civil para el caso 

del negocio jurídico, por lo que se deben recurrir a instituciones doctrinarias que se han 

desprendido del derecho italiano. En segundo lugar, la regulación que pretende dar reconocimiento 

a la nulidad del acto procesal, dígase el contenido de los artículos 171 al 178 del Código Procesal 

Civil, es contradictoria, ya que se inspiran de la importación normativa del codice procedura civile 

de Italia, sin que se terminen de establecer los lineamientos que le dan prevalencia al principio de 

trascendencia por sobre el de tipicidad o, quizás el error de interpretación más grave, la 

incompatibilidad de las terminologías provenientes del derecho privado, como lo es la distinción 

del acto viciado del acto nulo o que un acto viciado si es susceptible de desplegar los llamados 

efectos imperfectos. Finalmente, el contenido indispensable para conocer la institución de la 

nulidad procesal no radica solo en su respectivo subcapítulo, sino que se requiere de la consulta 

minuciosa de artículos dispersos a lo largo del Código Procesal Civil, como sucede con el artículo 

122 sobre el contenido de las resoluciones judiciales. No obstante, se ejecutó una revisión 

histórico-sistemática, a fin de clasificar los elementos indispensables de todo acto procesal, la 

demarcación del principio rector de la nulidad procesal y la determinación de las categorías propias 

de la disciplina procesal. 

a. La Incompatibilidad En La Aplicación De Conceptos De La Nulidad Del Acto Jurídico 

a La Nulidad Del Acto Procesal. 

La teoría del acto procesal pertenece a una rama específica del derecho público, mientras 

que la teoría del acto jurídico es de índole de derecho privado. Este hecho extralimita la aplicación 

de una teoría que guarde íntegra relación con los intereses inter-partes y otra que denota el poderío 

y autoridad estatal; para estos casos y en particular con el acto nulo de ambas teorías, se encuentran 

diferencias que inviabilizan la aplicación supletoria de una teoría privada. 

El concepto general de nulidad, tomando como base al desarrollo teórico del derecho 

privado, se refiere a un acto que no reúne los requisitos de validez, deviniendo en que el 

ordenamiento jurídico no le atribuya las consecuencias como si se haya generado, retrotrayendo 
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sus efectos al momento de su celebración, hecho lógico pues nunca existió para el mundo jurídico. 

Para el caso del derecho procesal, ya no se remite unitariamente a la nulidad, sino de un acto 

viciado que, de permanecer incólume en el tiempo, se volverá plenamente eficaz, pues su 

existencia inicia con la mera dación por parte del juez, dejando de lado la concepción de 

inexistencia y posibilidad de ulterior convalidación, evitando caer en nulidad para favorecer el 

principio pro actione. 

Con la caracterización del acto viciado, o acto susceptible de ser declarado nulo, se emplea 

una concepción estructural de los actos jurídicos, extraída del libro segundo del Código Civil 

vigente. “En la misma, se distinguen requisitos esenciales sobre la validez del acto. En esta línea, 

la determinación de aquellos requisitos esenciales, como advierte Chiovenda a principios del siglo 

XIX, es un campo de infinitas cuestiones” (Gorigoitía, 2017, p.275). 

Un amplio sector de la doctrina procesal civil considera que la nulidad del acto jurídico se 

extrapola al campo procesal. Sin embargo, existe una imposibilidad latente pues un acto nulo, 

según el derecho privado, nunca ha existido, mientras que el acto procesal viciado sí existe. Este 

acto queda pendiente de una convalidación que no ratifica sus efectos, pues estos se han desplegado 

desde su misma emisión a pesar de estar viciado, esperando el pedido de nulidad fundado para no 

retrotraer sus efectos, sino dejando sin efecto aquellos actos vinculados a éste. 

b. La Nulidad Procesal En El Proceso Civil Peruano. 

La nulidad constituye una técnica de defensa procesal que pretende nulificar aquel acto que 

adolece de vicios y que es susceptible de causar un perjuicio efectivo a alguno de los sujetos 

procesales, denotando la adopción de la tesis de la finalidad o el llamado principio de 

trascendencia. Para los casos donde la vía procedimental ha sido inadecuada, y dicha situación 

desencadena en una vulneración de las garantías procesales, siendo necesaria la interposición de 

un recurso que pretenda obtener la constitución del acto viciado a un acto nulo. 

Dentro de las denominadas garantías procesales, “se aprecia un conjunto de prerrogativas 

que aseguran un proceso acorde a la legalidad. Al interno de estas garantías están aquellas que 

rigen el aspecto procedimental; abarcando las características de un juicio único, público, sin 
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dilaciones5 excesivas, la transparencia, seriedad y eficacia” (Carrasco, 2017, p.467). 

La dilación constituye un amplio debate que choca con la interposición de los pedidos de 

nulidad. Históricamente la nulidad ha estado presente en el ordenamiento civil desde la Ley de 

enjuiciamientos civiles de 1852, aunque sin una regulación expresa o principios rectores. Esto 

provocó que los pedidos de nulidad, sobre todo los inherentes a la indebida notificación, sean 

usados de forma dilatoria, paralizando el avance procesal a pesar de que el acto cuestionado para 

la nulidad no revista de un verdadero perjuicio a las garantías procesales. Motivo de este uso 

indebido de la nulidad procesal, se ha adoptado, en el cuerpo normativo vigente, una postura que 

favorece el fin sobre la forma, evitando que el proceso sea víctima de paralizaciones innecesarias. 

c. Los Principios Rectores De La Nulidad Del Acto Procesal. 

Previamente a la descripción general de los principios que rigen la aplicación de la nulidad 

procesal, se partió por introducir la concepción teórica que sostiene la dualidad de las normas, 

diferenciando entre reglas y principios. Esto con la finalidad de determinar si la terminología que 

el legislador utilizó para los principios de la nulidad procesal fue idónea, aspecto que tuvo 

profundas implicancias en los alcances de la nulidad procesal de cara a la resolución inimpugnable. 

Se conciben a los principios, en una de sus varias acepciones y como mandatos de 

optimización, directrices generales que guían la aplicación normativa de las reglas. Estas poseen 

una estructura simple de supuesto de hecho y consecuencia jurídica. “La diferencia principal entre 

los principios y las reglas estriba en que, las primeras, configuran el caso de forma general, 

mientras que las reglas, por naturaleza, son cerradas. Las reglas, a causa de su estructura rígida, 

posee un supuesto de hecho específico; por otro lado, la apertura de los principios desencadena 

que las condiciones del supuesto fáctico ni siquiera estén genéricamente determinadas” (Atienza 

y Ruiz, 2009, p.108). De forma sucinta, “las reglas denotan deberes reales o definitivos, mientras 

que los principios expresan deberes ideales” (Alonso, 2018, p.247). 

 

5
 Subrayado y resaltado propio 
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Aterrizando la idea al campo de la nulidad procesal, al efectuar una lectura detenida de los 

artículos llamados como principios, se puede observar que su estructura normativa no reúne los 

requisitos mínimos como mandatos de optimización o norma con valor de directriz. Cavani (2023) 

se percató de lo descrito, mencionando que “los llamados principios de la nulidad son en realidad, 

reglas, debido a que, de la lectura de su contenido, se aprecia la construcción normativa de una 

regla, aspecto que se desprende al rememorar que se trata de normas que el juez debe aplicar, de 

forma definitiva, para evitar que se desencadene la nulidad” (p.110). 

Habiendo delimitado que, los llamados principios de la nulidad son, a todas luces, reglas, 

corresponde la revisión de los principios procesales trascendentes para los alcances de la 

investigación y se resalta el principio de legalidad, trascendencia, convalidación y subsanación. La 

regla de legalidad impone una verificación en el cuerpo normativo, a fin de establecer que “no hay 

nulidad si no aparece expresamente en la ley” (Giovannoni, 1980, p.75). No obstante, el principio 

de legalidad no impide la concurrencia de supuestos que escapan a la previsión taxativa de la 

norma, posibilitando que se decrete la nulidad de un acto que, aunque no contaba con la previsión 

específica de la norma para aducir su nulidad, la ausencia de alguno de sus requisitos de validez 

provoca que no sea susceptible de alcanzar su finalidad, revelando la intervención del principio de 

finalidad incumplida. Seguidamente, con el principio de trascendencia, “se materializa con la 

máxima pas de nullité sans grief, o que para la nulidad no basta con la previsión expresa de la 

norma que así lo declare, sino que se necesita un perjuicio para alguna de las partes” (Condorelli, 

1980, p.99). En continuación, “el principio de convalidación, o de aquiescencia, presupone la 

manifestación de voluntad del perjudicado, ya bien sea forma expresa o tácita, a fin de consentir 

la patología que aqueja al acto viciado, ya bien sea por razones de conveniencia o comodidad, 

evitando así que el acto jurisdiccional sea expectorado del procedimiento” (Cavani, 2023, p.127). 

Finalmente, “el principio de subsanación, o la llamada regla de injerencia, dicta que la nulidad no 

procede si el defecto que aqueja al acto viciado, de corregirse en un nuevo pronunciamiento, es 

incapaz de alterar el sentido de la decisión o los efectos desplegados” (Cavani, 2023, p.131). 

La delimitación de los principios de la nulidad a la luz de la determinación teórica que los 

sitúa como reglas jurídicas logra generar un marco de aplicación que, ante la interrogante sobre la 
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procedencia de alegar la nulidad frente a la resolución de adecuación de la vía procedimental, 

atribuye una respuesta tentativa que es de tipo positivo, siempre y cuando la vía procedimental 

fijada, en tanto a su componente de motivación, trunque la finalidad del acto. 

d. Diferenciación Entre Acto Viciado Del Acto Nulo. 

Quizás uno de los inconvenientes más graves que implica trasladar los presupuestos de la 

nulidad del acto jurídico al terreno de la nulidad procesal es la concepción misma del acto nulo. 

En el campo del derecho privado, la nulidad se desencadena por un defecto estructural, presente 

desde el perfeccionamiento del acto y, a causa de la omisión de los requisitos de validez, se 

desencadena el impedimento de generación de efectos jurídicos. Al ser un defecto estructural, no 

se necesita de un proceso constitutivo para que se establezca la nulidad, sino que basta la 

declaración de existencia que efectúa el juez. Sin embargo, dicha noción es diametralmente opuesta 

en el campo del derecho procesal; en primera instancia, existen dos estados en el acto procesal, el 

acto viciado y el acto nulo. 

La patología que aqueja al acto procesal, cuando se transgreden los requisitos procesales, 

constituye un supuesto de acto viciado, mismo que aqueja el estado ordinario del proceso, 

derivando en que se produzcan efectos anómalos, pero no inexistentes. La principal diferencia con 

la nulidad del derecho privado es que el acto viciado, al consistir en una manifestación del ius 

imperium, es plenamente eficaz dentro del procedimiento ordinario, o cuanto menos respecto al 

despliegue de efectos atípicos. Por lo tanto, “el acto viciado es eficaz, pero imperfecto, al no 

respetar los parámetros que impone la ley para su correcta configuración, inobservando los 

presupuestos de existencia o los requisitos procesales. Junto con esta precisión, se agrega que no 

cualquier inobservancia será susceptible de acuñar la terminología de acto viciado, sino que el 

desperfecto debe radicar en la inobservancia de la fattispecie, haciendo alusión a los requisitos de 

forma en sentido lato, contemplando la forma en sentido estricto y la sustancia del acto” (Cavani, 

2023, pp.96-97). 

Cuando la patología que aqueja al acto no se ha convalidado, no se ha subsanado, es 

trascendente o típica, recién se podrá obtener un pronunciamiento con carácter constitutivo 



 

92 

respecto de la nulidad procesal, caso contrario a lo que ocurre en el ámbito del derecho privado, 

donde le pronunciamiento jurisdiccional es meramente declarativo. Además, la constitución que 

logra transitar del estado viciado al estado nulo debe estar revestida de un perjuicio inevitable o, 

cuanto menos, potencial, apreciándose otra de las diferencias con el acto nulo del derecho privado. 

No obstante, cuando se habla de la inexistencia del acto procesal, si se logra observa una similitud 

con el estado de invalidez absoluta en el derecho privado ya que, “el acto inexistente, por ausencia 

de sus requisitos elementales, no se le puede considerar ni como acto ni como existente de hecho” 

(Rocco, 1969, p.508).  

e. Los Vicios Susceptibles De Desencadenar La Nulidad Procesal. 

Aquellos actos procesales que, por defectos en su estructura interna o por la falta de 

adecuación a las formas que prescribe el ordenamiento, desembocan en el estado patológico del 

acto viciado. “Los vicios pueden ser definidos como el apartamiento de los requisitos intrínsecos 

y extrínsecos que le otorgan validez al acto procesal, rompiendo el esquema garantista al vulnerarse 

el debido proceso” (Gozaíni, 1992, p.293), por lo que, aspectos esenciales al debido proceso, como 

la debida motivación, se encuentran dentro de estos vicios que evitan que el acto procesal sea 

susceptible de desplegar sus efectos, tal y como prescribe el artículo 122 del Código Procesal Civil.  

Existe pluralidad de interpretaciones sobre qué vicios son lo suficientemente graves como 

para generar el efecto posterior de nulificación, estableciéndose así la doctrina sobre la nulidad 

absoluta. Sin embargo, se puede observar cierto margen de consenso respecto de una serie de 

requisitos que pueden generar el estado de vicio sobre el acto procesal. “Se aprecian, como causales 

de nulidad en el acto procesal, a la contravención de los presupuestos procesales, la violación a las 

normas procedimentales, los vicios de voluntad y los defectos de forma, por la naturaleza pública 

del derecho procesal” (Alzamora, 1966, p.316).  

 De igual manera, se suele estudiar a los vicios en base al componente del acto procesal 

que se está afectando; encontrando en este criterio la clasificación de: respecto a los sujetos 

procesales el aspecto que va referido a la emisión de actos procesales por quien no cuenta 

con la legitimación necesaria, respecto a la voluntad de los sujetos cuando esta ha sido 



 

93 

viciada en la emisión, la falta de correspondencia entre el contenido y la forma del acto 

procesal. Finalmente, a la falta de observancia de las formas vinculantes para la emisión 

del acto, teniendo especial incidencia cuando las formas responden a la manutención de la 

igualdad entre las partes. (Rocco, 1976, p.290) 

Respecto al punto en desarrollo, se rememoran las contribuciones de Redenti y Cavani en 

el extremo de identificar los elementos de validez del acto procesal, reconociendo hasta dos tipos 

de requisitos de validez, siendo estos los formales y los extraformales. Los formales, como bien 

dicta su nombre, se refieren a la forma en estricto, imponiendo que el acto procesal sea 

materializado en el proceso con mención expresa del modo, tiempo y lugar. Los requisitos 

extraformales, por otro lado, se vinculan con la esencia misma del acto, dígase los presupuestos 

procesales, los cuales son corregidos mediante una tipología procesal distinta al régimen de la 

nulidad, una idea que se desprende del reconocimiento de las excepciones procesales. 

Los requisitos de forma esenciales para la debida configuración del acto jurisdiccional se 

encuentran contenidos, al menos de forma general, en la actual redacción del artículo 122 del 

Código Procesal Civil, el cual establece que, “las resoluciones deben contener, la indicación del 

lugar y fecha de expedición, el número de orden del expediente, la mención sucesiva de los 

puntos sobre los que versa la resolución, consideraciones, los fundamentos de hecho y de 

derecho que sostienen la decisión6, la expresión clara y concreta de lo decidido, el plazo para el 

cumplimiento, la condena de costas y costos, en cuanto sea aplicable, junto con la suscripción del 

juez y el auxiliar, (…). La resolución que no cumpla con los requisitos será nula, salvo para el caso 

de los decretos, a los que se le dispensa la motivación, el plazo y la condena” (Código Procesal 

Civil, 1993, Artículo 122). Bajo esta interpretación, se entiende que el legislador ha homologado 

el supuesto de la motivación a los supuestos de forma, en sentido lato, a la cual se le es exigible 

los cánones de la debida motivación al ser una imposición constitucional que se posiciona, por 

jerarquía normativa, sobre el código procesal civil o, cuanto menos, en materia de los derechos 

procesales inmiscuidos y las garantías mínimas del debido proceso. Empero, se apreció la salvedad 

 

6
Subrayado y resaltado propio 
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de la motivación con respecto a los decretos, a razón de constituir una providencia de mero trámite, 

por lo que, a fin de cumplir con los objetivos de la investigación, correspondió identificar en qué 

tipo de resoluciones se encuentran las resoluciones de adecuación de la vía procedimental, aspecto 

que fue retomado en la parte final del marco teórico efectuado. 

Adicionalmente, un aspecto que es necesario precisar son los referidos a los vicios en el 

consentimiento del juzgador cuando emite el acto jurisdiccional. Este hecho reviste de especiales 

dimensiones pues se aparta del esquema tradicional del derecho privado sobre los vicios de 

voluntad, dígase error, dolo y violencia. Sobre el error, ya no se refiere a uno relevante, de cálculo 

u otros análogos, sino a una clasificación independiente del derecho procesal, dígase la 

clasificación de error de hecho y el error de derecho, siendo la clasificación tradicional sobre los 

errores in procedendo, in iudicando e in cogitando, a grandes rasgos, “se habla de los vicios que 

recaen sobre la actividad intelectiva del juzgador ya bien sea en actos de voluntad o simple actos 

provenientes de la actividad teorética” (Arazi, 1991, p.219). 

Sobre el error in procedendo, hubo un punto de especial relevancia para la presente 

investigación, pues su propia naturaleza abarca aquellos derechos que vulneran los cánones del 

debido proceso, como lo es la motivación en las resoluciones judiciales, sosteniendo así un 

elemento afín que posibilite acoplar a la motivación como un elemento presente en la estructura 

general del acto procesal. 

f. La Teoría De La Nulidad Procesal Al Interno Del Proceso Civil 

Como se precisó, la regulación de la nulidad procesal en el Código Procesal Civil de 1993 

supuso una renovación en la concepción sobre dicha institución al crear un capítulo específico con 

principios generales que determinan cuando un acto viciado será susceptible de ser valorado, al 

interno de un debate en juicio, como acto nulo. 

Para realizar una correcta aplicación de la nulidad procesal, es necesario tomar en cuenta 

los principios que sancionan las nulidades procesales, mismos que ya se han desarrollado a 

cabalidad, tales como el principio de legalidad y el de finalidad incumplida. En este orden, “la 

nulidad solo puede declararse cuando una norma imperativa así lo establece o cuando, a pesar de 
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no existir norma imperativa que así lo imponga, el acto procesal no es capaz de cumplir su finalidad 

al carecer de uno de sus requisitos esenciales” (Casación N.° 1112-2007/Callao, 2008, pp.23598-

23599). 

Con la regulación del principio de trascendencia, uno de los pilares fundamentales para 

entender la autonomía de la teoría de la nulidad del acto procesal, se establecen parámetros que 

determinan la primacía de la función sobre la forma, evitando que se incurra en legislar una técnica 

dilatoria y transgresora de la economía procesal. “Se denota que el incumplimiento de una mera 

formalidad del acto procesal no reviste per se un carácter de trascendencia solo avalará tal principio 

cuando la medida tienda a tutelar los cánones del debido proceso, asegurando a las partes su 

derecho al debido proceso y a una decisión jurisdiccional tomada en justicia” (Arrarte, 1995, 

p.129). 

Otros principios relevantes como la convalidación, subsanación e integración constituyen 

directrices que permiten dilucidar cuándo se está utilizando a la nulidad procesal como una 

estratagema de dilación o cuándo verdaderamente se incurre en un vicio tan relevante que vulnera 

las garantías procesales. 

g. Finalidad Práctica De La Nulidad Procesal 

La finalidad de la nulidad del acto procesal, como se ha mencionado, no es la de prevalecer 

las innecesarias formalidades para paralizar el avance del proceso, sino tutelar aquellas situaciones 

que generan indefensión o vulneración de los derechos de aquellos sujetos intervinientes en el 

proceso. 

La puesta en marcha de todo el engranaje del proceso supone un gasto de esfuerzo humano 

y de tiempo, por lo que aquellos actos que buscan dilatar su transcurrir ordinario deben ser vetados. 

“Un proceso no puede ser entendido como una misa jurídica, ajena a sus necesidades primordiales; 

la nulidad procesal nunca deberá responder a pruritos formales, sino enmendar verdaderos 

perjuicios” (Couture, 2004, pp.135-136). 

Como bien señala Couture, con la nulidad se busca depurar al proceso de vicios relevantes, 
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que de mantenerse inalterables no se podría hablar de una paz social en justicia ni mucho menos 

de un debido proceso o un acceso a la tutela jurisdiccional efectiva, esto a causa del estado de 

indefensión generado. 

Por otro lado, con la conservación del acto procesal se busca preservar la integridad del 

proceso, sobre todo cuando el vicio no es determinante para desencadenar un perjuicio potencial. 

Para los demás casos, se aplica la regla de subsanación. “La subsanación del acto procesal, 

principio distintivo con relación a la normativización de la institución en el Código de 

Procedimientos Civiles de 1912, supone un criterio restrictivo; consagrando la conveniencia de 

preservar la eficacia del acto viciado, evitando un resultado desfavorable para el proceso” 

(Casación N.° 078-2000/Tacna, 2002, pp.29-32). 

h. La Nulidad Procesal Como Un Remedio-Apelación: Inclinación Mayoritaria 

Existe, en un amplio sector de la doctrina nacional, una fuerte tendencia por considerar que 

la nulidad tiene una naturaleza dual, considerando el caso en concreto, aparece como un remedio 

si es que recae sobre actos procesales no contenidos en resoluciones o un efecto presente en el 

pedido de apelación de sentencia con el denominado error in procedendo. 

Cuestionar la integridad del procedimiento, cuando no concurren los elementos necesarios, 

funge para corregir las anomalías de “un indebido método procesal, dejando que se cometan errores 

evidentes en la primera instancia, imputables a la negligencia o impericia de las partes. En este 

extremo, una inadecuada formación o concepción errada siempre será una gran pérdida para el 

principio de economía procesal” (Vázquez, 2003, p.180). 

La concepción mayoritaria sobre la nulidad evita que se cumpla su verdadero propósito, 

que no es dilatorio, sino de constituir un auténtico mecanismo procesal que sanciona con la nulidad 

el incumplimiento de las formas más indispensables para hablar de un debido proceso. 

De buenas a primeras, parecería inocuo considerar que la nulidad es una apelación o un 

remedio, pero esto es un aspecto superficial porque su campo de acción se quedaría reducido a 

aquellos casos en los cuales el código prevé la posibilidad de impugnar, quedando descartados 
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aquellos supuestos en donde el código proscribe la impugnación como el cuestionamiento a la vía 

procedimental. Para este tipo de situación, la nulidad goza de cierto margen de independencia, ya 

bien sea como un incidente de nulidad o como recurso de nulidad. 

i. Presupuestos Para La Aplicación De La Nulidad Procesal En La Doctrina Mayoritaria 

A pesar de que se establecieron los primeros pasos para constituir una teoría sólida en 

materia de nulidades procesales, estos principios parecían quedarse en el limbo, pues muchos de 

los litigantes siguieron favoreciendo su uso indebido para generar dilaciones indebidas. Motivo de 

dicha conducta, es que el magistrado competente se ha visto reacio a fundar la gran cantidad de 

pedidos de nulidad para evitar la vulneración al principio de celeridad procesal. A raíz de la 

tendencia al rechazo de la nulidad es que se ha adoptado, de forma indebida, por una errada 

concepción sobre la naturaleza procesal de la nulidad, privándola de su naturaleza recursal para 

remarcarla como un medio impugnatorio más, e incluso como un remedio procesal. 

La naturaleza cambiante de la nulidad, donde se presta como remedio o efecto, cobra 

especial relevancia para cumplir con la exigencia de la adecuación procesal, pero se sigue 

limitando su ámbito de aplicación al omitir los supuestos donde la nulidad es, por sí misma, un 

recurso o incidente procesal. Así, autores como Arrarte (1995) sostienen que “la nulidad procesal 

aparece como un remedio impugnatorio sui generis, pues en algunos casos será remedial y en otros 

un auténtico recurso, esta característica dependerá si el acto cuestionado se encuentra contenido 

en una resolución o no” (p.128). En seguimiento, Paredes y Vilcherrez (2016) consideran que la 

nulidad procesal se encuentra al interno de la clasificación dual de los medios impugnatorios, 

argumentando que “se suele enseñar que los medios impugnatorios tienen la siguiente división: 

remedios que se dirigen en contra de actos procesales no contenidos en resoluciones y recursos 

que se dirigirán en contra de actos procesales contenidos en resoluciones. Se ubica a la nulidad 

como remedio o recurso de apelación basándonos en el acto procesal cuestionado” (p.6). 

Como se puede evidenciar de Arrarte, Paredes y Vilcherrez, a opinión propia, concurre una 

indebida concepción respecto a la institución de la nulidad, equiparándola a otro recurso de 

impugnación o remedio procesal, cuando en la realidad dicha institución no puede limitarse a las 
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barreras que se justifican para los medios impugnatorios, ya que no cumpliría su propósito de 

tutelar auténticas vulneraciones a las garantías procesales que tutelan que el proceso sea llevado 

de forma debida y efectiva. 

j. La Nulidad Del Acto Procesal Como Auténtica Técnica Procesal 

Entre la problemática de cómo se debe considerar a la nulidad procesal, aparece una 

corriente que se mantiene acorde a la naturaleza recursal, amplia por naturaleza, del pedido de 

nulidad de los actos procesales. Concebir al pedido de nulidad procesal como una auténtica técnica 

procesal permite que su aplicación escape de los estáticos alcances de su naturaleza remedial o 

recursal apelativa. Se crea un marco de aplicación amplio, que excede las restricciones que 

solventan la inimpugnabilidad del Código Procesal Civil. De forma contundente, no es viable 

tachar a la nulidad del acto procesal solo como el efecto del recurso de apelación o un remedio a 

priori pues, así como no se puede negar que tenga presencia en estos casos, tampoco se puede 

asimilar que estas sean sus únicas manifestaciones, como señala la doctrina mayoritaria. 

Así como se ha recalcado a lo largo de la investigación, la nulidad procesal supone una 

alternativa para depurar las patologías netas del procedimiento, evitando la contravención 

progresiva del derecho al debido proceso, siempre y cuando la finalidad se haya truncado 

irremediablemente. En materia de nulidades existe la primacía del principio del finalismo sobre el 

principio del formalismo, declarando que si el acto procesal cumple su finalidad es completamente 

válido, aunque se aparte de la forma establecida en la ley. “Podría sostenerse que el incumplimiento 

de dichos requisitos, indispensables para el acto, vulneraría garantías procesales, pero se busca la 

primacía del objetivo principal del proceso, el cual es dar efectividad a los derechos sustanciales” 

(Véscovi, 1994, p.94). 

Es la vulneración a las garantías procesales las que desencadenan la inefectividad de los 

derechos sustanciales vertidos en el proceso, siendo el eje central que justifica a la nulidad del acto 

procesal como una auténtica técnica de defensa procesal, que no se encuentra enmarcada a las 

prohibiciones de inimpugnabilidad porque, al hacerlo, se incurre paradójicamente en beneficiar la 

forma sobre la finalidad, o dicho de otra forma, de prevalecer la prohibición de recurrir ante una 



 

99 

efectiva vulneración de los derechos de las partes intervinientes. De hecho, la nulidad procesal 

tiene un alcance tan amplio que es capaz de nulificar la misma sentencia con calidad de cosa 

juzgada, como lo prescribe el artículo 178 del Código Procesal Civil con la nulidad de cosa juzgada 

fraudulenta. 

Por lo expuesto, se remarca que no se puede condicionar la nulidad a los formalismos 

propios del proceso civil o a la mera imposición legal, pues la institución nulificatoria se aplica 

cuando realmente existe un recorte al derecho de defensa, indefensión, entre otros. “Una nulidad 

procesal que se haya planteado conforme a ley, descarta un perjudicial efecto dilatorio, ya que se 

estaría tergiversando el objetivo de la institución, vulnerando el derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva” (Casación N.° 4268-2018/La Libertad, 2019, pp.192-194). 

El desarrollo del acápite de la investigación, correspondiente a la nulidad, permitió 

establecer que la nulidad del acto procesal tiene una naturaleza dinámica. Por un lado, se presenta 

como remedio y como efecto del recurso con efecto nulificatorio, en palabras de la doctrina 

mayoritaria. No obstante, la nulidad también posee una existencia como incidente de nulidad o 

como un remedio autónomo. Tal reconocimiento parte del entendimiento de la nulidad procesal, y 

su imposibilidad de categorizarla en un grupo restrictivo, evitando así que cumpla su finalidad de 

tutelar los cánones del debido proceso cuando se han transgredido los requisitos formales o 

extraformales que se le exige al acto jurisdiccional. 

k. Contraposición Jurisprudencial Respecto Del Uso De La Nulidad Procesal. 

En el desarrollo de la investigación referido a la naturaleza de la nulidad procesal, se ha 

evidenciado una falta de uniformidad en lo concerniente a la factibilidad de cuestionar la 

resolución que declara la adecuación de vía procedimental mediante la nulidad procesal. Esta 

carencia de predictibilidad se encuentra sostenida en que la tendencia doctrinaria mayoritaria ha 

importado conceptos provenientes del derecho privado, provocando un ejercicio restrictivo de la 

nulidad procesal, en suma, con el uso indebido que ha tenido la utilización práctica de la nulidad 

procesal como medio para ralentizar el proceso mediante un formalismo innecesario y la 

determinación limitada de su alcance, considerándole como un remedio procesal. Respecto a este 
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último punto, investigaciones enfocadas en la Corte Superior de Justicia de Arequipa, como la 

realizada por Castro (2019), ha encontrado que “en el segundo, tercer y séptimo juzgado 

especializado en lo civil, se mantuvo la errada postura de que la nulidad procesal solo tiene 

naturaleza remedial” (p.87). 

 Por todas estas consideraciones, es evidente que la corriente jurisprudencial declinaría su 

uso. Sin embargo, la razón principal para limitar su utilización es la presunta imposibilidad que tal 

resolución pueda causar agravio, situación que se observa que, sí puede desencadenar una evidente 

vulneración de las garantías procesales. 

2.2.10. Determinación De La Problemática Sobre La Adecuación De La Vía Procedimental. 

En relación con el desarrollo teórico efectuado sobre el proceso civil, sus características y 

sus figuras relevantes para el tema de investigación, al amparo del sustento doctrinario nacional e 

internacional utilizado, así como también del análisis normativo correspondiente; se aborda la 

realización de un desarrollo completo acerca de la problemática inherente a la determinación de la 

vía procedimental ante una inadecuada determinación por parte del juez, quien realizó un uso 

inadecuado de su potestad discrecional. Al respecto, no es novedad que la regulación vigente haya 

incurrido en un claro caso de indeterminación, en cuanto el legislador no contempló que la 

indeterminación normativa podría prestarse para una posible vulneración de los derechos de partes, 

situación que expone Ariano (2009) al denotar que, “tal y como están redactadas las normas 

procesales, respecto a la adecuación de la vía procedimental, nada evitaría que el juez, frente a una 

pretensión reivindicatoria, decida que lo adecuado sea modificar la vía, de una de conocimiento, a 

una sumarísima a causa de la urgencia que reviste dicho proceso o porque, a discrecionalidad del 

magistrado, el caso es sencillo” (p.162). 

Sumado a la idea descrita, se adiciona la aparente imposibilidad de recurrir dicha decisión 

al constituir un supuesto de inimpugnabilidad, sin embargo; al configurarse una carencia de 

motivación cualificada, misma que constituye uno de los requisitos de validez del acto procesal, 

sería posible cuestionar la decisión, en principio inimpugnable, mediante el recurso de nulidad, 

postura que ha sido avalada parcialmente por la Sala Suprema Civil, en el extremo de la Casación 
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N.° 1272-2016 de Lima Norte, en cuyo fundamento séptimo se aprecia que la Corte Suprema 

reconoce, de forma implícita, “que ante una inadecuada fijación de la vía procedimental, es carga 

de la parte perjudicada, cuestionar dicha decisión mediante la nulidad procesal en la primera 

oportunidad que tenga para hacerlo” (Casación N.° 1272-2016/ Lima Norte, 2016, pp. 169-171). 

3. Resultados Y Discusión 

La nulidad procesal, como se ha detallado a lo largo del presente trabajo, tiene un desarrollo 

teórico profundo pero inexplorado, sosteniéndose en un pequeño sector doctrinario y 

jurisprudencial que lo concibe como una auténtica técnica procesal para cuestionar actos 

procesales cuya estructura se encuentra viciada. Uno de estos elementos, sumamente relevante, es 

la debida motivación, conceptualizándola como la concordancia lógica entre lo analizado en la 

resolución y lo que finalmente se ha decidido. 

Del desarrollo teórico de la investigación se desprende que la nulidad procesal puede ser 

utilizada para cuestionar el aspecto de la recurribilidad de las resoluciones judiciales que no 

cumplen los cánones de la debida motivación, misma que no puede equipararse a la mera cita legal 

de un artículo inexacto pues, de esta forma, se estaría incumpliendo con el deber jurídico de la 

motivación de las resoluciones judiciales por partes del juez. 

Por lo expuesto, en el presente capítulo se evaluó la estructura de las decisiones de 

adecuación de la vía procedimental plasmadas en los autos admisorios de los diversos juzgados 

especializados en lo civil del distrito judicial de Arequipa. Para este propósito, se siguieron los 

criterios de inclusión y exclusión que se detallaron en el proyecto de investigación, enfocándose 

en los casos donde el demandante señaló una vía procedimental en su demanda y el juzgador la 

encausó, supuesto que tiene baja incidencia al recordar que ya no constituye un supuesto de 

inadmisibilidad o improcedencia la ausencia de la designación de la vía procedimental. De igual 

forma, se limitó el tipo de resoluciones usadas a los autos admisorios debido a que, de la 

observación efectuada, los jueces, por economía procesal, efectúan la adecuación en el mismo auto 

de calificación de la demanda, supuesto que refuerza la idea de que “la adecuación de la vía 

procedimental no es un mecanismo de constante difusión, pues solo abarca aquellos supuestos que, 
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de plano, no tienen una vía procedimental propia, existiendo otros criterios que evitan la 

arbitrariedad como la fijación por la cuantía” (E. Pineda Gamarra, comunicación personal, 6 de 

mayo del 2022). Al realizar el filtro descrito, se tuvo un total de 11 resoluciones de adecuación de 

la vía procedimental, representando el universo o población de la investigación.  

La evaluación comprendió los diversos autos admisorios emitidos por los juzgados 

especializados en lo civil de la corte de justicia de Arequipa, correspondiente al periodo anual 

2018, todo ello denotando el cuarto objetivo específico de la presente investigación, el mismo que 

impone el “estimar el número de resoluciones de adecuación de la vía procedimental que se 

encuentran acorde a los estándares constitucionales de la debida motivación”. De igual forma, 

también se dio cumplimiento al objetivo general de la presente investigación, el cual dicta que se 

debe “demostrar que la aplicación de la nulidad procesal en las resoluciones de adecuación de la 

vía procedimental, por la complejidad del caso, es pertinente porque resguarda el principio de 

celeridad procesal, las garantías del debido proceso y los principios inherentes a la conservación 

del acto procesal, en la Corte Superior de Justicia de Arequipa, 2018”. Finalmente, habiéndose 

cumplido con responder los objetivos trazados, las respuestas obtenidas sirvieron para corroborar 

la cuarta hipótesis específica, la cual dicta que “se estima que, al momento de efectuar la revisión 

en campo, menos de la mitad de las resoluciones de adecuación de la vía procedimental se 

encuentren acorde a los estándares constitucionales de la debida motivación.”. Así también, se 

buscó la corroboración de la hipótesis general planteada, la cual estableció como respuesta 

tentativa, que “porque la aplicación de la nulidad procesal en las resoluciones de adecuación de la 

vía procedimental, por la complejidad del caso, es pertinente porque resguarda el principio de 

celeridad procesal, las garantías del debido proceso y los principios inherentes a la conservación 

del acto procesal, siempre y cuando se corrobore que tales principios y garantías han sido 

vulnerados por una indebida motivación de las resoluciones judiciales, la contravención al 

principio de subsanación y la máxima pas nullité sans grief, en la Corte Superior de Justicia de 

Arequipa, 2018”. 

Para concluir con el presente apartado, se precisa que el resto de los objetivos específicos 

no fueron materia de análisis en la sección de resultados y discusión, dígase “determinar la 
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naturaleza jurídica de la nulidad procesal”, “determinar los supuestos de aplicación de la nulidad 

procesal en los procesos de cognición civil”, “identificar las condiciones fundamentales para que 

la adecuación de la vía procedimental cumpla los estándares constitucionales de la debida 

motivación” y “determinar la naturaleza jurídica de la institución procesal de la inimpugnabilidad”, 

así como sus respectivas hipótesis. La causa general oscila en el tipo de objetivos trazados ya que, 

al reconocer sus implicancias y dimensiones, se han respondido plenamente en el desarrollo teórico 

de la investigación, reservándose el acápite de resultados y discusión para el desarrollo de aquellos 

objetivos que necesitan el contraste de la realidad fáctica, plasmada en los autos admisorios, con 

los presupuestos teóricos ya profundizados. Sin perjuicio de ello, se ha efectuado un recuento tanto 

empírico como doctrinario en el numeral 3.3., a fin de corroborar plenamente la hipótesis general 

como las hipótesis específicas. 

3.1.  Estimación De Resoluciones De Adecuación Acordes A Los Estándares Constitucionales 

De La Debida Motivación 

Una vez anunciado los objetivos que fueron materia de desarrollo en el presente capítulo, 

se partió con la identificación de aquellas resoluciones que cumplieron con los presupuestos 

teóricos, desarrollado en el acápite del debido proceso, de los cánones mínimos para justificar una 

debida motivación.  

La estimación de las resoluciones que han sido emitidas con el debido cuidado a los 

presupuestos mínimos de motivación, agotó el cumplimiento del objetivo específico sobre “estimar 

el número de resoluciones de adecuación de la vía procedimental que se encuentran acorde a los 

estándares constitucionales de la debida motivación”, mismo que se desarrolló en la tabla 2, tabla 

3 y figura 3. 

Tabla 1.  

Presencia de la Motivación Calificada en las Resoluciones de Adecuación de la Vía Procedimental 

N° de 

Expediente 

Pretensión N° de la 

resolución 

Fundamentación de la 

adecuación  

¿Existió 

motivación 
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 de 

adecuación 

calificada? 

Si No 

01506-

2018-0-

0401-JR-

CI-04 

Nulidad de 

Acto Jurídico 

2 SEGUNDO: Que, estando a lo 

dispuesto por el inciso 1) del 

Artículo 475° del Código 

Procesal Civil; el trámite que le 

corresponde es la vía del proceso 

de conocimiento. 

  X 

00960-

2018-0-

0401-JR-

CI-01 

Nulidad de 

Acto Jurídico 

2 TERCERO: Que, este juzgado 

resulta competente para conocer 

el presente proceso, debiendo 

tramitarse en la vía del proceso 

de conocimiento, conforme lo 

dispone el inciso 1 del artículo 

475 del Código Procesal Civil. 

  X 

05015-

2018-0-

0401-JR-

CI-04 

Anulabilidad 

de Acto 

Jurídico 

1 SEGUNDO: La demanda debe 

tramitarse en la vía del proceso 

de conocimiento, conforme lo 

dispone el inciso 1, del artículo 

475 del Código Procesal Civil; 

por no tener una vía 

procedimental propia, por la 

naturaleza y complejidad. 

 X 

00613-

2018-0-

0401-JR-

CI-01 

Impugnación 

de Herencia 

2 TERCERO: Por tanto, procede 

admitirse la presente en la vía del 

proceso de conocimiento, como 

señala el inciso 1) del artículo 

475 del Código Procesal Civil. 

 X 

01229- Nulidad de 4 SEGUNDO: Que, este juzgado  X 
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2018-0-

0401-JR-

CI-01 

Acto Jurídico resulta competente para abocarse 

al conocimiento de la demanda, 

correspondiéndole el trámite del 

proceso de conocimiento 

conforme a los dispuesto en el 

artículo 475 inciso 1 Código 

Procesal Civil. 

05592-

2018-0-

0401-JR-

CI-01 

Nulidad de 

Acto Jurídico 

2 SEGUNDO: 2.1 Este juzgado 

resulta competente para abocarse 

al conocimiento de la demanda, 

correspondiéndole el trámite del 

proceso de conocimiento 

conforme a lo dispuesto en el 

artículo 475 inciso 1 Código 

Procesal Civil. 

 X 

00981-

2018-0-

0401-JR-

CI-05 

Reivindicación 1 TERCERO: Este juzgado resulta 

competente para avocarse al 

conocimiento del presente, 

debiendo tramitarse el mismo en 

la vía del proceso conocimiento, 

conforme dispone el inciso 1 del 

artículo 475 del Código Adjetivo. 

 X 

03493-

2018-0-

0401-JR-

CI-04 

Restitución de 

Servidumbre 

1 SEGUNDO: La demanda debe 

tramitarse en la vía del proceso 

de conocimiento, conforme lo 

dispone el inciso 1, del artículo 

475° del Código Procesal Civil, 

modificado por el artículo 1 de la 

Ley 29057. 

 X 
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01014-

2018-0-

0401-JR-

CI-01 

Nulidad de 

Acto Jurídico 

2 TERCERO: Que, este juzgado 

resulta competente para conocer 

el presente proceso, debiendo 

tramitarse en la vía del proceso 

de conocimiento, conforme lo 

dispone el inciso 1 del artículo 

475 del Código Procesal Civil. 

 X 

05509-

2018-0-

0401-JR-

CI-04 

Nulidad de 

Acto Jurídico 

2 SEGUNDO: En consecuencia, la 

demanda debe admitirse a trámite 

en la vía del proceso de 

conocimiento conforme a lo 

establecido en el inciso 1) del 

artículo 475° del Código 

Procesal Civil. 

 X 

02114-

2018-0-

0401-JR-

CI-04 

Nulidad de 

Acto Jurídico 

1 SEGUNDO: La demanda debe 

tramitarse en la vía del proceso 

de conocimiento conforme a lo 

establecido en el inciso 1, del 

artículo 475 del Código Procesal 

Civil, por no tener una vía 

procedimental propia, por la 

naturaleza y complejidad. 

 X 

Inicialmente, se agruparon los expedientes correspondientes a las resoluciones de 

adecuación de la vía procedimental, teniendo como criterios de organización el número de 

expediente, el tipo de pretensión principal solicitada, el número de identificación de la resolución 

que dispone la adecuación, la fundamentación que efectuó el magistrado para disponer la 

modificación de la vía procedimental y la valoración general del nivel de motivación concurrente, 

aspecto que se ejecutó teniendo en cuenta los cánones constitucionales de la debida motivación. 

Considerando tales aspectos, se ordenaron los 11 expedientes recabados y se identificaron 7 
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pretensiones de nulidad del acto jurídico, 1 de anulabilidad del acto jurídico, 1 de impugnación de 

herencia, 1 de reivindicación y 1 de restitución de servidumbre. De igual forma, en todos los casos, 

la fundamentación de la adecuación no superó las tres líneas de texto, limitándose a invocar el 

inciso 1 del artículo 475 del Código Procesal Civil y, en algunos casos, citar en forma genérica el 

término de complejidad. En lo concerniente a la existencia de motivación calificada, no se observó 

el cumplimiento de tal exigencia en ninguno de los casos bajo análisis, aspecto que se retomó en 

el desarrollo de la tabla 4. 

Al efectuar la observación de los datos extraídos, queda claro que los procesos 

identificados, en cumplimiento estricto de los límites plasmados en la investigación, consisten en 

pretensiones que, a la luz del contenido adjetivo vigente, carecen de una vía procedimental propia. 

No obstante, esto no es óbice para reconducirlos a la vía del proceso de conocimiento, práctica que 

se ha mantenido como tradición consuetudinaria a raíz de la prescripción normativa del Código de 

Procedimientos Civiles de 1912, donde la apertura que se daba a la discrecionalidad del juez solo 

permitía la reconducción al juicio ordinario, explicando que la fundamentación jurídica invocada 

en los autos admisorios sea una de remisión al numeral 1 del artículo 475, cuya lectura textual 

aprecia la fórmula normativa de “carecer de una vía procedimental propia (…) y, cuando por su 

naturaleza o complejidad, el juez valore positivamente su tramitación” (Código Procesal Civil, 

1993, Artículo 475). Sin embargo, al revisar el numeral 8 del artículo 486, correspondiente a la 

adecuación del proceso abreviado, y el numeral 6 del artículo 546, correspondiente a la adecuación 

del proceso sumarísimo, se aprecia la misma fórmula que han citado los jueces de primera instancia 

en las resoluciones bajo análisis. Tomando en cuenta tal situación, y valorando que no se han 

expresado fundamentos de hecho que posibiliten sostener la complejidad invocada por los 

juzgadores y que el único fundamento de derecho no es idóneo para justificar el efecto de 

adecuación, se identificó la concurrencia de una motivación insuficiente, al no brindar las razones 

de hecho suficientes, y una motivación aparente, en el extremo de la fundamentación jurídica 

inidónea. Esto explica la carencia de una motivación calificada, supuesto que, según el aporte 

teórico ofrecido en el marco teórico, es susceptible de justificar la interposición de un recurso de 

nulidad, al menos de forma preliminar, ya que aún se debe considerar el perjuicio efectivo y la 

concurrencia del principio de subsanación. 
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En seguimiento de los datos descritos, una vez que se explicó e interpretó la información 

ofrecida en la tabla 2, se continuó con la clasificación numérica de las resoluciones que contaban 

con vicios en su motivación, aspecto que se detalló en la subsiguiente tabla 3 y que se graficó 

mediante la figura 3.  

Tabla 2.  

Cuantificación De La Motivación Calificada En Las Resoluciones De Adecuación De La Vía 

Procedimental 

Número total de 

resoluciones de adecuación 

Número total de 

resoluciones debidamente 

motivadas 

Número total de 

resoluciones con vicios de 

motivación 

11 0 11 

Figura 1.  

Cuantificación De Resoluciones De Adecuación Debidamente Motivadas 

 

0%

100%

Resoluciones Debidamente Motivadas

Resoluciones Motivadas

Resoluciones con vicios de motivación
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Lo descrito, permitió afirmar que, de las 11 resoluciones que dispusieron la adecuación de 

la vía procedimental, la totalidad de las mismas cuentan con defectos graves de motivación, 

enmarcándose en la motivación aparente y la motivación insuficiente. Por tal razón, se estimó que 

el número de resoluciones de adecuación de la vía procedimental que se encontraron acorde a los 

estándares constitucionales de la debida motivación es de 0, ya que en la totalidad de ellas se 

encontraron graves patologías en el razonamiento justificativo del magistrado, quebrando las 

exigencias constitucionales mínimas de la debida motivación y generando una manifiesta 

vulneración al derecho-garantía del debido proceso. 

3.2. Demostración De La Aplicación De La Nulidad Procesal En Las Resoluciones de 

Adecuación De La Vía Procedimental Para Resguardar Los Principios Procesales Y Las 

Garantías Del Debido Proceso 

Una vez efectuada la identificación de los autos admisorios que no se encuentran acorde a 

los cánones constitucionales de la debida motivación, en el aspecto vinculado a la vía 

procedimental correspondió la evaluación en la aplicación de la nulidad procesal en los supuestos 

de casos simples o complejos, ante la inimpugnabilidad de la vía procedimental en los procesos de 

cognición civil. 

Para cumplir con los alcances del objetivo general, se desarrollaron de forma específica 

desde la tabla 4 hasta la tabla 7. Inicialmente, se ejecutó una clasificación de las resoluciones de 

adecuación de la vía procedimental, identificando su vía procedimental, siguiendo por la 

identificación de la complejidad procesal efectiva, continuando con la clasificación preliminar en 

casos simples o complejos, para finalizar con el contraste teórico de la nulidad procesal para 

corroborar su factibilidad. 

Tabla 3.  

Adecuación Procesal En La Modificación De La Cognición Y Planteamiento De La Nulidad 

N° de 

expediente 

Vía 

procedimental 

Vía 

procedimental 

Reducción o Aumento 

en la cognición 

Planteamiento 

de la nulidad 
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solicitada reconducida procesal 

Redujo Aumentó Si No 

01506-2018-

0-0401-JR-

CI-04 

Sumarísimo Conocimiento  X  X 

00960-2018-

0-0401-JR-

CI-01 

Sumarísimo Conocimiento  X  X 

05015-2018-

0-0401-JR-

CI-04 

Abreviado Conocimiento  X  X 

00613-2018-

0-0401-JR-

CI-01 

Abreviado Conocimiento  X  X 

01229-2018-

0-0401-JR-

CI-01 

Abreviado Conocimiento  X  X 

05592-2018-

0-0401-JR-

CI-01 

Sumarísimo Conocimiento  X  X 

00981-2018-

0-0401-JR-

CI-05 

Sumarísimo Conocimiento  X  X 

03493-2018-

0-0401-JR-

CI-04 

Abreviado Conocimiento  X  X 

01014-2018-

0-0401-JR-

CI-01 

Sumarísimo Conocimiento  X  X 
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05509-2018-

0-0401-JR-

CI-04 

Sumarísimo Conocimiento  X  X 

02114-2018-

0-0401-JR-

CI-04 

Sumarísimo Conocimiento  X  X 

Seguidamente, se procedió a recopilar los datos referentes a la modificación de la cognición 

que supuso la adecuación de la vía procedimental. En concreto, la información se organizó 

mediante la consignación del número del expediente, la vía procedimental solicitada, la vía 

procedimental reconducida por el magistrado, el aumento o reducción de la cognición y si, de la 

revisión de los principales actuados en el expediente, existió el recurso de nulidad para cuestionar 

la adecuación procedimental. De lo observado en los expedientes bajo análisis, se estableció lo 

siguiente: en 7 casos se solicitó la aplicación del proceso sumarísimo y en 3 de ellos se consideró 

que el asunto controvertido debió ventilarse por la vía abreviada, empero, en la totalidad de los 11 

casos, la vía procedimental encausada fue siempre la del proceso de conocimiento. Así también, 

al haberse solicitado el uso de una vía procedimental de menor cognición, en los 11 casos existió 

un aumento en la cognición requerida. De igual forma, en ninguno de los casos se ha planteado el 

recurso de nulidad para cuestionar el uso de la discrecionalidad judicial. 

La modificación de la vía procedimental, adicionada a la falta de motivación suficiente, 

supone un grave problema a los estándares convencionales del debido proceso. Entender el uso de 

la facultad discrecional en un entorno que genera un perjuicio efectivo, supuesto que se retomó en 

la tabla 7, debe corresponderse con la correcta determinación de lo pretendido. En la totalidad de 

los casos bajo análisis, la cognición que el juez consideró requerir fue mayor a la solicitada por las 

partes. Por lo tanto, de acreditarse que los casos, ya sean simples o complejos, pudieron tener un 

curso de tramitación más célere, en sentido amplio se estarían vulnerando los alcances del principio 

de celeridad procesal. Sin embargo, no se le puede acuñar toda la responsabilidad a los jueces y al 

uso injustificado de su facultad discrecional, sino también al ejercicio práctico de los litigantes, los 

cuales no defendieron que el asunto controvertido sea conocido por la vía procedimental más 
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idónea, a su juicio, hecho demostrado con la inexistencia de recursos que cuestionen la vía 

procedimental elegida. 

Por lo tanto, al momento de evaluar la aplicación de la nulidad procesal para cuestionar la 

adecuación de la vía procedimental por la complejidad del caso, se debe partir por reconocer la vía 

procedimental solicitada y la vía procedimental concedida por el magistrado. Esto a fin de 

contrastar si el recurso de nulidad, en caso se haya adecuado a una vía procedimental demasiado 

lata o indebidamente rápida, suponga un recorte a los derechos inherentes a la garantía del debido 

proceso. Adicionalmente, se precisa que el contenido a evaluar es de índole teórico ya que, en la 

práctica, no se han encontrado recursos de nulidad interpuestos por los litigantes, demostrando que 

la institucional de la nulidad procesal, junto con su desconocimiento, es percibida como un 

mecanismo de dilación.  

Tabla 4.  

Identificación De La Complejidad Procesal Objetiva O Rigor Técnico 

N° de expediente Criterios de 

Complejidad 

Cuantificación 

1 2 3 4 5 6 7 8 9 +10 

01506-2018-0-0401-JR-

CI-04 

Pluralidad de 

sujetos 

   X       

Pretensiones X          

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

    X      

05015-2018-0-0401-JR-

CI-04 

 

Pluralidad de 

sujetos 

    X      

Pretensiones X          

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

      X    

00960-2018-0-0401-JR-

CI-01 

Pluralidad de 

sujetos 

  X        
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 Pretensiones X          

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

     X     

00613-2018-0-0401-JR-

CI-01 

 

Pluralidad de 

sujetos 

   X       

Pretensiones X          

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

  X        

01229-2018-0-0401-JR-

CI-01 

 

Pluralidad de 

sujetos 

   X       

Pretensiones  X         

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

   X       

05592-2018-0-0401-JR-

CI-01 

 

Pluralidad de 

sujetos 

         X 

Pretensiones   X        

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

         X 

00981-2018-0-0401-JR-

CI-05 

 

Pluralidad de 

sujetos 

 X         

Pretensiones X          

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

X          

03493-2018-0-0401-JR-

CI-04 

 

Pluralidad de 

sujetos 

 X         

Pretensiones X          

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

X          

01014-2018-0-0401-JR- Pluralidad de     X      
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CI-01 

 

sujetos 

Pretensiones X          

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

   X       

05509-2018-0-0401-JR-

CI-04 

 

Pluralidad de 

sujetos 

   X       

Pretensiones  X         

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

    X      

02114-2018-0-0401-JR-

CI-04 

 

Pluralidad de 

sujetos 

  X        

Pretensiones X          

Pruebas ofrecidas 

no documentales 

 X         

Luego, se elaboró un esquema preliminar que pretendió asignarles a cada expediente una 

determinación de complejidad por rigor técnico en concreto, tomando como punto de referencia a 

una serie de criterios objetivos, mismos que arrojaron una idea sobre el nivel de complejidad del 

que gozó la tramitación del asunto controvertido. Los criterios para considerar fueron la pluralidad 

de sujetos intervinientes, el número de pretensiones esgrimidas y las pruebas de actuación 

inmediata ofrecidas, sin considerar los medios probatorios que gozan de la calidad de documental. 

De la revisión realizada, se identificó el nivel de complejidad teórica de los expedientes, resaltando 

el caso del Expediente N° 05592-2018-0-0401-JR-CI-01, que goza de un nivel de complejidad 

alto. 

Se debe precisar que, si bien los criterios de clasificación responden a la lógica del proceso 

civil, lo cierto es que no han sido recogidos como supuestos obligatorios. No obstante, se han 

planteado de la siguiente forma para dar un mínimo de organización a los criterios en el proceso 

civil. De la observación efectuada, solo el Expediente N° 05592-2018-0-0401-JR-CI-01 tiene un 

grado de complejidad que pudo promover su adecuación al proceso de conocimiento, empero, tal 



 

115 

situación no ha sido especificada en la motivación respectiva, así como tampoco en el resto de los 

expedientes. 

Dichas consideraciones, permitieron afirmar que, al evaluar la aplicación de la nulidad 

procesal para cuestionar la adecuación de la vía procedimental por la complejidad del caso, se tiene 

que realizar una clasificación de ciertos elementos objetivos, entre los que se ofrece la pluralidad 

de sujetos, el número de pretensiones y el número de pruebas ofrecidas que escapen del sustento 

documental. De esta forma, es posible otorgar un mayor grado de justificación a los casos simples 

y complejos para, de esta forma, evitar recaer en un supuesto de falta de motivación. Por tal, en 

estos sustentos, cuando no se han detallado los elementos descritos para efectuar la adecuación, se 

afirma que la posibilidad de aplicar la nulidad procesal es susceptible de saltarse los supuestos de 

inimpiugnabilidad ya que el principio de subsanación no es susceptible de desplegarse, aspecto 

que se retomará en la tabla 6. 

Tabla 5.  

Clasificación Preliminar En Casos Simples Y Casos Complejos 

Clasificación mediante el esquema 

estándar de la complejidad del caso 

N° de expediente 

Casos Simples 00981-2018-0-0401-JR-CI-05 

03493-2018-0-0401-JR-CI-04 

02114-2018-0-0401-JR-CI-04 

Casos Complejos 01506-2018-0-0401-JR-CI-04 

05015-2018-0-0401-JR-CI-04 

00960-2018-0-0401-JR-CI-01 

00613-2018-0-0401-JR-CI-01 

01229-2018-0-0401-JR-CI-01 

05592-2018-0-0401-JR-CI-01 

01014-2018-0-0401-JR-CI-01 

05509-2018-0-0401-JR-CI-04 
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A continuación, una vez establecidos los criterios tentativos de objetividad para la 

determinación del rigor técnico en el proceso, se procedió a evaluar la incidencia de la complejidad 

que se manifiesta en la aplicación de la norma en el caso en concreto. Esto generó la utilización 

del esquema convencional de la argumentación jurídica que clasifica los casos en simples y 

complejos, basándose en si se requiere, para solucionarlos, la estricta aplicación de la norma o si 

se requiere un margen de interpretación judicial ante la indeterminación de la norma. Al momento 

de evaluar el contenido de la demanda, se identificó que solo 3 casos respondían a una clasificación 

que los cataloga como simples, siendo estos los hechos controvertidos contenidos en los 

Expedientes N° 00981-2018-0-0401-JR-CI-05, 03493-2018-0-0401-JR-CI-04 y 02114-2018-0-

0401-JR-CI-04. 

La revisión de los principales actuados posibilitó identificar que los 3 casos precisados son 

los únicos que motivarían la interposición del recurso de nulidad. Aunque en la totalidad de los 

expedientes revisados concurran graves defectos de motivación, el incidente de nulidad no 

prosperaría, ya que se encuentra ante supuestos de convalidación y de inexistencia de un perjuicio 

efectivo. Esto se debe a que el magistrado ha adecuado una vía que requiere mayor nivel de 

cognición, a diferencia del sugerido por el litigante. 

Respecto a este nivel de análisis, es posible alegar que, al evaluar la aplicación de la nulidad 

procesal para cuestionar la adecuación de la vía procedimental por la complejidad del caso, para 

considerar su procedencia como mecanismo procesal que permita quebrar las restricciones de la 

inimpugnabilidad, se tiene que valorar si el caso concreto es susceptible de clasificarse como un 

caso simple o complejo. Esto con el fin de ponderar los principios de conservación del acto y el 

supuesto de vulneración a los cánones del debido proceso y la necesidad de no solo contar con una 

decisión motivada, sino que de la interposición del recurso se desprenda una auténtica vulneración 

a las garantías procesales. 

Tabla 6.  

Posibilidad En El Uso De La Nulidad Procesal 
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N° del expediente Factibilidad 

de la 

nulidad 

Justificación de la factibilidad 

Si No 

01506-2018-0-0401-JR-CI-04  X Aplicación del Principio de Subsanación 

Aplicación de la máxima pas nullité sans grief 

00960-2018-0-0401-JR-CI-01  X Aplicación del Principio de Subsanación 

Aplicación de la máxima pas nullité sans grief 

05015-2018-0-0401-JR-CI-04  X Aplicación del Principio de Subsanación 

Aplicación de la máxima pas nullité sans grief 

00613-2018-0-0401-JR-CI-01  X Aplicación del Principio de Subsanación 

Aplicación de la máxima pas nullité sans grief 

01229-2018-0-0401-JR-CI-01  X Aplicación del Principio de Subsanación 

Aplicación de la máxima pas nullité sans grief 

05592-2018-0-0401-JR-CI-01  X Aplicación del Principio de Subsanación 

Aplicación de la máxima pas nullité sans grief 

00981-2018-0-0401-JR-CI-05 X  Motivación Insuficiente 

Motivación Aparente 

03493-2018-0-0401-JR-CI-04 X  Motivación Insuficiente 

Motivación Aparente 

01014-2018-0-0401-JR-CI-01  X Aplicación del Principio de Subsanación 

Aplicación de la máxima pas nullité sans grief 

05509-2018-0-0401-JR-CI-04  X Aplicación del Principio de Subsanación 

Aplicación de la máxima pas nullité sans grief 

02114-2018-0-0401-JR-CI-04 X  Motivación Insuficiente 

Motivación Aparente 

Como último punto de evaluación para exponer la factibilidad de la nulidad procesal, se 

clasificaron los expedientes respecto de su inclinación a derivar en un pronunciamiento positivo 
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respecto de la nulidad procesal. En este último apartado, se consideraron las etapas previas que se 

desarrollaron a lo largo del numeral 3.2 del presente capítulo, encontrándose que los únicos 

supuestos que fueron plenamente catalogados como positivos, respecto del recurso de nulidad 

fueron los Expedientes N° 00981-2018-0-0401-JR-CI-05, 03493-2018-0-0401-JR-CI-04 y 02114-

2018-0-0401-JR-CI-04, mientras que el resto no fueron susceptibles de arrojar tal resultado. 

Toda la información recabada en el marco teórico, junto con las etapas previas de la 

evaluación que se desarrolló a lo largo del numeral 3.2, permitió identificar que, aunque la 

motivación se encuentra viciada, de la revisión de las vías procedimental reconducidas, los criterios 

de rigor técnico y los criterios de clasificación por complejidad o simplicidad de los asuntos 

controvertidos, se demostró que, aunque dichos pronunciamientos hubieran obedecido los cánones 

constitucionales de la debida motivación, el resultado hubiera sido el mismo, tanto por la 

inamovilidad del sentido de la decisión como también del aseguramiento de las garantías 

necesarias para el caso en particular, evitando la generación de un perjuicio efectivo, traduciéndose 

en la falta de perjuicio al principio de subsanación y a la máxima máxima pas nullité sans grief. 

No obstante, dicha situación no concurrió para los 3 expedientes identificados, donde el supuesto 

de falta de motivación propició una reconducción procedimental incorrecta de los casos contenidos 

en dichos expedientes. Por lo tanto, la evaluación de la pertinencia de la nulidad procesal si fue 

positiva para quebrar las barreras restrictivas de la inimpugnabilidad procesal. 

Todo lo argumentado, permite dar, como respuesta definitiva, que evaluar la aplicación de 

la nulidad procesal para cuestionar la adecuación de la vía procedimental por la complejidad del 

caso, fue positiva respecto a 3 de las 11 resoluciones de adecuación de la vía procedimental. Sin 

embargo, se precisa que, para efectuar, de forma idónea tal revisión, se necesita transitar por un 

camino de corroboración que contempla los siguientes pasos. Inicialmente, para defender la 

interposición del recurso de nulidad se debe verificar la existencia de una motivación cualificada, 

pasando por reconocer la modificación de la vía procedimental, prosiguiendo por la revisión del 

cumplimiento de los requisitos de complejidad objetiva, para arribar a la clasificación final del 

caso en simple o complejo, a fin de evaluar si el principio de subsanación y la máxima de pas 

nullité sans grief fueron incumplidos, dando una respuesta positiva a la pertinencia de la nulidad 
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procesal. 

3.3.  Corroboración De La Hipótesis Formulada 

3.3.1. Corroboración De La Hipótesis General. 

Al principio de la investigación, se planteó, como hipótesis general que: Porque la 

aplicación de la nulidad procesal en las resoluciones de adecuación de la vía procedimental, por la 

complejidad del caso, es pertinente porque resguarda el principio de celeridad procesal, las 

garantías del debido proceso y los principios inherentes a la conservación del acto procesal, 

siempre y cuando se corrobore que tales principios y garantías han sido vulnerados por una 

indebida motivación de las resoluciones judiciales, la contravención al principio de subsanación y 

la máxima pas nullité sans grief, en la Corte Superior de Justicia de Arequipa, 2018. 

Una vez concluida la investigación y habiéndose expuesto la utilización de la teoría en 

casos reales, presentes en la sección de resultados, se considera que la hipótesis fue corroborada 

en la mayor parte de su extensión, gracias a las siguientes consideraciones: 

Inicialmente, de la revisión conjunta de los autos admisorios, no se evidenció una 

motivación cualificada, limitándose a realizar una referencia genérica al postulado del numeral 1 

del artículo 475 del Código Procesal Civil, haciendo referencia a la adecuación por complejidad 

del proceso de conocimiento. Esto es una copia de la redacción normativa para el proceso 

abreviado y sumarísimo, lo que en esencia deriva en una motivación aparente. En términos 

generales, no se halló que en las resoluciones exista una correcta fundamentación para la 

adecuación de la vía procedimental, generando una vulneración al derecho a la debida motivación 

de las resoluciones judiciales. Este hecho que se correlaciona a lo prescrito en la Casación N° 

1622-2011-Lima Norte en su fundamento sexto, respecto a que “no puede sostenerse que, en el 

aspecto de la fundamentación jurídica, la cita o remisión normativa pueda ser considerada como 

una correcta motivación” (Casación 1622-201/ Lima Norte, 2011, pp. 96700 - 96702).  

Seguidamente, dichos vicios en la motivación, como se ha mencionado en el aspecto 

teórico, constituyen una vulneración a uno de los elementos requeridos para la validez del acto 
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procesal, el cual es la debida motivación. En este contexto se requiere, a forma de realizar un 

correcto ejercicio de la función discrecional del juez, que el juzgador tome en cuenta criterios 

adicionales para realizar una correcta fundamentación, los cuales se han considerado en la sección 

de resultados y discusión. 

En los supuestos analizados, se observa la constante de la falta de motivación, pues se está 

sosteniendo la decisión en la mera remisión normativa, aspecto del cual se ha demostrado que 

resulta ser insuficiente al poder ser sostenido para cada uno de los procesos de cognición. Se debe 

agregar que, en términos del ejercicio de la abogacía privada en materia civil, los litigantes no 

suelen hacer uso de la institución de la nulidad procesal, esto en vista que, históricamente se le ha 

considerado como un medio de dilación injustificada del proceso civil. 

Sin embargo, y en reconocimiento de las limitaciones de la investigación, la nulidad 

procesal no puede ser delimitada como mecanismo infalible para sortear la inimpugnabilidad de la 

vía procedimental, aunque dicho término sea equivocado, ya que se necesita de una vulneración 

real, como parte de la máxima pas nullité sans grief, y que la carencia en la motivación incida 

directamente en el sentido de la decisión, denotando el rol protagónico del principio de subsanación 

en torno a la conservación del acto procesal. De igual forma, se reconoció la inexistencia de un 

listado taxativo de criterios que deban considerarse para otorgarle a un caso mayor necesidad de 

cognición en su rigurosidad técnica, cumpliendo con proponer una mezcla de supuestos objetivos, 

propios de la disciplina procesal, así como de las clasificaciones que yacen en la argumentación 

jurídica. 

Por lo tanto, se ha demostrado que es posible aplicar la nulidad procesal para recurrir dicha 

resolución de adecuación, siempre que el ejercicio discrecional del juez cause perjuicio. Sin 

embargo, tal vulneración no debe confundirse con una falta de motivación cualificada; es necesario 

que ni el principio de subsanación ni la máxima pas nullité sans grief sean aplicables. Solo de esta 

forma, se podrá sostener una contravención a las garantías procesales y al principio de celeridad 

procesal en sentido amplio, justificando la interposición de la nulidad procesal. 
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3.3.2. Corroboración De Las Hipótesis Específicas. 

Al iniciarse con la investigación, se trazaron un total de cinco interrogantes específicas, las 

cuales generaron la formulación de cinco hipótesis específicas, mismas que se desarrollaron a lo 

largo de la presente investigación, teniendo una corroboración que se detalla a continuación: 

Respecto a la primera hipótesis específica, se formuló que: la naturaleza jurídica de la 

nulidad procesal es dinámica, encontrando sustento en la doctrina nacional, al no figurar, de forma 

excluyente, como un remedio, recurso, pretensión o efecto, sino que se encuentra como un tipo 

procesal autónomo que garantiza el debido proceso, según la sistematicidad de las normas 

procesales que obran en el Código Procesal Civil. 

Considerando el recuento teórico que se efectuó, quedó evidenciado que la nulidad posee 

una naturaleza dinámica, misma que dificulta de sobremanera su clasificación inamovible. Ya bien 

sea como un efecto del recurso de apelación, como una pretensión independiente, como un recurso 

autónomo o como un remedio procesal, lo cierto es que, en lugar de clasificar a la nulidad procesal 

con una sola categoría, lo óptimo sería reconocer su dinamismo, aspecto que se justifica en la 

protección del debido proceso frente a vicios procesales susceptibles de generar vulneraciones a 

las garantías procesales, corroborando plenamente la primera hipótesis específica. 

Seguidamente, se corroboró la segunda hipótesis específica, la cual fue redactada de la 

siguiente forma: los supuestos de aplicación de la nulidad procesal en los procesos de cognición 

civil, según su desarrollo teórico que obra en los artículos 171 al 178 del Código Procesal Civil, 

así como en la doctrina nacional, son aquellos que se vinculan a la inobservancia de los requisitos 

de validez del acto procesal. 

Al efectuarse la revisión teórica, encontrando postulados nacionales que han expuesta la 

inspiración normativa de la nulidad nacional en los postulados italianos, se ha encontrado que los 

vicios susceptibles de desplegar el efecto nulificatorio son los vinculados a los requisitos de validez 

del acto procesal, corroborando parcialmente la hipótesis al considerar que, no cualquier vicio que 

incida en los requisitos de validez desplegará, teóricamente la nulidad ya que, como se ha 

desarrollado en la investigación, la nulidad solo puede plantearse respecto a los requisitos formales 
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del acto procesal, quedando exentos del campo de aplicación de la institución bajo análisis los 

defectos extraformales o los llamados supuestos de forma en sentido amplio, corroborando 

parcialmente la hipótesis específica, puesto que, no cualquier defecto en los requisitos de validez 

justifica la nulidad procesal. 

Posteriormente, se postula la tercera hipótesis específica, la cual contempló que: las 

condiciones fundamentales para que la resolución de adecuación de la vía procedimental se alinee 

a las exigencias constitucionales mínimas de la debida motivación es que debe contar con una 

subsunción mínima del hecho, que se expresen los criterios lógicos que le juez ha elegido para 

disponer la adecuación y que no existan defectos en la lógica interna de las premisas. 

En la correspondiente sección teórica, destinada a la debida motivación de las resoluciones 

judiciales, se efectuó un recuento sobre los pronunciamientos del Tribunal Constitucional respecto 

al contenido mínimo que debe revestir una resolución para considerarse motivada. En dicho 

apartado, se identificaron los supuestos de inexistencia de motivación, falta de motivación interna 

en el razonamiento, deficiencia en la motivación externa, motivación insuficiente y motivación 

incongruente. Trasladando los postulados teóricos al campo de la resolución de adecuación de la 

vía procedimental, cualquier tipo de defecto de motivación, siempre y cuando se vincula a la 

generación de un agravio a la parte perjudicada, es susceptible de justificar un recurso de nulidad. 

En conjunto con lo expuesto, y aterrizando lo descrito al campo de la adecuación de la vía 

procedimental, se necesita que la resolución exponga las razones lógicas mínimas de por qué el 

juez ha elegido una vía procedimental diferente a la que requiere el accionante, corroborando la 

hipótesis específica abordada. 

A continuación, se formuló la cuarta hipótesis específica, redactada de la siguiente forma: 

se estima que, al momento de efectuar la revisión en campo, menos de la mitad de las resoluciones 

de adecuación de la vía procedimental se encuentren acorde a los estándares constitucionales de la 

debida motivación. 

Al momento de recabarse la información en campo, siendo la unidad de estudio los autos 

admisorios donde operó la adecuación de la vía procedimental, se estimó, tentativamente, que se 
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encontraría que más de la mitad no cuenten con la debida motivación, esperando encontrar 

supuestos de motivación incongruente o por deficiencia en la estructura lógica, sin embargo; al 

concluir con la investigación se halló que, en ninguno de los casos, se motivó mínimamente la 

adecuación de la vía procedimental, a pesar que los artículos 477, 487 y 546 exigen, expresamente, 

la necesidad de motivar la adecuación de la vía procedimental, constituyendo una clara 

inobservancia a las disposiciones imperativas del Código Procesal Civil. En concreto, la constante 

fue la motivación insuficiente ya que, a pesar de que se colocaba el artículo pertinente para 

disponer la adecuación, no se efectuaba una labor mínima de subsunción, corroborando la hipótesis 

específica descrita. 

Finalmente, se planteó el quinto y última hipótesis específica, siendo redactada de la 

siguiente forma: la naturaleza jurídica de la institución procesal de la inimpugnabilidad sea la de 

restringir el ejercicio abusivo de la facultad de impugnar, salvaguardando la estabilidad de las 

instituciones procesales como el principio de conservación del acto. 

Una vez se concluyó con la revisión de los principales postulados teóricos centrados en la 

inimpugnabilidad, se encontró que la mencionada institución funge como una limitación al derecho 

a recurrir de los justiciables, justificado en evitar que se desnaturalice la primacía del fondo sobre 

la forma, meritando un ejercicio abusivo de las facultades de apelar o recurrir para proteger las 

formas procesales. De igual forma, principios tales como el de conservación del acto se 

contraponen al excesivo formalismo del proceso, dándole a la institución de la inimpugnabilidad 

una naturaleza protectora en el avance ordinario del proceso, sobre todo para aquellas situaciones 

donde el acto procesal es incapaz de generar perjuicios a los accionantes. Adicionalmente, 

siguiendo las posturas de Ugo Rocco y Alvarado Velloso, se considera que el término de 

inimpugnabilidad es inexacto y que el legislador, efectuando una interpretación sistemática, ha 

querido utilizar el término de “inapelabilidad”, al rememorar que cualquier resolución, por 

naturaleza, es recurrible. 

4. Conclusiones 
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PRIMERA: Se ha determinado que la naturaleza jurídica de la nulidad procesal es dinámica. Por 

un lado, se presenta como el efecto nulificatorio en los diferentes tipos recursales. No 

obstante, también posee reconocimiento mediante el incidente de nulidad o como un 

remedio autónomo que se denomina recurso de nulidad. De esta forma, se reconoce 

su imposibilidad de catalogarla en un grupo restrictivo, ya que su utilidad se dirige a 

tutelar el debido proceso cuando se han transgredido los requisitos formales y 

extraformales. Mediante el entendimiento dinámico de la nulidad procesal, fue 

posible sostener un modelo de control de la motivación para la facultad discrecional, 

así como lo han argumentado Alvarado Velloso y Ugo Rocco. 

SEGUNDA: Se ha determinado que, los supuestos de aplicación de la nulidad procesal en los 

procesos de cognición civil se circunscriben a aquellos vicios que hayan recaído 

sobre los requisitos formales, haciendo alusión a la forma en sentido estricto. En este 

conjunto de requisitos se enmarcan todos aquellos que dictan el cómo debe darse la 

materialización del acto en el campo del proceso, abordando el modo, tiempo y lugar. 

Respecto del modo, se contempla la remisión al artículo 122 del Código Procesal 

Civil, mismo que se enfoca en los elementos esenciales que deben tener las 

resoluciones judiciales, ejemplo clásico del acto jurisdiccional, en donde se precisa 

la indicación del lugar, el número de orden, el plazo para el cumplimiento, la condena 

de costas y costos, la suscripción el juez y del auxiliar jurisdiccional, la expresión 

concreta de lo decidido y, sobre todo, la mención sucesiva de los puntos sobre los 

que versa la resolución, consideraciones, los fundamentos de hecho y de derecho 

que sostienen la decisión7. Este último requisito, se refiere a la necesidad de que los 

pronunciamientos jurisdiccionales cuenten con una debida motivación, con la 

salvedad de los decretos. En contrario sensu, es posible afirmar que cualquiera de los 

defectos de motivación, desde la inexistencia hasta la sustancialmente incongruente, 

 

7
Subrayado y resaltado propio 
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sean capaces de promover un recurso de nulidad fundado, al tutelar los aspectos 

esenciales del derecho al debido proceso. 

TERCERA: Se han identificado, como condiciones fundamentales para que la adecuación de la 

vía procedimental cumpla los estándares constitucionales de la debida motivación, la 

necesidad de contar con una mínima labor de subsunción por parte del juzgador, así 

como la presencia mínima de fundamentos de hecho y de derecho que logren reforzar 

la decisión de modificar la vía procedimental o adecuarla a la más idónea necesita. 

Para considerarse motivada, es necesario exponer, como mínimo, razones cuyos 

fundamentos sean idóneos para defender la decisión del juez, que las premisas 

cumplan con los criterios de lógica interna y no posean defectos en su valoración, 

asegurando que lo concedido sea congruente con lo solicitado. Adicionalmente, a fin 

de contar con los fundamentos indispensables para que no concurra la motivación 

insuficiente, se asimilan los postulados de la argumentación jurídica, con el objetivo 

de utilizar la clasificación de casos simples y complejos para cumplir con las 

exigencias mínimas de motivación en la adecuación por el criterio de rigurosidad 

técnica. 

CUARTA:  Se ha estimado que el número de resoluciones de adecuación de la vía procedimental 

que se encuentran acorde a los estándares constitucionales de la debida motivación 

es de 0. Del total de resoluciones que disponían el reencauzamiento de la vía 

procedimental, en todas ellas se han identificado supuestos de indebida motivación, 

contraviniendo los cánones de la debida motivación. En específico, en la totalidad de 

los supuestos bajo revisión se encontró la concurrencia de las patologías de la 

motivación judicial, consistentes en motivación aparente y la motivación 

insuficiente. 

QUINTA:  Se ha determinado que, la naturaleza jurídica de la institución procesal de la 

inimpugnabilidad radica en fungir como una barrera contra el abuso de la facultad de 

impugnar o cuestionar la decisión jurisdiccional. Dicho impedimento busca tutelar la 

conservación de ciertos valores en el proceso, tales como la conservación del acto 
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procesal o el principio de celeridad procesal, frente al cuestionamiento innecesario 

de las resoluciones que, por su estructura y contenido, son incapaces de generar 

agravios. No obstante, cuando se extrapolan los alcances de la inimpugnabilidad a 

decisiones que son susceptibles de causar agravio, como sucedió con la resolución de 

adecuación de la vía procedimental, la finalidad de la institución se desnaturaliza y 

representa un mero formalismo. Inclusive, en estricto, la inimpugnabilidad entraña 

un error terminológico ya que, tal y como lo expuso Alvarado Velloso, lo que el 

ordenamiento judicial regula, en esencia, es la inapelabilidad pues, toda resolución 

es susceptible de ser impugnada o recurrible. 

SEXTA:    Se ha demostrado que la aplicación de la nulidad procesal en las resoluciones de 

adecuación de la vía procedimental, por la complejidad del caso, es pertinente porque 

resguarda el principio de celeridad procesal, las garantías del debido proceso y los 

principios inherentes a la conservación del acto procesal, en la Corte Superior de 

Justicia de Arequipa, 2018. Sin embargo, es fundamental considerar tanto la vía 

procedimental solicitada como la concedida por el magistrado, especialmente cuando 

la vía impuesta supone una reducción de los derechos inherentes a la garantía del 

debido proceso; clasificar los elementos objetivos, a fin de otorgar un mayor grado 

de justificación a los casos simples y complejos; valorar si el caso concreto es 

susceptible de clasificarse como un caso simple o complejo, a fin de ponderar los 

principios de conservación del acto y el supuesto de vulneración a los cánones del 

debido proceso. Al momento de seguir los pasos descritos, se logrará establecer si el 

principio de subsanación y la máxima de pas nullité sans grief fueron incumplidos, 

dando una respuesta positiva a la pertinencia de la nulidad procesal que, para la 

revisión de los casos conocidos por la Corte Superior de Justicia de Arequipa, para 

el año 2018, dio como respuesta que 3 de las 11 resoluciones de adecuación son 

susceptibles de ser anuladas mediante el recurso de nulidad. 

 

 



 

127 

CAPÍTULO III: MARCO OPERATIVO 

La presente investigación fue ejecutada con la finalidad de, tal y como se observa de la 

transcripción del objetivo general, evaluar si la nulidad procesal puede usarse como mecanismo 

eficaz para cuestionar la adecuación de la vía procedimental. Esto, considerando la aparente 

impenetrabilidad jurídica de la inimpugnabilidad recursal, prestándose para la consecución de una 

arbitrariedad judicial, condenando al justiciable a plazos irrazonablemente cortos o 

desmedidamente largos, la nulidad procesal, como mecanismo autónomo, sería susceptible de 

fungir como la técnica procesal idónea para restablecer la justicia a impartirse. 

El diseño elegido para el marco metodológico, considerando la corroboración de la 

hipótesis, misma que pregona la idoneidad de la nulidad procesal para recurrir dicha resolución al 

no suponer impugnación sino recurribilidad, identificando una aparente falta de motivación a la 

hora en que el juez, en uso de su poder discrecional, reconduce o impone una vía procedimental 

que no se condice con los requerimientos del caso en concreto. 

Posteriormente, se utilizó como ubicación espacial a los juzgados civiles de la Corte 

Superior de Justicia de Arequipa. Al representar el organismo público central, que concentra la 

resolución de conflictos elevados a sede judicial en el departamento de Arequipa, supone que gran 

parte de los asuntos controvertidos de materia civil serán distribuidos entre sus diversos juzgados, 

constituyendo la revisión de los pronunciamientos emitidos por sus magistrados de especial interés 

para la comunidad jurídica en todo el distrito judicial. En suma, con la determinación de la 

ubicación espacial, se adiciona la ubicación temporal, considerando el periodo anual 2018. Dicho 

periodo ha sido escogido al evaluar el presupuesto normativo que impone el artículo 10 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial, mismo que limita el Principio de Publicidad, referido al acceso de 

terceros a los expedientes judiciales, ante el fenecimiento de los procesos respectivos. Ante tal 

previsión, se consideró que, durante el año 2018, la gran mayoría de procesos civiles iniciados ya 

se encontraban en calidad de fenecidos, estando disponibles para su consulta en el archivo central. 

Así mismo, se consideró la necesidad de contar con pronunciamientos actuales, a fin de actualizar 

el conocimiento en materia jurídica, dando un margen próximo de cinco años. Por tal razón, al 

contrastar lo impuesto por el artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial con el plazo medio 



 

128 

para la actualización del conocimiento, se ha justificado la utilización temporal del periodo anual 

2018. 

En suma, con los aspectos previos fundamentados, se precisa que la construcción 

metodológica fue elaborada teniendo como parámetros centrales la rigurosidad científica. Se 

aplicaron criterios de inclusión y exclusión a fin de descartar cualquier tipo de sesgo, realizando 

una exploración de la totalidad de los pronunciamientos civiles que, en uso de la discrecionalidad 

jurisdiccional, han impuesto o redirigido la vía procedimental propuesta. A partir de esta 

recopilación de información, se logra observar que, respecto del levantamiento de información 

para el desarrollo del capítulo de resultados, se ha estudiado el universo y no una muestra en 

particular. 

Para concluir el presente apartado introductorio, se menciona que, para desarrollar el 

presente capítulo, se han utilizado como títulos generales los siguientes: enfoque de la 

investigación, alcance de la investigación, diseño de la investigación, determinación de la unidad 

de estudio, criterios de recolección de datos, instrumentos utilizados y su validación mediante el 

juicio de expertos, sistema de citación aplicado, sometimiento a la ley de confidencialidad de datos 

y la declaración de no encontrarse incurso en conflicto de intereses. 

1. Tipo y Nivel de Investigación 

Comúnmente, el tipo de investigación se conceptualiza con la forma en que se aborda una 

determinada problemática, considerando los alcances de sus diversos aspectos metodológicos 

como la formulación de objetivos, la técnica de muestreo aplicada o la consistencia de la hipótesis.  

Inicialmente, reivindicando a la disciplina de las ciencias jurídicas como una autónoma e 

independiente, características que provocan que su diseño metodológico para la creación de 

investigaciones científicas varíe respecto a las demás ciencias sociales, se tiene que, el tipo de 

investigación jurídica a utilizar “dependa de la incidencia de las diversas teorías que separan el 

objeto de investigación del sujeto que investiga, haciendo especial mención a la presencia del 

iusnaturalismo, el positivismo jurídico o la difundida teoría trialista” (Valencia y Marín, 2018, 

p.19). 
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Lo expuesto, ha generado que, en materia del tipo de investigación jurídica, se observe a la 

investigación del tipo dogmática y del tipo empírica. “La investigación dogmática, por su lado, se 

refiere a la revisión del contenido normativo de la norma, remarcándose los axiomas, conceptos, 

hipótesis, leyes o teorías normativas que buscan desarrollar la interpretación normativa de forma 

abstracta, mientras que la investigación empírica, en contraposición, se enfoca a la recogida de 

información relevante, trasladando el desarrollo normativo ya no a un entorno abstracto, sino a uno 

concreto, aspecto que se manifiesta mediante el contraste de la norma con casos reales” (Valencia 

y Marín, 2018, pp.20-23).  

La investigación planteada, por su contenido, busca la revisión de casos prácticos, 

contenidos en resoluciones de adecuación de la vía procedimental, a fin de evaluar la procedencia 

de la nulidad procesal como alternativa para cuestionar su falta de motivación, proyección que se 

logró cumplir mediante la determinación de la población y el diseño de una estrategia de muestreo. 

Por lo que, la investigación se adecuó al supuesto de la investigación empírica, al analizar casos 

reales y contrastarlos con la regulación normativa vigente de las formas procesales. No obstante, 

no es óbice la clasificación de la investigación como empírica para privarse de un desarrollo teórico 

de la institución de la nulidad procesal, supuesto que “es permisible para el tipo empírico, al poner 

bajo la luz la estructura real de los procesos de aplicación de las normas jurídicas” (Valencia, 2020, 

p.124) 

Seguidamente, se procedió a utilizar otro criterio de clasificación del tipo de investigación, 

el cual, según Delgado (2021), “se divide en el reconocimiento de dos tipos de investigación, los 

cuales son la investigación básica y la investigación aplicada. Cuando se aborda el tipo básico, se 

hace referencia a la exposición o contribución de un nuevo conocimiento, mediante la 

identificación de un nuevo problema. Por otro lado, la investigación aplicada se dirige a encontrar 

razones de aparición y generar propuestas de solución para un problema ya identificado” (p.2385). 

Reconociendo los alcances, dimensiones y profundidad de la investigación planteada, se encuentra 

que el tipo de investigación fue el de la investigación aplicada, “puntualizando que, el elemento 

central de la investigación aplicada es el aporte especializado para la resolución de profusos 

conflictos sociales” (Ramos et al., 2020, p.93). En el presente caso, tratándose de un desarrollo 
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teórico que pretende desentrañar los conflictos inherentes a la adecuación de la vía procedimental 

y defendiendo a la institución de la nulidad procesal como un mecanismo de solución del conflicto 

descrito, se vuelve evidente que se pretende resolver una controversia jurídico social mediante 

acciones de solución, mismas que oscilan en planteamiento de la nulidad procesal. 

1.1. Enfoque Metodológico De La Investigación 

Junto con las clasificaciones descritas sobre el tipo de la investigación, corresponde la 

evaluación del tipo de la investigación por la metodología de los datos utilizados o el enfoque 

metodológico de la investigación. Alejado de la dicotomía general que prevé el enfoque cualitativo 

y cuantitativo, se ha utilizado el enfoque mixto para abordar el presente problema de 

investigación. La utilización del enfoque mixto, o también llamado multimetódico o de 

triangulación, persigue una comprensión profunda del problema, profundidad que no puede ser 

obtenida mediante la utilización de los enfoques convencionales en forma aislada. El enfoque 

mixto, a raíz de su reciente data, suele verse minimizado por los enfoques tradicionales, dígase el 

cualitativo y cuantitativo. No obstante, su existencia es reconocida ampliamente por autoridades 

del sector, citando a Sampieri, Mendoza, Newman, Lieber, Weisner, entre otros. A juicio de 

Hernández Sampieri et al. (2014), “la investigación multimodal permite un entendimiento 

profundo del fenómeno, permitiendo una comprensión integral y holística, capitalizando las 

aproximaciones cualitativas y cuantitativas para aquellos fenómenos que deben abarcarse mediante 

el contraste numérico de transformaciones, variables o gráficas, pero también mediante la revisión 

de textos, símbolos o elementos visuales” (p.537). 

La explicación previa del enfoque mixto es necesaria, ya que, como menciona Hernández 

Sampieri y Mendoza (2018) “la familiaridad que otorga el enfoque mixto en las comunidades de 

investigación es poca o nula, haciéndose necesario repasar los postulados filosóficos esenciales y 

justificar la doble dimensión del problema”. Este enfoque, adecuado a la problemática que supone 

la adecuación de la vía procedimental y la aplicación de la nulidad procesal, reúne los requisitos 

de un problema complejo, con una doble dimensión que posibilita utilizar el enfoque mixto o 

triangular ya que, para la investigación, se considera los datos estadísticos que implica la duración 

media de los procesos judiciales, a fin de solventar la vulneración a la celeridad procesal que 



 

131 

implica una inadecuada vía procedimental. Además, se cuantifica el número de resoluciones que, 

ante las bases teóricas descritas, no reúnen los requisitos que exige una debida motivación de las 

resoluciones judiciales.  

Junto con la cuantificación previa, también se debe recurrir a la fundamentación general 

que hayan efectuado los magistrados, así como a la revisión teórica de los sustentos que 

sistematizan a la nulidad procesal, así como su posibilidad para interponerla ante resoluciones 

inimpugnables. A su vez, la aplicación del enfoque mixto para el presente caso permite concluir 

que el mecanismo idóneo para la revisión de los resultados obtenidos respecto a la posibilidad de 

aplicar la nulidad procesal sea el de la revisión independiente de caso por caso. 

1.2. Tipo O Nivel De Investigación 

Una vez justificado el enfoque a utilizar, se debe continuar con la elección del tipo de 

investigación. En este caso se aplicó la clasificación que se cimienta en el nivel de profundidad, 

misma que, en consideración de los objetivos trazados y las variables planteadas, es una de tipo 

exploratorio, descriptivo y explicativo. 

Si bien, en la gran mayoría de las investigaciones, se suele adoptar solo un tipo, lo cierto 

es que nada evita que se puedan elegir más de un tipo, siempre y cuando la razón de su vinculación 

responda a los alcances y dimensiones trazadas para el problema a desarrollar. Como respaldo de 

lo afirmado, se cita a Hernández Sampieri et al. (2014), el cual expresa que los elementos 

pertenecientes a un determinado tipo de investigación pueden encontrarse presentes en otro tipo 

diferente, o iniciar con un recorrido bajo, iniciando como exploratoria, y concluyendo como una 

de tipo explicativo. De este reconocimiento se afirma que “en ciertos casos en particular, la 

investigación puede empezar con una caracterización exploratoria, descriptiva, correlacional o 

explicativa, pero sin encasillarse únicamente en alguna de las ya mencionadas. Esta permisividad 

se relaciona con el hecho de que, aunque un estudio sea esencialmente exploratorio, contendrá 

elementos afines al tipo descriptivo, o un estudio que se proyecta como uno correlacional incluirá 

elementos descriptivos, siendo posible justificar combinaciones hasta de los cuatro tipos. Del 

mismo modo, así como una investigación puede tener elementos afines, también puede ser 
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progresiva, empezando como un tipo exploratorio, recurriendo a la descripción de los elementos 

que integran el problema encontrado, para explicar las causas que llegan a desencadenarlo en un 

tipo explicativo” (pp. 75-76). 

Según los alcances de la investigación, el tipo exploratorio se observa en la identificación 

y corroboración de la existencia de un problema con relevancia jurídica, encontrando que el 

ejercicio de la potestad discrecional que ostenta el juez, a la hora de ejecutar la adecuación de la 

vía procedimental, es susceptible de causar un agravio real en la esfera jurídica del justiciable, 

vulnerando principios tales como la celeridad. Seguidamente, el tipo descriptivo, considerado para 

la construcción teórica, se justifica en la ilustración de las principales teóricas que buscan describir 

las diferentes dimensiones que tiene el problema de investigación; en el caso particular, describir 

los inconvenientes prácticos que surgen de aplicar conceptos provenientes del derecho privado, los 

conflictos inherentes a la concepción jurisprudencial de la nulidad procesal y la concurrencia de 

una manifiesta falta de motivación en las resoluciones que imponen la adecuación de la vía 

procedimental. Para concluir el presente apartado, los elementos del tipo explicativo, cuya 

predominancia es observada en la revisión del capítulo de resultados, busca dirimir y justificar la 

falta de motivación en las resoluciones de adecuación de la vía procedimental, así como el rol que 

cumple la nulidad como mecanismo de control frente al uso arbitrario de la potestad discrecional 

del juez.  

En consideración con el alcance de la investigación, se han propuesto los objetivos, mismos 

que se han conservado desde la gesta del plan de tesis, teniéndolos de dos tipos diferenciados: unos 

que buscan la determinación teórica y la pertinencia de la nulidad procesal como técnica procesal 

para los supuestos de inimpugnabilidad y aquellos que buscan la revisión directa de los 

pronunciamientos emitidos en sede judicial. 

2. Diseño Metodológico 

5.1. Sujetos/ Unidades De Estudio 

En lo concerniente a la unidad de estudio, se expone que consistió en las resoluciones de 

adecuación de la vía procedimental, cuya totalidad estuvo contenida en los llamados “autos 
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admisorios”. 

5.2. Universo, Población Y Muestra 

Previamente a la determinación del universo, población y muestra, se vuelve a remarcar 

que la ubicación espacial, siendo esta la Corte Superior de Justicia de Arequipa; considerada al 

constituir el órgano principal para la resolución de conflictos en todo el distrito judicial del mismo 

nombre; al tener nuestra casa de estudios presencia en el distrito judicial mencionado, le compete 

el deber de colaborar en la detección de problemas relacionados a la administración de justicia y 

en la promoción de alternativas de solución. Además, se recuerda que, con la estructura de los 

módulos de justicia corporativos, se ha concentrado la mayor cantidad de jueces especializados en 

lo civil en la sede física de la Corte. 

La correcta determinación del universo, población y muestra guardan una íntegra relación 

de causa-efecto con el aporte científico de la investigación, evitando que esta puede tergiversarse 

y arrojar un juicio basado en la parcialización. Por ello, Hernández Sampieri et al. (2014) 

concluyen que “el propósito de la determinación del universo y la muestra es generalizar los 

resultados de un grupo referencial, con el propósito de replicar los estudios y que arrojen los 

mismos resultados” (p.6). En consideración a dichos presupuesto, y reconociendo que la validez 

científica de la investigación radica en la fiabilidad de los resultados, se han cuantificado el 

universo estimado, correspondiendo a la totalidad de los autos admisorios que han emitido los 

juzgados civiles durante el año 2018, dando un total 3293 estadística del Poder Judicial, tal y como 

se observa en la siguiente tabla. 

Tabla 7.  

Determinación Del Universo Estimado 

Juzgado Acto Procesal Cantidad 

Primer Juzgado Civil Auto Admisorio de Demanda 335 
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Segundo Juzgado Civil 300 

Tercer Juzgado Civil 253 

Cuarto Juzgado Civil 398 

Quinto Juzgado Civil 363 

Sexto Juzgado Civil 410 

Séptimo Juzgado Civil 347 

Octavo Juzgado Civil 291 

Noveno Juzgado Civil 297 

Décimo Juzgado Civil 299 

TOTAL: 3293 

Nota: El 11° juzgado civil, según el artículo tercero de la Resolución Administrativa N° 

311-2018-CE-PJ, “empezó a funcionar a partir del 31 de diciembre de 2018” (Resolución 

Administrativa N° 311-2018-CE-PJ, 2018, Artículo Tercero), por lo que su revisión excede a los 

propósitos de la presente investigación al iniciar sus actividades con posterioridad a la ubicación 

temporal fijada. 

 Posteriormente, mediante los criterios de inclusión y de exclusión, se ha arribado a una 
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población diana o población blanco, obteniendo la totalidad de las resoluciones de adecuación de 

la vía procedimental que han sido emitidas por los juzgados civiles, dado un total de 11 

resoluciones donde el accionante ha solicitado una vía procedimental y el magistrado la ha 

adecuado a otra distinta.  

Para concluir el presente apartado, se consignó el criterio de muestreo utilizado, 

configurándose la estrategia de muestreo del tipo “recogida completa”. Adicionalmente, se pone 

en conocimiento que los criterios de depuración de información han sido agrupados en los dos 

siguientes acápites. 

5.2.1. Criterios De Inclusión. 

Como criterios de inclusión, se han seleccionado los siguientes: 

● Procedimientos de cognición en materia de derecho civil que hayan tenido una resolución 

de adecuación de vía procedimental. 

● Procesos concluidos, con su respectivo auto final. 

5.2.2. Criterios De Exclusión 

Como criterios de exclusión, se han seleccionado los siguientes: 

● Archivo provisional del proceso. 

● Declaración de abandono del proceso. 

● Improcedencia de la demanda. 

● Validación judicial de la vía procedimental propuesta por el demandante. 

● Procesos que hayan arribado a segunda instancia. 

5.3.  Técnicas E Instrumentos 

5.3.1. Técnica De Investigación. 

A pesar de que el enfoque utilizado es el mixto, reconocido por diversos autores como ya 

se ha expuesto, esto no es óbice para ignorar las técnicas de investigación propias del enfoque 
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cualitativo. Este tuvo una reconocible preponderancia en la investigación planteada, rememorando 

que la validez de un enfoque mixto responde, bien al desarrollo por etapas o al desarrollo 

progresivo. Teniendo como base lo planteado, se expresa que se ejecutó la técnica predilecta de la 

investigación cualitativa, la cual es la revisión documental. Para la realización del capítulo de 

resultados, se aplicó la técnica mencionada, enfatizando el análisis caso por caso, con el objetivo 

de extraer la información proveniente de las 11 resoluciones de adecuación de la vía procedimental 

y encaminarla en torno a la concurrencia de una motivación cualificada para los supuestos de casos 

simples y difíciles. La realización de esta técnica no evita la injerencia de un enfoque cuantitativo, 

el cual se direccionó a la cuantificación de las resoluciones que sí contaron con una adecuada 

motivación al momento de fijar la vía procedimental. En líneas generales, la adopción de las 

técnicas para el diseño del capítulo de resultados consideró las dimensiones de cada variable, con 

miras a la obtención de información de calidad y sin la presencia de sesgos. 

5.3.2. Instrumentos de la Investigación. 

Los instrumentos pertinentes se derivaron de la técnica escogida que, tal y como se 

consignó en el apartado correspondiente, consiste en la revisión documental. Contando con la 

determinación de la técnica, se utilizó la tipología de los instrumentos de fichaje, mismo que se 

dividió en cuatro categorías de fichas, siendo estas las expuestas a continuación: ficha 

bibliográfica, ficha textual, ficha resumen y ficha de revisión estructurada. 

La utilidad de las tres primeras categorías ha radicado en la construcción del marco teórico, 

a fin de realizar un levantamiento de información ordenado, consecuente y profundo. Por otro lado, 

la categoría de ficha de revisión estructurada, la cual comprende cuatro fichas independientes, han 

constituido el pilar central del capítulo de resultados, sustentándose en el recojo de información 

relevante y su subsecuente contraste con las líneas teóricas, tanto respecto a la normativa del 

código adjetivo como de las reglas de la argumentación jurídica para casos simples y complejos. 

Dichas fichas, al representar la parte medular de la investigación y ser de autoría propia, han 

recibido su respectiva validación mediante el juicio de expertos, tal y como se detalló en el numeral 

siguiente. A forma de ilustrar el contenido de los instrumentos, se procede a exponerlos a 

continuación.  
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5.3.2.1. Ficha Bibliográfica. 

FICHA BIBLIOGRÁFICA 

 

NOMBRE DE AUTOR: 

TÍTULO DEL LIBRO: 

EDITORIAL, LUGAR Y AÑO: 

NOMBRE DE LA BIBLIOTECA : 

CÓDIGO: 

5.3.2.2. Ficha Textual. 

FICHA TEXTUAL 

TÍTULO DEL TEMA: 

CITA: 

 

 

NOMBRE DE AUTOR: 

TÍTULO DEL LIBRO: 

PP 

5.3.2.3. Ficha Resumen. 

FICHA DE RESUMEN 

TÍTULO DEL TEMA: 

RESUMEN: 

 

 

NOMBRE DE AUTOR: 

TÍTULO DEL LIBRO: 

PP 
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5.3.2.4. Fichas de Revisión Estructurada. 

Número 

de 

Expedient

e 

Vía 

procedimenta

l solicitada 

Vía Procesal 

Reconducid

a 

Fundamentació

n de la 

adecuación 

Reducció

n o 

aumento 

en la 

cognición 

Planteamient

o de la 

nulidad 

procesal 

      

      

      

 

COMPLEJIDAD PROCESAL 1 2 3 4 5 6 7 8 9   +10 

Número de sujetos procesales           

Número de pretensiones.           

Número de pruebas ofrecidas.           

 

Número del Expediente  
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Factibilidad de la Nulidad  

Justificación de la Nulidad  

 

Pretensión N° De Expediente N° de Resolución de 

Adecuación 

Existencia de 

Motivación  

   Si (  ) 

No (  ) 

 

5.3.3. Validación De Instrumentos. 

En consideración de que, las fichas bibliográficas, textuales y de resumen se dirigieron al 

levantamiento de información teórica, su eficacia no requiere de validación plena. No obstante, 

para el levantamiento de información del capítulo de resultados, proveniente de las fichas de 

revisión estructurada, se requirió de la validación por medio de la metodología del juicio de 

expertos, “la cual se define como la emisión de una opinión profesional e informada de aquellos 

sujetos que cuentan con una notable experticia en el tema investigado, constituyendo una cualidad 

que respalda su consideración respecto a la información levantada y las evidencias encontradas” 

(Escobar y Cuervo, 2008, p. 28). 

Para tal validación, se recurrió a docentes con el grado académico mínimo de Magister en 

diciplinas jurídicas afines, con amplia trayectoria en materias de investigación jurídica y en el 

campo del derecho procesal civil, contando con la validación efectuada por el Dr. Obed Vargas 

Salas, la Mag. Senen Janet Fernández Gutiérrez y la Mag. María Cecilia Aramayo Vargas. Dicho 
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juicio de expertos fue realizado con la respectiva ficha de validación de instrumentos, la cual contó 

con los siguientes criterios: claridad, objetividad, actualidad, organización, suficiencia, 

intencionalidad, consistencia, coherencia, metodología y pertinencia. 

El puntaje obtenido en la validación de la ficha de revisión estructurada, disgregada en los 

diversos subcriterios que se consignaron en los instrumentos, fue de 95.3% de fiabilidad y 

congruencia con el problema de investigación, alineado con los objetivos propuestos y la hipótesis 

planteada. Para mayor detalle, se remitieron las fichas de validación de instrumentos, en calidad 

de anexos, en la investigación realizada, correspondiendo a los numerados como anexos 12, 13 y 

14. 

3. Método De Investigación 

La investigación jurídica, reconocida como parte integrante del desarrollo de la 

investigación científica, reúne una serie de particularidades que la diferencia respecto al método 

elegido para abordar los problemas jurídicos, distinguiéndolo del enfoque general para otro tipo 

de disciplinas. Prueba de lo afirmado se encuentra en las diversas posturas metodológicas de 

diversos académicos, siendo que para Guamán et al. (2021) “la investigación jurídica, como 

disciplina que reivindica la indagación científica, debe ser abordada desde un método filosófico, 

organizando las reglas generales para la investigación general y los enfoques netos del Derecho, 

guiando así la estructura de la investigación” (p.171). 

El reconocimiento del aspecto científico del Derecho promueve que, en suma con los 

postulados propios de la disciplina, la investigación se dirija de igual forma a la resolución de 

problemáticas relevantes, útiles y cuya resolución signifique la promoción del desarrollo 

académico y la difusión de las instituciones jurídica, postura que comparte Tantaleán (2019), para 

quien “la investigación jurídica debe circunscribirse a una problemática claramente delimitada, sin 

olvidar su relevancia actual como eje de la investigación, aspecto que debe quedar de manifiesto 

en todas las fases del proceso investigativo. Reconociendo dicha preminencia, las variables bajo 

estudio, deben correlacionarse ante los alcances de la investigación” (p.452).  
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Por lo expuesto, y en pleno conocimiento de las diferentes etapas que conlleva el proceso 

de investigación en materia jurídica, la estructura que se obedeció para la elaboración del marco 

teórico fue la ceñida al método histórico, teórico, comparativo y lógico. El método histórico yace 

en el desarrollo de las bases teóricas que fundamentaron las vías procesales en el proceso civil, 

pero desde la primera legislación que las contempló, haciendo referencia a las tipologías de juicios 

previstas inicialmente en el Código de Procedimientos Civiles de 1912. En línea con el 

planteamiento histórico, también se le consideró a la hora de evaluar la regulación ius privadista 

que inspiró, a nuestro ordenamiento, a la implementación el libro segundo del Código Civil de 

1984 sobre al acto jurídico y justificar su incompatibilidad para aplicarlo en la regulación pública 

del Código Procesal Civil.   

El método teórico fue aplicado en el desarrollo de las bases teóricas, enfocadas en 

identificar la naturaleza jurídica, como sus correspondientes efectos, de las diversas instituciones 

jurídicas bajo análisis, mencionado la nulidad, la recursividad, la estructura procesal nacional, la 

impugnación, las garantías procesales, los principios generales implicados y las líneas generales 

de argumentación jurídica que se han planteado. 

Seguidamente, la justificación del método comparativo se relaciona con la necesidad de 

contrastar la regulación procesal nacional, en materia de la adecuación de la vía procedimental, 

con la regulación proveniente del derecho comparado, tomándose para tal fin el Código de 

Procedimientos Civiles de Colombia y de Uruguay.  Esta elección se ve justificada en el amplio 

desarrollo del campo procesal, a raíz de los profundos desarrollos teóricos de sus máximos 

exponentes en el campo procesal, quienes son Deyvis Echandía y Enrique Véscovi. 

Por su lado, el método lógico fue considerado a la hora de cotejar los criterios desarrollados 

para la determinación de la complejidad, correspondiente al caso en concreto, con la previsión 

normativa sobre los principios generales del Derecho procesal tales como sucede con el principio 

de celeridad y de la primacía del finalismo. Así también, el método lógico se ha utilizado para 

justificar la aplicación de un recurso, de una inmanente naturaleza remedial, para cuestionar la 

arbitrariedad en las decisiones judiciales. Esto considerando que la efectividad del derecho al 
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debido proceso y la tutela procesal efectiva contienen, por otro lado, el deber de motivación de las 

resoluciones judiciales se torna en insostenible que una resolución, cual sea su naturaleza, sea 

incuestionable por la mera proscripción normativa. 

Finalmente, se debe clarificar que, a fin de dirigir la investigación a la luz de los objetivos 

trazados, el método para discriminar y reunir la información contenida en las diversas líneas teorías 

que han anidado en la doctrina, fue de índole deductivo, sosteniendo la hipótesis descrita en base 

a la lógica jurídica de los postulados descritos a lo largo de la presente investigación. De igual 

forma, la información reunida para la elaboración de la investigación proviene de la base de datos 

Scopus, con una limitación temporal ceñida a los últimos cinco años. Esto con el objetivo de contar 

con lineamientos actuales y de vanguardia, sin olvidar las profundas contribuciones procesales que 

han servido para erigir el sistema procesal nacional, entre los que destaca Véscovi, Echandía, entre 

otros. Con base a lo expuesto, se clarifica que la construcción teórica descrita operó como pilar 

central del desarrollo del capítulo de resultados, el que se diseñó en torno al método racional, a fin 

de evaluar la motivación que la judicatura utiliza para la adecuación de la vía procedimental. El 

método funcional, a fin de comprender cuál es la utilidad que la magistratura le ha acuñado a la 

nulidad procesal, y el método sistémico, con el objetivo de justificar que la nulidad procesal puede 

ser utilizado para cuestionar las resoluciones de adecuación de la vía procedimental, aunque estas 

sean de carácter inimpugnable.  

4. Técnica De Interpretación Jurídica 

Al haberse ejecutado la revisión de las resoluciones que imponen la adecuación de la vía 

procedimental, los cuales abarcan únicamente a los autos admisorios de la demanda, junto con el 

contraste teórico respecto al deber de motivación intrínseco a la adecuación, se justificó la 

adopción de diversas técnicas de interpretación jurídica. Esto con el objetivo de extraer la 

información necesaria, proveniente de las resoluciones judiciales, para los fines de contraste y 

corroboración correspondientes.  

Expuesta la necesidad de adoptar criterios de interpretación jurídica, se precisa que se 

eligieron para abordar el contenido de la investigación, según su naturaleza procesal, a la 
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interpretación gramatical o literal, la interpretación funcional o teleológica y la interpretación 

sistemática. En lo concerniente a la interpretación gramatical, como bien lo delimita Muñoz 

(2021), “exige una atención no solo al significado individual de la palabra, sino al sentido que se 

obtiene de la revisión de todo el contexto como un sistema integrado, así se evita la vaguedad y 

ambigüedad” (p.59). Por su lado, el método de interpretación funcional, como expresa Champeil 

(2020), “menciona la naturaleza sociológica de la norma, enfoque atribuido al desarrollo 

académico de Ihering, dirigido a la identificación de la función social de los textos jurídicos y a la 

intencionalidad del legislador, contemplando qué pretendía regular con la emisión de determinada 

norma” (p.127). En forma subsecuente, la interpretación sistemática requiere una lectura conjunta 

del significado normativo que, a la luz de las diversas fuentes normativas, le atribuyen un 

significado al objeto del análisis sin que se desnaturalice o contravenga el sentido jurídico que 

avala las demás fuentes normativas, implicando una interpretación decisoria que, según los 

postulados de Guastini (2015), “supone escoger un significado correcto, descartando a los que 

contravengan la justificación conjunta del sistema jurídico” (p.17). 

La adopción de una técnica de interpretación jurídica, acoplada al análisis de resoluciones 

judiciales y a la evaluación de su aparente motivación, imponen una exigencia que posibilite su 

comprensión como norma jurídica, recordando que los pronunciamientos jurisdiccionales integran 

este conjunto omnicomprensivo. Los criterios de interpretación, teniendo como base su utilidad, 

se aplicaron a fin de extraer la información relevante, proveniente de los autos mencionados. La 

interpretación literal, como etapa previa a cualquier otro juicio de interpretación, se desprende de 

la misma naturaleza del lenguaje, analizando si la fundamentación empleada por el magistrado 

guarda correlación con la claridad de las palabras. En caso contrario, sería óbice para transmitir 

adecuadamente el mensaje al receptor que, para estos casos, sería el justiciable. Por otro lado, la 

interpretación funcional se aplicó desde la funcionalidad que cumple la adecuación de la vía 

procedimental, revisando si las razones de derecho de las que se vale el juez denotan el respeto de 

los principios generales que están contenidos en el título preliminar, dígase el principio de 

celeridad.  

Para concluir el presente apartado, se expresa que la interpretación sistemática, como 
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criterio dirimente ante la aparente falta de conexidad normativa, fue utilizado para contrastar la 

posibilidad jurídica contenida en las reglas procesales del código adjetivo de la nulidad procesal 

ante los supuestos inimpugnabilidad. Así también, contrastar el sentido aislado de los postulados 

normativos relevantes frente al resto del ordenamiento jurídico, valiéndose para tal fin de una 

doctrina procesal de amplia data que, según Geny (1899), “al ser de amplia data y de prestigio, se 

vuelve en tradición normativa, integrando las fuentes del derecho” (p.392). 

5. Técnicas Generales De Investigación 

Las técnicas de investigación, en sentido lato, consisten en la estructura metodológica 

encaminada a recabar la información pertinente, según los alcances del planteamiento del problema 

de investigación. En palabras del maestro Hernández Sampieri et al. (2014), “la técnica se vincula 

a los hallazgos que se hayan divisado a lo largo de la investigación; dichos hallazgos, a causa de 

su trascendencia, requieren un profundo proceso de reflexión y actividad crítica, con el objetivo 

de discriminar la información útil de aquella que no se condice con los objetivos propuestos” 

(p.13).  

5.1. Alcance De La Investigación 

Como bien lo sostiene Vasilachis de Gialdiano (2019), “los postulados generales de la 

investigación cualitativa requieren que, en el ulterior levantamiento de datos, se consideren las 

vicisitudes del caso en concreto; efectuando un juicio de valor que reconozca el alcance de la 

argumentación jurídica desplegada y gestionarla, acorde a los objetivos trazados en el 

planeamiento de la investigación” (p.215). En forma concreta, el alcance de la investigación se 

refiere a la determinación específica de lo que se explorará, teniendo relación directa con las 

denominadas “unidades de estudio”. 

Una vez explicado lo que en metodología se conoce como alcance de la investigación, se 

remarca que las unidades de estudio elegidas versan sobre las resoluciones de adecuación de la vía 

procedimental, las cuales estuvieron contenidas en los autos admisorios de los procesos civiles 

emitidos por los diversos juzgados especializados en civil de la Corte Superior de Justicia de 

Arequipa. Cabe precisar que, respecto a la unidad de estudio, se han aplicado los llamados criterios 



 

145 

de inclusión y de exclusión, esto con el objeto de precisar el alcance de la investigación, pero sin 

incurrir en una selección por conveniencia, la cual desnaturaliza cualquier tipo de objetividad que 

pueda encontrarse en una investigación. El uso de los criterios de inclusión y de exclusión, fueron 

concebidos con la finalidad de precisar el universo total, pero sin parcializar los resultados 

extraídos. Expuesta esta premisa, los criterios de inclusión fueron: procedimientos de cognición 

en materia de derecho civil que hayan tenido una resolución de adecuación de vía procedimental 

y procesos concluidos, con la emisión de su respectivo auto final. Por su lado, los criterios de 

inclusión fueron: procesos que tengan una disposición de archivo provisional, procesos donde haya 

operado la declaración judicial de abandono del proceso, procesos donde haya acontecido el 

rechazo in limine o la improcedencia de la demanda y aquellos supuestos donde la vía 

procedimental que ha propuesto el demandante se haya validado. 

5.2. Diseño De La Investigación 

En lo concerniente al diseño de la investigación, se indica que es uno del tipo no 

experimental, al no concurrir la manipulación de las variables, sino abordar los aspectos esenciales 

de cada una para, con posterioridad, denotar su innegable causalidad, hecho que se acredita con la 

diferenciación de la variable independiente con la independiente. Así también, el diseño 

concerniente a la ubicación temporal es del tipo longitudinal sincrónico, al limitarse a un periodo 

temporal específico y no un periodo anual aislado. 

6. Sistema De Citación 

Conforme indica el Reglamento General de Grados Y Títulos de Pregrado, en su segunda 

disposición complementaria, el formato de citación utilizado es el APA 7ma edición. 

7. Confidencialidad 

En estricta observancia del contenido de la Ley 29733 y el Decreto Supremo 003-2013-

JUS, o ley de protección de datos personales y su reglamento, respectivamente, se ha mantenido 

reserva respecto de los datos de identificación de las partes intervinientes en los procesos utilizados 

para el capítulo de resultados, así también de los magistrados que han emitido las resoluciones bajo 

análisis. 
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8. Conflicto De Intereses 

El autor declara que no tiene conflicto de intereses con la presente investigación. 
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CAPÍTULO IV: RECOMENDACIONES 

1. Formulación De Las Recomendaciones 

PRIMERA: Respecto del juez civil, al considerar que la adecuación de la vía procedimental se 

efectúa en el mismo auto admisorio de la demanda, se recomienda que la adecuación 

de la vía procedimental se realice mediante una resolución autónoma. Así, se podría 

diferir su adecuación hasta el momento de leer la contestación de la demanda, 

facilitando la identificación de una posible pretensión reconvencional. Este aspecto 

es sumamente problemático, pues los plazos de contestación dependen de la vía 

procedimental. 

SEGUNDA: Respecto del juez civil, se recomienda que cuando el juez realice la adecuación de la 

vía procedimental, a fin de gozar de una mayor fundamentación fáctica, debería 

considerar los criterios de determinación de la complejidad del caso, dígase la 

rigurosidad técnica, pluralidad de sujetos y posibilidad de pretensión reconvencional. 

Usar estas reglas reflejaría un uso legítimo de su facultad discrecional, fundamentado 

las razones de su decisión en la disciplina de la argumentación jurídica. Sin embargo, 

no se pretende imponer un criterio de valoración estricto, sino servir de referencia 

para evitar que la judicatura siga incurriendo en los graves defectos de motivación 

que se han evidenciado. Para tal fin, se redactó un modelo de interpretación para 

justificar el grado de complejidad del caso en concreto, con el objetivo de servir de 

apoyo en la labor de motivación de la resolución de adecuación. Dicho modelo, 

denominado por el autor como “test de adecuación”, se encuentra disponible para su 

respectiva consulta en el segundo del presente capítulo. 

TERCERA: Respecto al legislador en materia de Derecho Procesal Civil, siguiendo los aportes 

teóricos de Alvarado Velloso y Ugo Rocco, se considera que el término de 

inimpugnabilidad es inadecuado, pues lo que la regulación nacional prevé es la 

inapelabilidad, por lo que se recomienda modificar el término de “inimpugnabilidad” 

por “inapelabilidad”. De igual forma, considerando la normativa procesal que se 
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revisó en la sección de derecho comparado y la postura esgrimida para la división 

triple de las vías procedimentales, se propone excluir la apertura discrecional para el 

proceso sumarísimo, conservándola solo para el proceso de conocimiento y el 

proceso abreviado. Para cumplir tal objetivo, se elaboró un proyecto de ley con el 

objetivo de fungir como referente en la subsanación de las instituciones procesales 

nacionales. Dicho proyecto se encuentra disponible, para su respectiva consulta, en 

el acápite segundo del presente capítulo. 

2. Desarrollo De Las Recomendaciones 

Considerando las recomendaciones propuestas en la sección SEGUNDA y TERCERA, se 

considera que la problemática divisada podría ser susceptible de solución mediante dos enfoques, 

uno vinculado a la formulación del llamado test de adecuación y otro relacionado a la modificación 

normativa de los artículos referidos a la adecuación de la vía procedimental, los cuales obran en el 

Código Procesal Civil. 

En el primer supuesto, se ofreció un modelo tentativo de argumentación para que los 

magistrados, al momento de efectuar la justificación de la adecuación de la vía procedimental, 

puedan brindar una mayor fundamentación que respalde el sentido de su decisión, evitando caer 

en los vicios de motivación al precisar aspectos esenciales que se deben considerar antes de adecuar 

la vía. Se debe precisar que, como bien se desprende del nombre, el test ofrecido no pretende ser 

de observancia obligatoria o sobreponerse a la discrecionalidad del juez, sino complementar el 

sentido de la decisión arribada, evitando la vulneración de las garantías procesales. De igual forma, 

se expresa que dicho modelo fungiría como una solución provisional, que podría perfeccionarse 

en tanto se arribe a la segunda propuesta de solución. 

En el segundo supuesto, se brindó un proyecto de ley tentativo, el cual busca la derogación 

del numeral 6) del artículo 546 del Código Procesal Civil, referido a la discrecionalidad para 

adecuar la pretensión al proceso sumarísimo por la complejidad del caso, y la modificatoria de los 

artículos vinculados a la adecuación en los procesos de conocimiento y los abreviados. En 

concreto, se buscó reservar la adecuación por la complejidad para los procesos de conocimiento y 

abreviado, reivindicando la extrema urgencia del proceso sumarísimo para las materias previstas 
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expresamente por ley o para aquellas donde la cuantía es baja, justificando que se mantenga el 

artículo 547 para posibilitar la adecuación por el criterio de cuantía.  

Tanto el desarrollo del modelo tentativo de argumentación, como el proyecto de ley 

tentativo se procedieron a desarrollar en los numerales 2.1. y 2.2. 

2.1.Modelo Tentativo De Criterios de Argumentación Jurídica Para La Justificación De La 

Adecuación De La Vía Procedimental O Test De Adecuación Procesal 

2.1.1. Sustento Teórico. 

2.1.1.1.Criterios Para La Determinación De La Complejidad Del Caso: Rigurosidad Técnica. 

a. Neil MacCormick: Distinción Entre Los Casos Claros De Los casos Difíciles y Su 

Aplicación En La Fijación De La Vía Procedimental. 

En el campo del razonamiento jurídico, Neil MacCormick destaca la importancia de los 

argumentos de consistencia en el Derecho, “mismos que pueden ser definidos como los que 

posibilitan una interpretación resolutiva en tanto a los conflictos normativos o que impidan que 

estos puedan surgir; considerándosele como el argumento más importante para preservar la 

eficacia del derecho” (Huerta, 2017, p.5). 

El trabajo de Neil MacCormick, en tanto a filosofía del derecho y razonamiento jurídico, 

expresa un criterio diferenciado para clasificar los casos simples de los complejos, o como él 

mismo los denomina, casos claros y casos difíciles. Se debe recordar, que la razón de la 

diferenciación no solo está vinculada con los criterios convencionales de claridad o dificultad, sino 

que toma elementos presentes en la incongruencia normativa y en el uso de argumentos de 

consecuencia, a la par que se revalora la consistencia con una regla preestablecida. 

Es importante una adecuada apreciación sobre la distinguibilidad que poseen los 

precedentes vinculantes, así como la cuasi determinación que poseen las reglas y la misma 

jurisprudencia. “Estos dos puntos permiten que se pueda corregir la simplificación excesiva que 

se realiza en gran parte del ejercicio argumentativo para la defensa de los casos prácticos, ya bien 
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sean claros o difíciles. La principal característica para los casos simples es que la justificación, de 

la cual se vale el juzgador, se sustenta en un ejercicio de deducción simple a partir de reglas 

claramente establecidas. Para los casos difíciles se enfrentan problemas de interpretación, de 

clasificación o de relevancia, siendo necesario recurrir a una justificación de segundo orden; solo 

se podrá aplicar el razonamiento deductivo cuando se haya establecido un campo de acción para 

fundar la resolución en derecho” (MacCormick, 2018, p. 249). 

Gracias a la distinción que efectúa MacCormick, se puede sostener que el problema de 

interpretación, presente en la resolución de casos difíciles, aparecerá cuando no exista una solución 

pareja del mismo caso; esto guarda íntegra relación con el fenómeno de la jurisprudencia 

contradictoria, pues el razonamiento judicial entra en disparidad al no bastar la mera invocación 

de la regla para resolver la controversia. En esta situación, la oposición a la asistencia que da la 

regla a una de las partes, el cuestionamiento de los fundamentos en su aplicabilidad y la pluralidad 

en la interpretación convertirá el caso de claro a difícil. 

Se ejemplifica la línea divisoria entre los casos claros y los casos difíciles mediante 

el siguiente contexto argumentativo. Un futuro demandante (P) quiere ejercer una 

pretensión en contra de futuro demandado (D). Su mejor opción para la fundabilidad de su 

pretensión de indemnización de daños y perjuicios es demostrar los hechos “p” que le 

permitirán invocar la protección normativa de la regla si p, entonces q, teniendo la forma 

determinante del caso claro. Sin embargo, la defensa de D puede plantear duda sobre los 

hechos, negar categóricamente los hechos expuestos en la demanda, o cuestionar el apoyo 

jurídico que brinda la regla, siendo la acción esencial que separa los casos claros de 

los difíciles8. Este cuestionamiento provocará que, cuando P tenga una regla a invocar, D 

planteará un argumento sobre la forma en que debe interpretarse la regla o sobre la 

calificación de los hechos “p” que no pueden subsumirse en el supuesto de hecho; igual 

situación puede suceder a la inversa, donde es D quien se defiende mediante el resguardo 

de una norma jurídica y P deberá demostrar que esta no le asiste. Es así como aparece duda 

 

8 Subrayado y resaltado propio 
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respecto a la relevancia, interpretación y clasificación, duda que constituye el pilar 

fundamental de los casos difíciles. (MacCormick, 2018, pp. 250-251) 

Ante un problema de interpretación, relevancia y clasificación del fáctico, aparece la poca 

uniformidad jurisprudencial, pues el papel discrecional del juez tomará un rol decisorio, 

apartándose de la mera iuris dictio. Lo relevante para obtener una sentencia de fundabilidad o 

infudabilidad será ya no solo la mera adecuación normativa, sino el estilo de resolución que adopte 

el juez e incluso su propio temperamento. No es extraño que, bajo esta óptica, los casos requieran 

una mayor atención en el debate realizado por las partes, en el ofrecimiento y ulterior actuación de 

medios probatorios, necesitando una amplitud en la cognición que tienen los jueces para el caso 

difícil en particular, por lo que se configuraría un auténtico criterio que permitiría fijar una 

adecuada vía procedimental para los procesos de conocimiento en sentido estricto, abreviado y 

sumarísimo en base a los criterios de claridad y dificultad. 

En el supuesto de dos vías procedimentales el criterio sería excesivamente simple, pues 

bastaría con sustituir la clasificación de casos claros y casos difíciles con la de juicio ordinario y 

juicio sumario, como acontecía en el código de procedimientos civiles de 1912, aunque,  para los 

ordenamientos jurídicos que si poseen una división tríptica en tanto a vías procedimentales, como 

es el caso de Uruguay, se han fijado los procesos para la vía sumarísimo exclusivamente por ley, 

para la vía abreviada por ley y por poca cuantía, y para la vía ordinaria los procesos que no tengan 

una vía propia o cuya cuantía es de alta cuantificación.  

Nuestro ordenamiento jurídico, en cambio, posee la particularidad de dejar a la 

discrecionalidad del juez, cuando no concurran supuestos de cuantía, especialidad o fijación 

expresa por la ley, la tarea de elegir la vía procedimental cuando este considere atendible su 

tramitación. Se puede observar que existe un claro desorden en los criterios de adecuación de la 

vía procedimental, pues no existen normas imperativas que controlen la facultad discrecional del 

juez cuando considere atendible la tramitación del proceso en determinas vías procedimentales, 

sin embargo, la distinción dual de casos claros y casos difíciles puede ser aplicada para fijar un 

criterio procedimental respecto de la adecuación de la vía del proceso de conocimiento, abreviado 

y sumario. 
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Seguidamente, es necesario considerar los matices que entrañan los criterios de relevancia, 

clasificación e interpretación. Aunque es sencillo fijar una línea entre los casos sumamente 

sencillos de los terriblemente complejos, dicha separación se desdibuja en tanto se acerca al punto 

intermedio.  Se parte de lo más claro a lo más difícil, teniendo como punto de partida aquellos 

casos donde basta un mero argumento deductivo que enmarque lo alegado en el supuesto de hecho 

de la regla, por lo que puede abarcar las situaciones donde no era concebible que surgiera ninguna 

duda sobre la interpretación de la norma o la clasificación de los hechos (a), o que a nadie se le 

planteó la estrategia de cuestionar válidamente la interpretación normativa o la clasificación de los 

hechos (b), o se intentó desestimar pero fue infundado por el tribunal al considerarlo descabellado 

o artificial (c). “Por tal, se encuentra que en el caso de “a” se aprecia un supuesto de certeza, 

constituyendo una causal de caso claro, por otro lado, tanto “b” como “c” constituyen, en palabras 

de Herbert Hart, una dimensión de penumbra. Dicha penumbra supone la oscuridad o ambigüedad 

de la regla en cuestión, susceptible de ser encontrada de forma atenuada o de forma cualificada; es 

así como se puede fijar, como factores de disparidad al punto “b” y “c”, cuya función para 

distinguir los casos ventilados en el proceso abreviado y en el proceso de conocimiento dependerán 

de su vinculación con las causales previas” (MacCormick, 2018, p.252). 

De esta forma, es posible reservar los casos claros para el proceso sumarísimo, los 

problemas de clasificación como de relevancia para el proceso abreviado y los problemas de 

interpretación y jurisprudencia dispareja para los procesos de conocimiento. 

a.1.  Criterio De Adecuación De La Vía Procedimental Por El Criterio De Rigor Técnico Con 

Base En Los Postulados De MacCormick. 

Factor “a”: Basta un mero argumento deductivo que enmarque lo alegado en el supuesto 

de hecho de la regla, por lo que puede abarcar las situaciones donde no era concebible que surgiera 

ninguna duda sobre la interpretación de la norma o la clasificación de los hechos. 

Factor “b”: Nadie se le planteó la estrategia de cuestionar válidamente la interpretación 

normativa o la clasificación de los hechos. 
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Factor “c”: Se intentó desestimar, pero fue infundado por el tribunal al considerarlo 

descabellado o artificial. 

Tabla 8.  

Determinación de la vía procedimental en base al rigor técnico de MacCormick 

Proceso de Conocimiento Proceso Abreviado Proceso Sumarísimo 

- (factor “b”) = Problemas de 

interpretación, siendo necesario 

recurrir a una justificación de 

segundo orden. 

- (factor “b”) = 

Problemas respecto de la 

clasificación, siendo 

necesario recurrir a una 

justificación de segundo 

orden. 

Factor “a” = Resolución 

susceptible de un mero 

ejercicio de deducción simple 

a partir de reglas claramente 

establecidas. 

- (factor “b”) = Inexistencia de 

solución unánime, por lo que se 

presenta divergencia en la 

jurisprudencia sobre el asunto 

litigioso. 

- (factor “b”) = 

Problemas respecto de 

relevancia, siendo 

necesario recurrir a una 

justificación de segundo 

orden. 

Factor “c” = Resolución 

susceptible de un mero 

ejercicio de deducción simple 

a partir de reglas claramente 

establecidas, pero la parte 

demandada puede platear 

duda sobre la existencia o 

veracidad de los hechos 

alegados, negando 

categóricamente los hechos 

expuestos en la demanda. 

Se debe precisar que, la adecuación en base a la rigurosidad técnica, solo aplica para 

aquellos procesos que no posean una vía procedimental propia, ya bien sea por prescripción 

normativa expresa o por fijación en los criterios de  cuantía, por lo que su utilización queda 
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reservada para los supuestos en los cuales se realiza una adecuación de la vía procedimental, 

sostenida en la permisividad que da el ordenamiento al juez, mismo que fija la vía procedimental 

cuando él considere atendible su tramitación. 

b. Manuel Atienza y Pablo Navarro: Distinción Entre Los Casos Fáciles De Los Casos 

Difíciles y Su Aplicación En La Fijación De La Vía Procedimental. 

En el campo de la argumentación jurídica, y más precisamente en el del derecho 

constitucional, Manuel Atienza ha formulado un criterio para clasificar los casos en base a la 

facilidad y dificultad. Dicho criterio guarda puntos de relación con los postulados de MacCormick; 

para Atienza, “es de suma importancia centrar el conflicto en los preceptos de la corriente del 

positivismo jurídico, pues la facilidad del caso va determinada por la simple y pura aplicación del 

Derecho para su resolución, mientras que la solución de los casos difíciles ya no será dictaminada 

por los estándares jurídicos existentes, sino que es vital el uso de una labor interpretativa” (Atienza, 

2005, p. 247). 

La postura de Atienza guarda relación con la expuesta por MacCormick, variando la 

clasificación de claros por fáciles, debido a que dicho término es de mucha mayor amplitud en los 

diversos sistemas jurídicos de tradición continental. Para la estructuración de su enfoque, se han 

utilizado los criterios de agrupación propugnados por Pablo Navarro. 

La caracterización de un caso difícil no es unívoca, pues es posible hallar su contenido en 

distintos enfoques, sin embargo, es posible partir de las siguientes premisas para determinar la 

dificultad de un determinado asunto controvertido C. 

El primero de estos supuestos es la inexistencia de una respuesta correcta para C, el 

segundo es que las formulaciones normativas son ambiguas y/o los conceptos que expresan 

son vagos, poseen textura abierta como menciona Herbert Hart, el tercero es que la regla 

que se usa para el caso es incompleta o inconsistente y, finalmente, cuando no hay consenso 

acerca de la resolución de C en la comunidad de juristas, pudiendo equipararla a la falta de 

concordancia en la jurisprudencia, C no constituye un caso rutinario de aplicación mecánica 

de la ley, C solo puede ser resuelto sopesando el aspecto jurídico con el conflicto mediante 



 

155 

argumentos no deductivos, requiere para su solución un razonamiento principialista, la 

solución de C involucra juicios morales, de forma primaria como menciona Goldsworthy. 

(Navarro, 1993, p.252) 

De forma contraria, un caso podrá ser catalogado como fácil, cuando en su formulación 

normativa, se evidencia un significado inequívoco, “el caso no recae en la zona de penumbra, 

haciendo innecesaria la labor interpretativa, su regulación es consistente en la jurisprudencia y 

doctrina mayoritaria; estas características posibilitan su resolución mecánica mediante un 

razonamiento silogístico simple, cuya premisa mayor es una norma jurídica” (Navarro, 1993, 

p.254). 

Es así, que la postura de ambos autores puede ser sintetizada en el siguiente esquema, 

agrupando las características de sus principales postulados para dirimir cuándo un caso será fácil 

o difícil. 

Tabla 9.  

Agrupación de los criterios para determinar casos fáciles y difíciles en base a las posturas de 

Pablo Navarro y Manuel Atienza 

Casos fáciles Casos difíciles 

Significado inequívoco. Inexistencia de una “respuesta correcta”. 

No recae en la zona de penumbra. Cae en la zona de penumbra: Formulaciones 

normativas ambiguas y/o conceptos vagos 

con textura abierta. 

Innecesaria la labor interpretativa. Necesidad de una labor interpretativa: La 

regla que se utiliza para el caso es incompleta 
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o inconsistente. 

Regulación consistente en la jurisprudencia y 

doctrina mayoritaria. 

No hay consenso acerca de la resolución en 

la comunidad de juristas. 

Resolución mecánica. No constituye un caso rutinario de aplicación 

mecánica de la ley. 

Resolución mediante un razonamiento 

silogístico simple. 

- Solo puede ser resuelto 

sopesando el aspecto jurídico con el conflicto 

mediante argumentos no deductivos 

- Requiere para su solución un 

razonamiento principialista. 

No concurren juicios ajenos a la valoración 

normativa. 

 

Concurren juicios de valor ajenos a la 

valoración normativa como el juicio moral. 

 

Gracias a la clasificación realizada, se logra diferenciar las características mencionadas 

para clarificar cuándo un caso será, por la complejidad, uno de naturaleza de conocimiento, 

abreviada o sumarísima sobre la base del siguiente esquema. 

b.1.  Criterio De Adecuación De La Vía Procedimental Por El Criterio De Rigor Técnico En 

Base A Los Postulados De Atienza Y Pablo Navarro. 

Tabla 10.  

Determinación de la vía procedimental en base al rigor técnico de Atienza y Navarro 
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Proceso de Conocimiento Proceso Abreviado Proceso Sumarísimo 

Inexistencia de una “respuesta 

correcta”. 

Inexistencia de una 

“respuesta correcta”. 

Significado inequívoco. 

Cae en la zona de penumbra: 

Formulaciones normativas 

ambiguas con textura abierta. 

Cae en la zona de 

penumbra: Formulaciones 

normativas ambiguas. 

No recae en la zona de 

penumbra. 

Necesidad de una labor 

interpretativa avanzada: La regla 

que se emplea para el caso es 

incompleta, o inconsistente. 

Necesidad de una labor 

interpretativa simple: La 

regla que se utiliza para el 

caso es incompleta semi-

inconsistente. 

Innecesaria la labor 

interpretativa. 

No hay consenso acerca de la 

resolución en la comunidad de 

juristas. 

No hay consenso acerca de 

la resolución en la 

comunidad de juristas. 

Regulación consistente en la 

jurisprudencia y doctrina 

mayoritaria. 

No constituye un caso rutinario de 

aplicación mecánica de la ley. 

No constituye un caso 

rutinario de aplicación 

mecánica de la ley. 

Resolución mecánica. 

-Solo puede ser resuelto 

sopesando el aspecto jurídico con 

el conflicto mediante argumentos 

no deductivos. 

Solo puede ser resuelto 

sopesando el aspecto 

jurídico con el conflicto 

mediante argumentos no 

Resolución mediante un 

razonamiento silogístico 

simple. 
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- Requiere para su solución un 

razonamiento principialista. 

deductivos. 

 

Concurren juicios de valor ajenos 

a la valoración normativa como el 

juicio moral. 

Concurren juicios de valor 

ajenos a la valoración 

normativa como el juicio 

moral. 

No concurren juicios ajenos a 

la valoración normativa. 

2.1.1.2.Criterios Para La Determinación De La Complejidad Del Caso: Pluralidad De Sujetos 

En La Parte Activa o Pasiva. 

Otro de los puntos relevantes para la determinación de un caso simple de uno complejo, en 

materia civil, es el criterio sobre la pluralidad de sujetos, o lo que se denomina actividad 

litisconsorcial en el Proyecto de Reforma del Código Procesal Civil. La misma implica un criterio 

de complejidad según el número de entes concurrentes a la actividad procesal, los cuales podrán 

realizar, de forma dependiente o independiente, una amplitud de actos procesales, mismos que 

requerirán de plazos más largos y de más permisividad en tanto al principio de preclusión.  

El término litisconsorcio “es la identificación de un fenómeno procesal llamado pluralidad 

de sujetos, ya bien sea que actúen y concurran de forma copulativa en la parte activa o pasiva, en 

el iter procesal. En síntesis, el litisconsorcio se distingue por la coexistencia de varios sujetos en la 

parte demandante o en la parte demandada” (Apolín, 2011, p.175). 

Por tal, es posible que, de una lectura íntegra de la demanda o de la contestación de esta, se 

aprecien supuestos de pluralidad de sujetos, ya bien sea en la parte activa o pasiva. Este hecho, por 

su misma naturaleza, implica una mayor concurrencia de entes en el proceso, susceptibles de 

realizar actos procesales de forma independiente; lo que agrega una amplitud en la facultad 

cognoscitiva que debe tener el juez a la hora de resolver el caso en concreto, lo que se traduce en 

un mayor número de actos en el interno de proceso civil, requiriendo un margen de actuación 

ampliado junto a plazos más extensos. La razón mencionada permite concluir que, ante la 
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pluralidad de sujetos, el caso requerirá una mayor cantidad de garantías procesales a desplegar, 

aumentando el factor de complejidad al caso en concreto. 

En síntesis, el aumento de sujetos en el proceso constituye un criterio válido para 

determinar la vía procedimental idónea, sin embargo, ¿Cuántos sujetos deben concurrir para 

establecer un constante justa en la adecuación del proceso a la vía procedimental del proceso de 

conocimiento, abreviado o sumarísimo? Para dar respuesta a la interrogante, se plantea un esquema 

que, en primera instancia, busca preservar el carácter de “extrema urgencia” que reviste el proceso 

sumarísimo y el modelo complejo que posee el proceso de prescripción adquisitiva de dominio; 

proceso civil por excelencia que es tramitado en la vía procedimental abreviada. 

La urgencia de tutela que se presenta en el proceso sumarísimo, en adición con la 

simplicidad que entraña una vía procedimental célere y expedita, permite determinar que la 

concurrencia de pluralidad de sujetos, ya bien sea en la parte activa o pasiva, es una manifestación 

de complejidad que posibilita conocer el caso en concreto bajo las reglas de un proceso que 

disponga de un mayor margen de actuaciones procesales, dígase el proceso abreviado o el proceso 

de conocimiento en sentido estricto.  

Es menester precisar que si bien, la pluralidad de sujetos no implica necesariamente la 

puesta en marcha efectiva de los actos procesales, sino una garantía potencial que debe ser 

protegida, por lo que no puede sostenerse que, si una de las partes reserva su actuación o se sujeta 

a la intervención del otro sujeto, se estaría contemplando un supuesto de caso simple. Cabe precisar 

que, dicho criterio sobre la pluralidad de sujetos no aplica para aquellos procesos que se encuentran 

tipificados en la sección del proceso sumarísimo, pues ellos cuentan con una prescripción expresa 

sobre su tramitación en dicha vía procedimental, como es el caso de los interdictos, el desalojo, la 

constitución interdictal y la petición de alimentos. 

De igual forma, para la determinación del proceso abreviado, es necesario tomar en cuenta 

el número de entes que concurren al proceso, tomando como referencia al proceso abreviado de 

prescripción adquisitiva de dominio. Se utiliza dicho proceso porque es el que reviste de un mayor 

número de entes concurrentes al proceso, en vista que la regulación en el artículo 505 del código 

procesal civil exige la notificación y ulterior emplazamiento de los colindantes, que por 
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simplicidad suelen resumirse a 4, sin contar a la parte demandante ni a la parte demanda, dando un 

total de 7 sujetos intervinientes. La figura en cuestión posibilita establecer que, siempre y cuando 

no se prevea expresamente la tramitación en la vía abreviada al proceso, este no podrá contar con 

una concurrencia mayor a la de 7 sujetos intervinientes en conjunto, sean estos pertenecientes a la 

parte activa, pasiva o a los emplazados. 

En conclusión, se puede fijar, como parámetro de complejidad en tanto a los sujetos 

procesales, que de haber más de una parte activa o más de una parte pasiva, el caso en concreto no 

podrá ser visto en la vía del proceso sumarísimo, siendo necesaria su dilucidación en la vía del 

proceso abreviado, si concurren de 3 hasta 7 sujetos de forma conjunta, el proceso abreviado no 

podrá garantizar el pleno ejercicio potencial de las garantías procesales, requiriendo la adecuación 

del proceso a la vía de conocimiento. 

a. Criterio De Adecuación De La Vía Procedimental Por El Criterio De Pluralidad De 

Sujetos En La Parte Activa o Pasiva. 

Tabla 11.  

Determinación De La Vía Procedimental En Base A La Pluralidad De Sujetos En Parte Activa O 

Pasiva 

Proceso de Conocimiento Proceso Abreviado Proceso Sumarísimo 

Mínimo, siete sujetos procesales en 

conjunto. 

Mínimo, dos sujetos en 

la parte activa o en la 

parte pasiva. 

Máximo, un sujeto en la 

parte activa. 

No existe un máximo de sujetos 

procesales. 

Máximo, un total de siete 

sujetos procesales. 

Máximo, un sujeto en la 

parte pasiva. 
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2.1.1.3.Criterios Para La Determinación De La Complejidad Del Caso: Posibilidad Latente De 

Una Pretensión Reconvencional. 

Otro de los puntos determinantes para fijar la vía procedimental es evidenciar la posibilidad 

latente de que el demandado pueda ejercer su derecho de acción, materializado en la denominada 

pretensión reconvencional. 

Se entiende a la reconvención a aquella pretensión que tiene el demandado, misma que se 

hace valer en vía de acción y durante el transcurso del proceso que ha entablado el demandante 

contra el demandado, generando una inversión de roles donde el demandante se volverá 

demandado y el demandado se convertirá en demandante para los alcances de la institución de la 

reconvención. “El propósito de dicha institución procesal es la de atacar al demandante en el 

proceso principal; encontrando su diferencia primordial, respecto de un proceso autónomo en 

paralelo, que se ejercita para su ventilación conjunta, mediando los requisitos de conexidad 

objetiva y subjetiva” (Goldschmidt, 1936, p.125). 

La valoración de la posible existencia de una pretensión reconvencional constituye el eje 

central para conducir la adecuación de la vía procedimental, puesto que tutelar el derecho del 

posible reconviniente responde al principio de economía procesal en vista de que no solo se tutela 

el interés del demandante, sino del demandado. Asumir esta postura implica una valoración, cuanto 

menos superficial, por parte del juzgador, sobre el contenido de la demanda y de la contestación 

de esta; no se exige un análisis exhaustivo y más cuando se toma en cuenta que la parte demandante 

solo cumplirá con alegar aquellos fundamentos respalden su pretensión, más no una ulterior 

pretensión de la parte pasiva. Para resolver esta controversia, es factible diferir la adecuación hasta 

la lectura de la contestación de la demanda, de forma de que, si es altamente probable sostener una 

pretensión reconvencional, el juez tendrá la facultad de encausarla a la vía procedimental del 

proceso de conocimiento, única que admite la reconvención. 

2.1.2. Sustento Práctico. 

Considerando el sustento teórico expuesto, se puede concentrar la información obtenida, 

con miras estructurar el test de adecuación procedimental, teniendo como base los siguientes sub-
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ítems que facilitarán al juzgador la tarea de reconducir la vía procedimental a una con suficientes 

razones de hecho y de derecho, evitando recaer en supuestos de motivación defectuosa. 

2.1.2.1.Verificación Y Descarte De Previsión Normativa Expresa. 

Inicialmente, previo al análisis de los criterios de complejidad, el juzgador deberá 

corroborar que la pretensión demanda por el accionante carece de una vía procedimental propia. 

Para tal fin, se rememora la existencia del Iura Novit Curia, máxima que le impone al magistrado 

el deber jurídico de conocer plenamente la norma, así como de aquellas pretensiones que cuentan 

con una vía procedimental específica, según la voluntad expresa del legislador. 

Con el objetivo de facilitar la consulta, se han clasificado la mayoría de las pretensiones 

que cuentan con una vía procedimental expresa, información que ha sido extraída del Manual del 

proceso civil- tomo II, realizado por la división de estudios jurídicos de gaceta jurídica en el año 

2015 y normativa relevante que reconoció autonomía a ciertas pretensiones que antes carecían de 

vía procedimental. Para fines ilustrativos, se consignó tal relación, proveniente del mencionado 

libro, en el anexo N° 18. 

Una vez se haya verificado que la pretensión demandada no posee una vía procedimental 

específica, corresponde proseguir con el análisis de complejidad en la interpretación normativa y, 

ante la insuficiencia de este, se necesitará recurrir al análisis de complejidad por rigurosidad técnica 

objetiva. 

2.1.2.2.Análisis De Complejidad En La Interpretación Normativa. 

Una vez se haya corroborado la inexistencia de una vía procedimental prevista 

expresamente por ley, corresponde analizar la complejidad del caso en concreto, tomando en 

consideración el nivel de interpretación normativa. 

Para efectuar la segunda parte del test, se reservan los casos donde la norma se aplica de 

forma inmediata para el proceso sumarísimo, los problemas de clasificación, como el de 

relevancia, para el proceso abreviado y los problemas de interpretación y jurisprudencia dispareja 
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para los procesos de conocimiento. Dichas consideraciones se ven reflejadas de la siguiente 

manera: 

Tabla 12.  

Análisis Específico De Complejidad En La Interpretación Normativa 

Proceso de Conocimiento Proceso Abreviado Proceso Sumarísimo 

Inexistencia de una “respuesta 

correcta”. 

Inexistencia de una 

“respuesta correcta”. 

Significado inequívoco. 

Cae en la zona de penumbra: 

Formulaciones normativas 

ambiguas con textura abierta. 

Cae en la zona de 

penumbra: Formulaciones 

normativas ambiguas. 

No recae en la zona de 

penumbra. 

Necesidad de una labor 

interpretativa avanzada: La regla 

que se emplea para el caso es 

incompleta, o inconsistente. 

Necesidad de una labor 

interpretativa simple: La 

regla que se utiliza para el 

caso es incompleta semi-

inconsistente. 

Innecesaria la labor 

interpretativa. 

No hay consenso acerca de la 

resolución en la comunidad de 

juristas. 

No hay consenso acerca de 

la resolución en la 

comunidad de juristas. 

Regulación consistente en la 

jurisprudencia y doctrina 

mayoritaria. 

No constituye un caso rutinario de 

aplicación mecánica de la ley. 

No constituye un caso 

rutinario de aplicación 

Resolución mecánica. 
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mecánica de la ley. 

-Solo puede ser resuelto 

sopesando el aspecto jurídico con 

el conflicto mediante argumentos 

no deductivos. 

- Requiere para su solución un 

razonamiento principialista. 

 

Solo puede ser resuelto 

sopesando el aspecto 

jurídico con el conflicto 

mediante argumentos no 

deductivos. 

 

Resolución mediante un 

razonamiento silogístico 

simple. 

Concurren juicios de valor ajenos 

a la valoración normativa como el 

juicio moral. 

 

Concurren juicios de valor 

ajenos a la valoración 

normativa como el juicio 

moral. 

 

No concurren juicios ajenos a 

la valoración normativa. 

 

Adicionalmente, se debe precisar que este criterio únicamente permite concluir con la 

controversia de adecuación siempre y cuando, de la revisión efectuada, el caso queda clasificado 

como proceso de conocimiento o como proceso abreviado. En el supuesto de que la respuesta a la 

que llega el juzgador sea la inexistencia de complejidad en la interpretación normativa, dígase 

proceso sumarísimo, aún será necesario recurrir a un último filtro que se refiere a la rigurosidad 

técnica, con el fin de reivindicar la naturaleza expedita del proceso sumarísimo. 

2.1.2.3.Análisis De Complejidad En La Rigurosidad Técnica Objetiva. 

Siempre que del análisis de la complejidad en la interpretación normativa se catalogue al 

caso en concreto como susceptible de ser conocido mediante el proceso sumarísimo, se deberá 

evaluar la concurrencia de los presupuestos que desencadenan la rigurosidad técnica objetiva del 
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proceso. Para cumplir con tal exigencia, se deberán considerar los siguientes criterios. 

Tabla 13.  

Análisis Específico De Complejidad En La Rigurosidad Técnica Objetiva 

Pluralidad De Sujetos Pretensión Reconvencional 

Conocimiento: Más de siete sujetos 

procesales en total 

Siempre que se evidencie, de lo 

pronunciado por el demandante, la 

posibilidad de que concurra una 

pretensión reconvencional, se 

priorizará la adecuación al proceso 

de conocimiento. 

Abreviado: Entre dos y siete 

sujetos procesales en 

total 

Sumarísimo: Máximo un sujeto en 

cada parte procesal 

2.2.Proyecto De Ley Destinado A Modificar Los Artículos N° 477, 487, 546 y 549 Del Código 

Procesal Civil
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Sumilla: LEY QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 

477, 487, 546 Y 549 DEL CÓDIGO PROCESAL 

CIVIL CON EL OBJETIVO DE ENMENDAR LA 

TERMINOLOGÍA PROCESAL Y DE PROTEGER 

EL DEBIDO PROCESO EN LA ADECUACIÓN DE 

LA VÍA PROCEDIMENTAL. 

Los señores congresistas que suscriben la presente, miembros del grupo parlamentario 

__________, a iniciativa del congresista ____________, en ejercicio del derecho conferido por la 

iniciativa legislativa que otorga el artículo 107 de la Constitución Política del Perú, en consonancia 

con el inciso c) del artículo 22, 67, 75 y 76 del Reglamento del Congreso de la República, se 

presenta el siguiente Proyecto de Ley: 

LEY QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 477, 487, 546 Y 549 DEL CÓDIGO 

PROCESAL CIVIL CON EL OBJETIVO DE ENMENDAR LA TERMINOLOGÍA 

PROCESAL Y DE PROTEGER EL DEBIDO PROCESO EN LA ADECUACIÓN DE LA 

VÍA PROCEDIMENTAL. 

Artículo 1. Objeto de la Ley 

El presente proyecto de ley tiene como objeto modificar el Código Procesal Civil, con el objetivo 

de modificar los artículos N° 477, 487, 546 y 549. Respecto de los artículos 477, 487 y 549 se 

persigue la sustitución del término "inimpugnabilidad" por "inapelabilidad", con el propósito de 

unificar y precisar el lenguaje jurídico utilizado, promoviendo así una mayor comprensión de las 

instituciones recursales. Por su parte, la modificación del artículo 546 busca la supresión del 

numeral 6), el cual hace referencia a la discrecionalidad, de la que goza el juzgador, para adecuar 

una determinada pretensión, sin vía procedimental expresa, a la del proceso sumarísimo, con la 

finalidad de evitar la arbitrariedad y proteger el debido proceso. 
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Artículo 2. Modificación del Artículo 477 del Código Procesal Civil 

Dispóngase la modificatoria del artículo 477 del Código Procesal Civil, de tal manera que su 

redacción sea la siguiente: 

“Artículo 477.- En los casos de los incisos 1. y 3. del Artículo 475, la resolución 

debidamente motivada que declara aplicable el proceso de conocimiento en sustitución al 

propuesto, será expedida sin citación al demandado, en decisión debidamente motivada y 

es inapelable.” 

Artículo 3. Modificación del Artículo 487 del Código Procesal Civil 

Dispóngase la modificatoria del artículo 487 del Código Procesal Civil, de tal manera que su 

redacción sea la siguiente:  

“Artículo 487.- En el caso del inciso 8. del Artículo 486, la resolución que declara 

aplicable el proceso abreviado, será expedida sin citación al demandado, en decisión 

debidamente motivada y es inapelable.” 

Artículo 4. Derogación parcial del Artículo 546 del Código Procesal Civil 

Dispóngase la derogación del numeral 6) del artículo 546 del Código Procesal Civil.  

Artículo 5. Modificación del Artículo 549 del Código Procesal Civil  

Dispóngase la modificatoria del artículo 549 del Código Procesal Civil, de tal manera que su 

redacción sea la siguiente:  

“Artículo 549.- En el caso del inciso 6. del Artículo 546, la resolución que declara 

aplicable el proceso sumarísimo, será expedida sin citación al demandado, en decisión 

debidamente motivada e inapelable.” 
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Artículo 6. Deber de motivación en la adecuación de la vía procedimental 

Rememorando el deber de motivación que se exige para la emisión de las resoluciones judiciales, 

se exhorta a los jueces civiles a señalar las razones de hecho y de derecho por las que disponen la 

adecuación de la vía procedimental. 

Artículo 7. Vigencia 

La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el diario oficial El Peruano. 

Lima, marzo del 2024. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I. Antecedentes 

El proceso de cognición, como se ha mencionado, significa que las partes le llevarán al juez el 

conocimiento de un asunto dudoso o litigioso, siendo responsabilidad de estas, mediante sus 

alegatos y las pruebas que hayan podido aportar, lograr un convencimiento sobre el juzgador, 

clarificando la titularidad del derecho discutido. Por tales motivos, también se denomina a estos 

procesos como “plenarios”, pues las actuaciones procesales tendrán un margen mucho más amplio 

que en otros procesos, como sucede con las restricciones del cautelar o el único de ejecución, 

teniendo como particularidad, de este último tipo de proceso, que se parte con un derecho ya 

reconocido, razón por la que es sustancialmente más corto que un proceso de cognición, donde se 

parte de una duda que las partes deberán clarificar en post de sus intereses. 

Al interno del proceso de cognición se encuentra una división, la cual toma como base diversos 

factores como la urgencia del asunto en discusión, la complejidad del caso en concreto, la cuantía 

e incluso la discrecionalidad del legislador que ha determinado adoptar ciertos caminos 

procedimentales para ventilar un conjunto determinado de pretensiones. Sobre la vía procedimental 

elegida para el conocimiento de la litis, se desplegarán una serie de garantías procesales por la 

complejidad o simplicidad del proceso, como también permitiendo un mayor o menor número de 

actos procesales a la par que se estipulan plazos más largos o cortos. 

Dentro de estas vías procedimentales se puede encontrar a la vía procedimental del proceso de 

conocimiento en sentido estricto, la vía procedimental del proceso abreviado y la vía procedimental 

más corta, aunque en la práctica no lo sea, que es el proceso sumarísimo. 

La elección de alguna de las vías procedimentales supondrá una notable modificación de los plazos 

procesales, así como de las formas procesales susceptibles de aplicarse. Al suponer un control 
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sobre el transcurrir del proceso, se le ha conferido al magistrado la posibilidad de reconducir la vía 

procedimental a aquella que él considera pertinente, dándole la denominación a esta institución 

como la adecuación de la vía procedimental. 

II. Determinación de la problemática 

Existen muchas observaciones y críticas sobre el sistema tríptico que gobierna al proceso civil. Eso 

ha promovido que, en el proyecto de reforma, que preside Giovanni Priori Posada, se haya decidido 

reformar a las diversas vías procedimentales que estructuran al proceso civil; retornando a un símil 

del Código de Procedimientos Civiles de 1912 con el proceso ordinario y el proceso sumario para 

las vías de cognición, eliminando la vía del proceso sumarísimo. 

La problemática aparece el identificar que, de la redacción de los artículos que dan vía libre a la 

adecuación procedimental, se encuentra una formula reiterativa que permite al magistrado 

reconducir la vía procedimental a cualquiera de los tres procesos descritos. La controversia no solo 

radica en plazos más largos o cortos, sino en la cantidad de actos procesos susceptibles de 

desplegarse. Por tal razón, la elección de la vía procedimental implica una vinculación intrínseca 

con las garantías procesales y el principio de celeridad procesal en sentido amplio, abarcando ya 

no solo el derecho a que se respeten los plazos procesales, sino a que no se reconduzca a una vía 

inadecuada, que imponga plazos excesivamente largos o innecesariamente cortos. A este hecho se 

le suma la inimpugnabilidad de la decisión de adecuación, que contribuye a generar confusión 

respecto de la inamovilidad de lo decidido, hecho que es tajantemente falso al considerar que, en 

la totalidad de los casos, la adecuación es efectuada sin motivación alguna, lo que desencadenaría 

una manifiesta vulneración al derecho al debido proceso; en este supuesto, siguiendo la línea 

teórica de Alvarado Velloso y Ugo Rocco, lo correcto sería hablar de inapelabilidad, considerando 

que cualquier pronunciamiento judicial es susceptible de ser recurrido. 

III. Implicancias procesales  
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Las modificaciones descritas posibilitarían una mayor armonización en el derecho procesal; por 

un lado, equiparar la terminología a una más adecuada permitiría a los operadores de justicia 

entender el alcance teórico de la terminología de inapelabilidad. De igual forma, al restringir el 

margen de adecuación en el proceso civil para la vía sumarísima, se defiende la naturaleza expedita 

de dicha vía procedimental, así como se evita los inconvenientes generados por el limitado margen 

de acción que otorga la cosa juzgada material en las pretensiones sumarísimas. 

IV. Necesidad de modificación 

Sin perjuicio de lo expuesto, se considera que la triple división de las vías procedimentales debería 

mantenerse para asegurar un tipo intermedio, siempre y cuando se limite el campo de acción del 

proceso sumarísimo, a fin de que no se puedan verter aquellos asuntos que no están determinados 

taxativamente por la ley. La independencia del proceso abreviado y del sumarísimo debería 

conservarse para garantizar un punto de contacto entre los plazos sumamente largos del proceso 

de conocimiento y los plazos cortos para aquellos asuntos de extrema urgencia, siempre y cuando 

se sustraigan los asuntos previstos expresamente para ambos procesos. En este caso, se recomienda 

mantener las vías procedimentales existentes, pero reservando para el proceso de conocimiento el 

margen de discrecionalidad, contemplado en el derogado Código de Procedimiento Civiles de 

1912, asignando para el proceso abreviado aquellos asuntos de urgencia y que estén debidamente 

tipificados en el Código Procesal Civil, excluyendo el criterio de cuantía solo para el proceso 

ordinario y sumario, y limitando al proceso sumarísimo a aquellas materias contempladas 

expresamente por ley. Lo argumentado, permite sostener la derogación del numeral 6) del artículo 

546 del Código Procesal Civil, a fin de salvaguardar dos vías procedimentales por razón de la 

complejidad y manteniendo al proceso sumarísimo para aquellos asuntos previstos expresamente 

por ley, protegiendo su naturaleza de suma urgencia.  

V.1. Sugerencia de modificación 

Para salvaguardar las garantías procesales y el derecho a un debido proceso, se considera pertinente 
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la modificación de los artículos 477, 487 y 549 del Código Procesal Civil, advirtiendo el siguiente 

cambio en su redacción: 

REDACCIÓN ORIGINAL REDACCIÓN MODIFICADA 

Artículo 477.- En los casos de los incisos 

1. y 3. del Artículo 475, la resolución 

debidamente motivada que declara 

aplicable el proceso de conocimiento en 

sustitución al propuesto, será expedida sin 

citación al demandado y es inimpugnable. 

“Artículo 477.- En los casos de los incisos 1. y 3. 

del Artículo 475, la resolución debidamente 

motivada que declara aplicable el proceso de 

conocimiento en sustitución al propuesto, será 

expedida sin citación al demandado, en decisión 

debidamente motivada y es inapelable.” 

Artículo 487.- En el caso del inciso 8. del 

Artículo 486, la resolución que declara 

aplicable el proceso abreviado, será 

expedida sin citación al demandado y es 

inimpugnable. 

“Artículo 487.- En el caso del inciso 8. del Artículo 

486, la resolución que declara aplicable el proceso 

abreviado, será expedida sin citación al 

demandado, en decisión debidamente motivada y 

es inapelable.” 

Artículo 549.- En el caso del inciso 6. del 

Artículo 546, la resolución que declara 

aplicable el proceso sumarísimo, será 

expedida sin citación al demandado, en 

decisión debidamente motivada e 

inimpugnable. 

“Artículo 549.- En el caso del inciso 6. del Artículo 

546, la resolución que declara aplicable el proceso 

sumarísimo, será expedida sin citación al 

demandado, en decisión debidamente motivada e 

inapelable.” 

V.2. Efectos sobre la normativa procesal 
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De llevarse a cabo las modificaciones descritas, se logrará una maximización en la estructura 

procesal nacional, la cual se verá reforzada en los siguientes puntos: 

a) Corrección de la terminología inexacta 

Remplazar el término de “inimpugnabilidad” por “inapelabilidad” actualizaría la construcción 

procesal en sede nacional. Al corregirlo, se coadyuva a que todo el sector académico entienda a 

cabalidad la institución de la adecuación de la vía procedimental. Clarificando la posible aplicación 

de alternativas recursales como la nulidad del acto procesal. 

b) Mejora en la calidad argumentativa 

Al prever la necesidad de motivación, de forma explícita, se promueve un mayor nivel de 

argumentación en los magistrados, denotando la defensa del derecho al debido proceso, en su 

dimensión de la debida motivación de las resoluciones judiciales. 

c) Reducción de la sobrecarga en el proceso sumarísimo 

Al limitar el acceso al proceso sumarísimo, mediante la tipificación taxativa de las pretensiones 

que son susceptibles de tramitarse en vía sumarísima, se logrará reducir la sobrecarga que incide 

en el proceso sumarísimo. 

Es menester señalar que la duración promedio del proceso civil es 4 veces más de los 

consignados en el código procesal civil. No obstante, es un promedio, por lo que el plazo 

real puede aumentar si se consideran otro tipo de características como la sobrecarga del 

juzgado, el tipo de proceso, la celeridad de los jueces, el impulso de los abogados e incluso 

la frecuencia con la que se han iniciado procesos con esa misma pretensión. Por ejemplo, 

“para el caso de los procesos sumarísimos, se estima una duración real, en promedio, de 4 

años y 3 meses, cuando los plazos legales para la duración máxima de dicho proceso, es de 
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tan solo 5 meses” (Gutiérrez, 2015, p.33).9 

Reduciendo la admisión de pretensiones en la vía sumarísima, se coadyuva a reducir los altos 

índices de sobrecarga procesal, permitiendo que los casos de suma urgencia sean reservados para 

la vía más expedita. 

V. Análisis costo-beneficio 

Al promulgarse la ley, no se generaría costo alguno a las arcas del Estado, así como tampoco se 

crearía un menoscabo en el presupuesto público o el asignado para la administración de justicia. 

De hecho, mediante la correcta aplicación de la vía procedimental, se reducirá la sobrecarga que 

recae en el proceso sumarísimo, reivindicando su carácter de suma urgencia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

9 Gutiérrez Camacho, W. (2015). La Justicia en El Perú: Cinco Grandes Problemas. Gaceta Jurídica. 
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